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^ m \\ r̂esiliente riel ilt

^  uando el Señor Ministro de Justicia Doctor Cesáreo 
Carrera dio al olvido la y el respeto debido a la

majestad del primer Tribunal de la República — la Corte 
Suprema — y promovió aquel escandaloso incidente de triste 
recordación sobre entrega de procesos; entonces el Señor 
Ministro, burlado en sus desconsideradas pretensiones, como 
en satisfacción a su orgullo herido, cual dios olímpico que, 
en su furor divino amenaza reducir a cenizas con sus potentes 
rayos a mortales infelices, prometió, y  volvió a prometer una 
y otra vez, llevar al Congreso Nacional recurso de queja 
contra ese mismo Tribunal que supo volver por su honor y  
su decoro y puso en su puesto al Señor Ministro.

Palabra de Ministro, digamos, ya que no de rey, no 
podía fa ltar; y  si bien se ha hecho esperar el recurso, el 
dócil Ministro Fiscal Doctor Uquillas ha traído
por -fin al Consejo, y  lo ha fundado en las resoluciones que 
expidió ese Tribunal, en el juicio del ciudadano español Sr.
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4 RECURSO DE QUEJA

Manuel Pardo con el F i s c o , por indemnización do daños 
perjuicios, resoluciones respetadorasde ley, salvadoras de 
la moral y  del honor de la Patria.

Y, pues, ha llegado el caso de que informemos en ese 
recurso, exponemos, con la reserva de manifestar oportuna­
mente las razones de nuestra contestación, lo siguiente:

1° Carece de derecho el Minist Fiscal de la Corte
Suprema Doctor Emdio (Iquillas //ara. deducir acción
conocida con el nombre de recurso de queja:

2° Esta acción está prescrita, y alegamas, por lo mis-
mo, la prescripción, y

3o Es, además, infundada, por cuanto las resoluciones
de que se trata no han quebrantado alguna, expresa.

No podemos acompañar a este informe el proceso original 
o en copia, del juicio a que se refere el recurso, porque no 
somos Ministros de la Corte /Suprema, y el artículo 431, 
aparte 2°, del Código de Enjuiciamientos Civiles está supo­
niendo en el informante el carácter actual de y cumple
al Consejo de Estado pedirlo a quien corresponda, para que 
pueda el Congreso resolver en el asunto con pleno conoci­
miento de causa.

Por lo demás, esperamos fundadamente que el Congreso 
Nacional sabrá proceder en este asunto con imparcialidad 
y justicia y con observancia estricta de lo dispuesto en el 
artículo 311 del propio Código.

B. A/bán Mestanza.

Manuel Montalvo. Pacífico Villagomez.

Luís F. Lara.

ï
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biblioteca nacional
^ QUITO-BC1TADQK

^cfurr presidente de la tj'ámara de piputadas ¡

\J je rc e  el Congreso N a c i o n a l , conforme a la Constitución 
del E s t a d o , las funciones l que ella determina; 

y también ejerce otras importantísimaen aquellos casos en 
que, constituido en tribunal especdecide controversias ju­
rídicas.

Cuando él conoce en la acción llamada, erróneamente, 
recurso de queja contra los magistrados de la Corte Su­
prema, cada una de las dos Cámaras ejerce, cierto, jurisdic­
ción privativa,en los términos y forma prescritos en la ley
de 6 de Agosto de 1887; pero la decisión que una y otra 
pronuncien, verdadero fallo judicial, debe obedecer, por la 
propia razón de serlo, a la disposición general del artículo 
316 del Código de Enjuiciamientos Civiles y  la del 106 de la 
Constitución Política.

Dilatado campo de acción el del Legislador para hacer 
todo el bien que la justicia y  la conveniencia pública exijan,
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t í RECURSO DE QUEJA

y sin otra responsabilidad que la moral por la manifestación 
de su pensamiento libre; mas, cuando llamado a desempeñar

las elevadísimas funciones de J, esa responsabilidad crece 
enormemente, y  le obliga a ser esclavo sumiso de ley 
escrita.

Convertido el recinto de las leyes en santuario de la 
justicia, sórdidas pasiones políticas, odios personalistas, rui­
nes intereses de bombásticos Secretarios de Estado, todas 
estas miserias humanas y otras más deben huir de ¡tara 
que queden campantes serenidad y rectitud, probidad y justicia.

Acusada la Corte Suprema (y  por su Ministro Fiscal 
Doctor T J q v i l l a s ) d e  haber (xpedido fallos inicuos (y es ese
Ministro quien lo ha dicho!),de haber violado escandalosa­
mente (y es él quien así lo estima !)leyes en el juicio
sobre daños y per juicios entro el ciudadano Don Manuel
Tardo y el Fisco, se ha planteado una cuestión tan delirada 
como importante; y esto hace necesario que antepongamos 
ciertos hechos dignos de ser conocidos.

Los días 8 y 9 de Diciembre de , amotinóse en ciu­
dad de Toja el Batallón “ Vargas Torres” que la guarnecía, y  
entró la ciudad a saco. Don Ricardo F. Vivar, 
demandó del Fisco indemnización del daño padecido; y el 
Tribunal Supremo acogió la demanda en sentencia de 4  de 
Jtíarzo de 1912, sentencia que dice textualmente así:

“ Vistos: Es legal la sentencia que declara responsable 
al Fisco por los daños y perjuicios reclamados por Ricardo 
F. Vivar, cuyo monto debe liquidarse en juicio verbal suma­
rio. Por tanto, administrando justicia en nombre de la 
República y  por autoridad de la ley, se aprueba dicha senten­
cia. Devuélvase.—P. Villagómez.—Manuel Montalvo.—A. 
Cárdenas.—Manuel M. Solazar.—Leopoldo Pino.”

Siete meses después — el 18 de Octubre de 1912 — el Tri­
bunal acogió la demanda de Don Manuel Pardo, fundada en
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CONTRA LA CORTE SUPREMA 7

idéntico motivo que In de Vivar, hecho de robo perpe­
trado por soldados armados del Ejército; pero el 
mismo Ministro Doctor Cárdenas, quien no había salvado su 
voto en la primera causa, salvó en esta segunda, y el mismo 
Ministro Fiscal Doctor Z/quillas,quien no manifestó en aque­
lla el menor celo por los intereses fiscales y aceptó, 

te, por legal, la sentencia, califica lwy ¡audaz! de inicuos los 
fallos pronunciados en éste, y propone contra el mismo Tribu­
nal acción de queja. Cómo cambiaron para esos Señores 
Ministros, por el mero transcurso de siete meses, ley, ,
derecho! Pero no: estas normas fundamentales del orden 
moral y social, no pueden cambiar, y  no han cambiado: 
quienes han cambiado son los Señores Ministros.

Tras la resolución expedida en causa del señor Pardo,
el Tribunal decidió en cuatro juicios más promovidos contra 
ti Fisco por nacionales y extranjeros, asimismo por indemni­
zación de demos y perjuicios ; y decidió en ellos en igual 
sentido.

Y  de lo expuesto en los dos párrafos anteriores se
deduce leí importantísima consecuencia, trascendental con­
secuencia ele que la Corte Suprema del Ecuador reconoce de 
todo en todo conforme con las leyes vigentes y el derecho 
júblico la responsabilidad del Estado en favor de nacionales 
y  extranjeros, en los casos de robo perpetrado por soldados armados del Ejér Y esta doctrina que 
bien pudiera ser del disgusto de gobiernos suspicaces 
escrupulosos, es, precisamente, la doctrina salvadora de la 
justicia y la ley, de la moral y el derecho, la doctrina que 
satisface el sentimiento social de que el daño causado debe 
repararse, la doctrina, en fin,que hace efectivas tranquili­
dad y  seguridad de los asociados.

Los ecuatorianos no pueden sino estar vivamente interesa­
dos en que prevalezca esta doctrina legal; y  también deben 
estarlo los representantes de naciones amigas del Ecuador, 
pues si fuese la contraria la doctrina que debiera prevalecer,
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8 RECURSO DE QUEJA

la política exterior cambiaría en sentido muy desfavorable 
a la inmigración, al comercio y a protección legal de los 
extranjeros.

Sin renunciar a la prescripción que hemos alegado, ex­
presamente, en el primer escrito, vamos, pues, a defender, no 
nuestra caduca vanidad de magistrados, sino el prestigio de 
la alta institución del Estado — la Corte Suprema — cuyo 
buen nombre ha salvado, y con justicia, las fronteras de la 
Patria. Con tal propósito, de acuerdo con contestación a 
la demanda de recurso de queja, vamos a ocuparnos, en la 
demostración de los siguientes puntos:

Io. Carece de derecho el Fiscal de Corte
Suprema D tetar Emilio Uqu,illas acción cono­
cida con el nombre de recurso de neja:

2? Esta acción está prescrita, y  alegamos, por lo mis­
mo, la prescripción ; y

3o Es, además, infundada, por cnanto las resoluciones 
de que se trata no han quebrantado ley alguna expresa.

Nos ocuparemos también en los errores e incorrecciones 
del Ministro Fiscal.
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Carece de derecho el Ministro Fiscal de la Corte Suprema Dr. Emilio Uqui- 
llas para deducir la acción conocida con el nombre de recurso de queja.

I__A acción de queja ha establecido la ley  en beneficio
de las partes que intervienen en la causa en que se ha 
expedido la resolución que le sirve de fundamento; y 
sólo de ellas. Ni podía establecer en favor de otras per­
sonas; pues, no se comprende cómo pudiera ser perjudi­
cado con una resolución judicial quiéu fuera extraño al juicio en que se dictó.

En el juicio entre Dn. Manuel Pardo y el Pisco, por 
indemnización de daños y perjuicios, fueron los dos las únicas partes que a él concurrieron : intervino el Dr. 
Emilio Uquillas, no por sn derecho propio, sino por el 
del Fisco, a quien, en el caso, estuvo llamado, legalmen-
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10 RECURSO DB QUEJA

te, a representar; mas, con el juicio, terminó su repre­
sentación.

Los Ministros Fiscales, en orden a los juicios, no tienen otras facultades, que las determinadas, taxativamen­te, en la Ley Orgánica del Poder Judicial — intervenir en ellos, en la instancia respectiva, en el tribunal de que son miembros. Ante ninguna otra autoridad, ante niu- gún poder diverso del judicial pueden comparecer como autores o como r<-os ; pues si dicba ley para esto no les autoriza, de dónde pueden tomar semejante facultad? Se dirá, acaso, que del número décimo del artículo 33: 
Interponer los recursos convenientes en asuntos de su cargo 9 Pero si del contexto de esta dispo»ición aparece 

que lal facultad está limitada a las respectivas instan­cias y en los tribunales a que pertenecen, cómo exten­derla a más?El llamado recurso de queja es una verdadera do­man la sobre daños y peí juicios provenientes de un d< li­to o cuasi delito, según lt propia calificación del artícu­
lo 440 del Código de enjuiciamientos civiles, como lo demostraremos después con alguna extensión ; ese recurso es verdadero juicio centencioso, de todo en todo diverso 
del juicio ya terminado que le sirve de fundamento: luego el Ministro Fi>cal Dr. Uquillas no podía deducir 
el presente recurso, la presente acción de qmj i, ante el Congreso Nacional, por cuanto carecía para ello de legal atribución.Pero si no era ese funcionario el llamado a propo­
nerla, quién entonces podía serlo? En primer lugar, de 
que no hubiera quién otro la propusiese, no se seguiría, 
no podría seguirse que debía ser el Ministro Fiscal, por la irrefutable razón de que la ley no le concede esa fa­cultad, y de que no podía adquirirla por el solo hecho de que no hubiese otro que la tuviera; y en segundo, por cuanto sí existe otro funcionario llamado por la ley a proponerla: el Agente Fiscal, a quien por el artículo 151 de la respectiva ley corresponde llevar la voz fiscal en los negocios que interesen a la Hacienda.

Y es claro que a la Hacienda interesa la propuesta acción de queja, porque por medio de ella se trata de exigir nuestra responsabilidad por los daños y perjuicios 
que se supone que le hemos ocasionado, con motivo de 
nuestras resoluciones, en el juicio entre el Sr. Pardo y el

Biblioteca Nacional del Ecuador "Eugenio Espejo"



CONTRA LA CORTE 8UPREMA 11

Fisco. Luego era al Agente Fiscal, no al Ministro Fiscal de la Corte Suprema, a quien correspondía deducirla; luego es improcedente esa acción promovida por este último fun­cionario. Y como sus atribuciones nacen de la ley, nada significa el que el Ejecutivo hubiese acordado que él la deduzca, porque no pudo el Ejecutivo ponerse en lugar del Legisla­
dor y conferir al Ministro Fiscal atribución que la ley no le confirió. Al Agente Fiscal debió dar instrucciones para 
que la propusiera, al funcionario, como liemos visto, llama­do a llevar la voz fiscal, en los negocios que a la Hacienda 
interesen : la intervención del Ministro Fiscal es, pues, improcedente, repetimos.

Y debemos, además, observar, que el Ministro Fiscal no es el Fisco, por más que en determinadas circunstancias esté llamado a representarlo. Y observamos esto, poi que el Dr. Emilio Uquillas propone la acción de quej t, no eu nombre del Fisco, sino in su calidad de Ministro Fiscal de la 0<»rte Suprema; lo cual no equivale a proponerla en nombre de aquél.
Quien enjuicio se presenta por otra persona, lo debe expresar, pues la personería, o sea la representación de una persona natural o jurídica por otra no puede presumirse. Si el actor expresare que es casado o que es padre de familia, por esto no más se podrá entender que presenta la acción en nombre o por los derechos de su mujer o de los hijos de él menores de edad? Xo lo expresó, luego se ha de enten­

der que la presenta en su propio nombre, por sus derechos 
propios; y a quién pretendiese lo contrario, se le denegaría, por ilegal, su pretensión.

Por disposición del artículo 99, debe la demanda con­tener, entre otros requisitos, los nombres del actor del de­
mandado ; y de acuerdo con el 317, las sentencias deben 
resolver, únicamente, los puntos sobreque se trabó lacontro- veisia. El Dr. Emilio Uquillas no expresa en su acción de queja que la deduce a nombre, en representación del Fisco; 
luego, como él — el Dr. Uquillas— carecía de derecho para 
deducirla en su propio nombre por más que sea Ministro 
Fiscal de la Corte Suprema, debe ser denegada, por impro­cedente.

Para el inesperado caso de que así no se declare, vamos 
a ocuparnos de seguida en el segundo punto de nuestra defensa.
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Esta acción ©stfc prescrita, y alegamos, por lo mismo, la prescripción.

L — a b  cosas son no por sus nombres sino por la propia naturaleza (le ellas. Qué importa que el artículo 37L 
del Código (le Enjuiciamientos Civiles haya incluido entre los recursos legales, que hava calificado (le recurso a la 
queja endereza la contra el Juez que conoció en una causa e infringió en la misma leyes exprosas, si, por su objeto, si por su esencia — obtener de él la reparación de los perjui­cios causados con esa infracción — es verdadera acción?Y si por su naturaleza, por su objeto, es verdadera ac­ción, y no recurso, qué leyes se le aplicarán: las que dicen 
a los recursos o las que reglan las acciones? Las segundas, no hay cómo dudar.Que la queja no es recurso como los otros que recono­
ce el citado artículo, a más de su naturaleza, nos está diciendo el mismo Código de Enjuiciamientos: después de llamarle, en ese artículo, recurso, de seguida, en el artículo 440, le califica de acción, esto es, corrige su involuntario
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CONTRA LA CORTE SUPREMA 13

error. La acción que se concede en esta sección prescribe entres meses.............................. dice el artículo. Y acción le
llninó, indudablemente, en atención al objeto de la queja, diverso del todo del de loa otros verdaderos recursos.Cuando el sentido de una ley es claro no se desatende­rá su tenor literal a qtretexto de consultar su espíritu; E l  
contexto de la ley servirá para ilustrar ti sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre todas tilas la dtbida correspondencia y armonía (artículo 18, reglas Ia y 
4a del Código Civil) , son íeglas de interpretación legal de que no pod<mos apartamos siempre que deseemos dar con el verdadero pensamiento del legislador; y confoime a estas 
r< glas, el llamado i ecurso de queja no lo es en el sentido de los otros recursos — el de apelación, el de terceia instancia, el de nulidad y e ld e  lie» lio — ese mal llamado recurso, es 
acción: lo evidencian el paiágraíb quinto del Código su- pradiebo que trata de ese recurso y los otros parágrafos que le preceden de la sección décima, libro segundo, título pri­mero del propio Código.

No ha definido este Código la palabra recurso, pero la ha explicado al ocuparse en cada uno de los recursos que él ha establecido; y de esa explicación se viene en conoci­miento de que recurso es el derecho que tienen las partes a ocurrir al juez superior para que revea el fallo del juez inferior, y, en consecuencia, lo revoque o reforme, o para 
que, en su caso, anule el procedimiento mediante el cual fue expedido. Ahora bien: déla  naluraleza, del objeto de los 
propiamente llamados recursos resulta que no pueden ser propuestos cuando (jecutoriada la resolución sobre que ver­san; porque, si se han establecido para que pueda el Supe­rior reverla, si está ejecutoriada, cómo proponerlos? Por esto, los dichos recursos tienen plazo señalado para poder ser 
propuestos — el de tres días— y, transcurrido, no pueden ser 
concedidos. Y siendo el objeto de los recursos el yá expre­sado, la causa ha de ser revista por el Superior, y lo es, con intervención de las partes — actor y demandado.

El recurso llamado de queja está fuera de esas disposi­ciones y necesidades, por lo mismo que es otro su objeto. Le incluyó el artículo 371 entre los recursos, no más que 
por incluirle, o quizá porque, atendiendo a la significación 
genérica de la palabra, creyó conveniente, ya que de recur­
sos trataba, incluirle entre ellos; pero sin ánimo de con­
fundirle con ellos, ni sujetarle a sus normas o preceptos. Y
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14 RECURSO DE Q UEJA

es tan cierto, qne el mismo legislador, corrigiendo, no dire­
mos su error, pero sí su incorrección, se apresuró a expresar al respecto su verdadero pensamiento en el artículo 440, en el cual calificó a la queja de lo qne es —de acción — E hizo 
bien, porque a la queja nada le falta para ser acción, y, más bien, comprende todos los elementos que tal la constituyen.

Toda acción es un derecho, y, al mismo tiempo, el medio para reclamar en juicio el derecho es una acción. Y en cualquiera de los sentidos que se considere la queja, ella es acción, no recurso, en -el sentido legal restricto en que lo toma la ley.
Es bien sabido que todo derecho nace de un hecho; y el de queja, en el caso del presente recurso, se origina del hecho de que el Juez quebrante las leyes expresas qne arre­glan los procesos o determinan el derecho de las partes, dan lo resoluciones de las cuales no deba concederse recur­so de apelación, o de tercera instancia, o de hecho ( artículo 43b). Y como el origen de una cosa nos revela su esencia y las leyes a que debe obedecer en su funcionamiento, el derecho de queja, atento su origen, no en otra cosa consiste que en la facultad de reclamar, enjuicio, contra el Juez, 

por los daños y perjuicios por él ocasionados a las partes en los casos del artículo dicho.
Y derecho como éste, no tiene, no puede tener la más pequeña analogía con la facultad concedida a las mismas partes, por el Código procesal, para proponer en el mismo proceso, recurso de apelación, de tercera instancia, de hecho, con el objeto único de que el juez superior revea la resolu­ción, no ejecutoriada, del juez inferior que la expidió, y corrija, no las infracciones insubsanable* de la ley expre­sa, sino los errores, subsanables, de esa resolución. Y si origen y objeto de la queja son diversos del de los recursos, 

no cabe, pues, confundirlos.
Además, la queja, según hemos dicho, es un verdadero derecho, esto es, un bien, bien que consiste en la indemni­zación pecuniaria consiguiente a la infracción de la ley expresa; y el recurso de apelación y los otros recursos no son derechos, esto es, no son bienes: son medios que fran­quea la ley a las partes para garantizar más y mejor los 

derechos ya deducidos por ellas en juicio y que no han 6Ído apreciados debidamente por los jueces inferiores en sus re­soluciones o sentencias. Y no es posible que confundamos
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CONTRA LA CORTE SUPREMA 16

loa derechos — los bienes — con los medios establecidos por 
la ley para asegurar en juicio su respeto.Origen, naturaleza y objeto de la queja y de los recur­sos, del todo diversos; la forma para hacerlos en juicio efec­tivos, no podía ser, no es, una misma.El derecho, a más de ser nn bien en sí mismo, es, como 
ya hemos expresado, una acción: el impropiamente llamado recurso de queja es un derecho; luego es una acción, como no ha tenido por menos sino reconocerlo el artículo 440.La facultad de apelar, de recurrir de hecho o de nuli­dad no es un derecho en el sentido antes considerado — en el de bien — ; luego, no es una acción. La apelación, el re­
curso de tercera instancia y el de hecho son medios que la ley ha establecido para pasar en los juicios de una instancia a otra superior de las establecidas por ella misma; y a nadie 6e le podrá ocurrir que quién apela, quién recurre, quién va de hecho al Superior deduce acción, o en otros tériniuos, demanda la declaración de un derecho.Si la queja es acción, y si no lo es el recurso; si la úna 
y el otro son entre sí esencialmente diferentes, en su ejerci­
cio no podían, ni pueden ser reglados por unas mismas disposiciones, y antes bien debían serlo, como han sido, por muy diversas, ya que las cosas eu su obrar obedecen a las leyes de su propia naturaleza y llevan en sí impresas las formas a ésta convenientes.

El recurso, cualquiera que sea — de apelación, de ter­cera instancia, de hecho — no es otra cosa, repetimos, que 
el medio que la ley franquea a las partes que se creen agraviadas con la resolución del juez inferior, para llevar la causa al juez superior, con el objeto de que repare el agravio, corrija el error: por lo mismo, el recurso presupone una resolución no ejecutoriada, el mismo y único proceso, 
las mismas y únicas partes que intervinieron en la instancia inferior, y lo ha de conceder el juez sin atender a otra 
consideración que a la del término dentro del cual hubiese sido propuesto. La queja es acción, y como tal acción su 
ejercicio está subordinado al procedimiento prescrito por la ley, de acuerdo con la naturaleza peculiar que le es propia. 
Así, la queja se deduce ejecutoriada la resolución quebran­
tadura de la ley expresa ; la queja se propone contra el juez 
que la ha expedido y por la parte por élla perjudicada, y 
nada más que por élla; la queja se sustancia en proceso aparte, en proceso diverso del en que la resolución ha sido
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16 RECURSO DE QUEJA

dictada, y si éste se acompaña, es en vía de prueba; la queja se restn Ive previa contestación del juez querellado, en el plazo que la ley señala; la qu«ja se recibe a prueba, si 
c< ntiene ludios que deban ser justificados; la sentencia 
que en la queja se expida, es susceptible de los recursos de apelación y tercera instancia; la queja prescribe en el plazo 
que el artículo 440 determina ; Ja prescripción de la acción de queja, filialmente, no puede el juez declararla de oficio, lo cual no sucede con los dunas recursos, pues es bastante 
que no estén propuestos dentro del término para que los deniegue.

Si la queja es, en sí misma, un derecho y, como tal, 
una acción ; y si los recursos propiamente dichos no son acciones sino trámites para pasar de una indancia a otra de L s juicios y obedecen, asimismo, a pcculiarísimas di-posi­ciones ¿cómo confundir sin lastimosa falta do lógica la primera con los segundos y aplicar a la una las disposicio­nes que reglan a los otros“?

No su ponemos, no queremos suponer que haya persona de espíritu tan pobre, y si la hubiere merecerá nuestra compasión, que acepte lo contraiio no más que por la decla­ración que contiene el artículo 371 del Código procesal. Ese artículo reconoce como recurso el de queja ¿luego es tan recurso como todos los demás? luego, debe obedecer a las mismas disposiciones legales que los otros recursos? De ninguna manera ; y bastará un juicio sano para com­prender el verdadero sentido del artículo. La queja no es recurso de los comunes, digamos; si le da el artículo la denominación de recurso, es, únicamente, en el sentido genérico de la palabra, y porque se la lleva al juez supe­rior de arjuel que lia dictado la resolución que la motiva, 
y nada otra cosa más.

Por otra parte, repetimos, regla de interpretación legal que no se puede desatender, es la cuarta del artículo 18 del 
Código Civil, según la cual el contexto de la ley sirve para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía; y así, para conocer el verdadero sentido del artícu­lo 371, esto es, para descubrir si la queja es verdadero re­curso, recurso de los comunes, cuál es su especial naturaleza y a qué leyes debe obedecer, se ha de apreciar toda la sec­ción décima del libro segundo, título primero, del Código 
de enjuiciamientos, se han deponer en relación mútua todas
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8H8 disposiciones, se han de armonizar todas ellas, no se ha de considerar aisladamente el artículo, y entonces ha de resaltar que el llamado recurso de queja es un derecho, que, reclamado en juicio, es una acción, que, como acción, tiene en el parágrafo quinto de la sección citada procedi­miento propio, que, siendo acción, puede prescribir, que, si 
puede prescribir, a la prescripción han de aplicarse las disposiciones generales del Código Civil referentes a la 
prescripción de las acciones en general.

Y es de observar, que la prescripción de que es sus­ceptible la acción denominada recurso de queja es la cir­
cunstancia, entre otras que la constituyen, que más la distingue délos verdaderos recursos, de los trámites, romo 
los liemos llamado, necesarios para pasar de una instancia a otra de un mismo juicio, en cuanto lo permita la ley. 
Pero si la queja prescribe, no prescriben los recursos, pues el de apelación, el de tercera instancia, el de hecho, no son acciones. Cuando no se han propuesto en el plazo que la ley señala, cuando este plazo ha transcurrido sin que se propongan, no diremos que se han prescrito; como tampoco podremos decir que ha prescrito el término de prueba por­que las partes hubieren dejado que transcurra sin rendir probanza alguna: en uno y en otro caso lo correcto será decir, y ésta es la verdad, que las partes no han propuesto 
los dichos recursos, que las partes no han hecho uso del término de probar. Otra cosa será si se tratare de recursos propuestos y concedidos: en este caso, el transcurso de dos, 
de tres años, en las condiciones délos artículos 449, 454 y 455, traería la consecuencia prevista en el 451, pero no originaría la prescripción.

Sabemos que la acción llamada, impropiamente, recur­so de queja es susceptible de prescripción ; examinemos ya 
las siguientes importantísimas cuestiones que con ella se 
conexionan, a saber: cuál es la fecha inicial do la prescrip­ción ; si puede o no ésta interrumpirse; desde cuándo co­mienza la interrupción.

En Orden al primer punto, no se debe perder de vista que no toda resolución quebrantadura de la ley expresa da 
fundamento para proponer la acción llamada recurso de 
queja: sólo la resolución ejecutoriada, y, por lo mismo, de 
efectos insubsanables en el juicio en que fue expedida, sólo esa resolución puede fundada, precisamente porque es el 
único medio legal de reparar los perjuicios por ella causa-
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dos. Por esto, el artículo 430 dice, textualmente: Tendrá lugar ente recurso (el de queja) cuando algún Juez retardare o denegare la administración de justicia, o quebrantare las 
leyes expresas que arreglan los procesos determinan dere­cho de las partes, dando resoluciones de las cuales se  n ie g u e  
O NO DEBA CONCEDERSE EL RECURSO DE APELACION, DE 
TERCERA INSTANCIA O EL DE HECHO. Luego, si lo esen­cial para que proceda la acción de queja es que no sea la resolución susceptible de recurso alguno, esto es, que haya cansado ejecutoria; legal y lógico es concluir, cuando de sentencias expedidas por la Corte Suprema se trata, como en el caso de la queja traida al Consejo de Estado, que esas 
sentencias se ejecutorían por el hecho misino de pronuncia- das; o en otros términos, no han menester que se citen a las partes para quedar ejecutoriadas (artículo 33d, número 
5o). Y consecuente con esta doctrina, la ley de procedi­miento, en el artículo 440, expresa: acción que se con­
cede en esta sección prescribe en tres , contados desdeque...............  se quebrantaron las leyes expresas..................;
pues sabía bien el legislador que las leyes quebrantadas quedan con la resolución, con la sentencia, no con la citación.El mismo artículo 336, en el número 6°., declara que también se ejecutoría la sentencia por haber renunciado las 
partes la apelación, y esto, cabalmente, porque si la han renunciado, cítese o no se cite, a las partes, queda firme la sentencia. Y si esto es indudable, si esto es evidente en el caso del número sexto, por idéntica razón tiene que serlo en el del número quinto que ya hemos examinado.

Y es tan importante este punto, que bien merece que nos detengamos algo más en su examen.Para que la resolución quebrantadora de la ley expresa dé lugar a la acción de queja, no ha de ser ella, la resolu­ción, susceptible de recurso; y  como no reconoce el Código procesal más recursos que los de apelación, de tercera instancia y  de hecho, y de ninguno es susceptible la senten­cia dictada en tercera instancia, ejecutoriada queda por la misma razón de ser expedida, sin necesidad de citación.
Pudiera quizá decirse, que, si bien ningún recurso puede proponerse de la sentencia dictada en última instan­cia, puede solicitarse su aclaratoria o ampliación, y que, solicitadas, lo cual presupone la necesidad de que se cite la sentencia, no puede quedar ésta ejecutoriada por el solo 

hecho de expedida; mas, este razonamiento que puede
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deslnmbrar a espíritus ligeros, jamás podrá convencer a los 
serios e ilustrados.Kn primer lugar, no hemos de dar, no podemos dar a las disposiciones legales mayor extensión de la que ellas tienen; y si el artículo 430 declara, en términos claros y de todos comprensibles, que no procede la acción de queja sino en el caso de que la resolución no sea susceptible de y si la aclaración y la ampliación no son recursos, el plazo para proponer la dicha acción ha de comenzar, no desdo que se cite la resolución niño desde que se la expida. Pretender 
lo contrario sería ponerse en lugar del legislador y dar 
al artículo, con infracción y todo de la Constitución y la ley, extensión que no le quiso dar, y no le dió.

Y bien supo el legislador lo que hizo cuando dictó el artículo en los términos y en la medida que tiene. En ver­
dad, la aclaración, la ampliación de una resolución no obstan a que pneda, dictada ésta, deducirse inmediatamente la acción establecida en el artículo 430 — la acción de que­ja — contra el juez que, con infracción y todo de la ley expresa, la hubiese dictado. Ni cómo podrían obstar si es la resolución la violadora de esa ley, y si violada queda a 
pesar de la solicitud de aclaración o ampliación y a pesar de la decisión que en orden a ellas mismas se expida? 
Porque, para convencerse de esto, es necesario no olvidar cuál es el objeto de la aclaración, cuál el de la ampliación, 
y, además, averiguar si es la resolución en lo principal, digamos, la violadora de la ley expresa o es la que se dicte sobre la aclaración o ampliación. Así, pongámonos en to­dos estos casos, a fin de demostrar la verdad de la doctrina que sustentamos.

La resolución viola o no viola la ley expresa: si no la viola’ claro está que no há lugar el recurso, la acción, de 
queja; y si la viola, entonces ni la aclaración ni la amplia­ción, ora so acepten, ora se denieguen, pueden alterar en lo 
más mínimo la dicha resolución y sus efectos. En verdad : 
aclaración se pide, de lo que está oscuro, ampliación, de lo que no está resuelto, debiendo estarlo, porque se controvirtió 
en el juicio (artículo 321) ; y ahora bien: la aclaración que 
se pide de la resolución dice a otro punto de ella que al 
violatorio de la ley, o a este mismo punto: si lo primero, el juez acepta o no la aclaración; y, en cualquiera de los dos 
casos, su decisión deja vigente la resolución en el punto que 
viola la ley ; esto es, la violación existe, sin consideración a
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la propuesta aclaración, desdo que la resolución se expide. En el segundo, la decisión es, o en el sentido de mantener la resolución violatoria de la ley, y, en este caso, la violación existe, no porque la mantenga la decisión sobre la aclara­ción pedida, sino a pesar de ella, con entera independencia suya, desde que la resolución se expidió; oes en el de no 
mantenerla, lo cual equivaldría a revocar la resolución en el punto de la violación de la ley; cosa que no es posible supo­ner. Pero si esto aconteciera, si el juez, resolviendo la solicitud de aclaración de la sentencia, la reformara o revo­cara en la parte de ella que viola la ley expresa, la reforma o revocación no surtirían efecto, por refractarias del articuló 321; y firme quedaría en esa parte la sentencia. Lo cual quiere decir que la violación existe desde el pronunciamien­to de la resolución correspondiente, sin que a ello se oponga la posible solicitud de aclaración.

La ampliación de una resolución, ya lo hemos dicho, procede siempre que no se ha decidido en ella uno o más puntos de la controversia (artículo 323): pues bien, ya se acepte, ya se deniegue la ampliación, esto no puede alterar, no altera la resolución quebrantadora de la ley expresa, 
resolución que queda, asimismo, firme desde que fue dictada. Veámoslo.La resolución viola o no viola la ley; si lo primero, la violación existe desde que se expidióla resolución; y, en­tonces la ampliación, por su naturaleza, posterior a la resolución, y que tiene que versar sobre un punto que ésta no ha decidido, no puede suspender los efectos de la resolu­ción en la parte que viola la ley. La violación existe, en efecto, por la resolución, esto es, desde que ésta se expidió; la ampliación versa sobre punto extraño al decidido en la resolución con violación de la ley expresa, sobre un punto que no se consideró en ella, en la resolución: luego, y la consecuencia es rigurosamente lógica, la violación existe por sí misma, sin consideración a la posible solicitud de ampliación, desde que la resolución se dictó.

ÍSo tenemos para qué considerar el caso en que la reso­lución no violase la ley expresa, porque Ja acción de queja no sería procedente; y si fuera la decisión sobre la amplia­ción la violadora, la acción de queja procedería de esta decisión, no de la resolución primitiva, o sea principal, y, entonces, el plazo para proponer esa acción habría que contarse desde la fecha de esa violadora decisión.
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Pero continuemos. Solicitada la ampliación, el juez la deniega o la acepta, esto es, decide el punto controveiti- do qae omitió decidir en la resolución, o no lo decide, sea porque ya haya sido decidido, sea porque, por no controver­tido, no debió serlo; mas, cualquiera que sea su decisión al respecto, por extraña a la resolución principal, pomo poder alterarla en ninguna de sus partes, no suspende, en ningún momento, los efectos de la violación de la ley expresa, vio­lación, repetimos, que existe por la resolución principal, sin 
consideración a la posible solicitud de ampliación y a la decisión que en ella se dicte. Porque, si la violación de la ley existe por la resolución, cómo puede caber al mismo tiempo que no exista sino cuando la posible solicitud de ampliación no sea presentada, o, cuando, presentada, haya sido decidida*? Lo que existe por sí, no necesita de otra cosa 
para existir, y nada que le sea extraño puede obstar a su existencia, Esto es de buen sentido, y nada más.

Continuemos. Si el juez acepta la ampliación, deter­mina un punto que no fue determinado en la resolución, 
suponemos, violadora de lá ley; y, en el caso, la nueva 
decisión puede, asimismo, violarla o nó: si la viola, la nue­va violación origina la acción llamada recurso de queja, pero sin perjuicio, por cierto, de la que nació de la resolu­ción principal; pues la una y la otra son entro sí indepen­dientes, y entrambas existen por sí mismas. Si no la viola, 
la decisión es también independiente de la resolución principal, la cual existe sin con sideración a aquella, y no deja de ser violadora desde que so la dictó.

Si la decisión que en orden a la ampliación se dictara no la aceptase, muy menos podría esa decisión alterar o modificar en manera alguna la resolución principal, y 
vigente quedaría ella, vigentes quedarían sus efectos desde cuando pronunciada, por la propia razón de su existencia 
por sí, de su existencia independiente de la solicitud dó ampliación y de la decisión sobre ella, cualquiera que fuese.

Eu conclusión. De conformidad con el contexto de los artículos 430 y 440, y de conformidad, además, con 
los principios en que esos artículos se fundan, el término para poder deducir la acción de queja comienza desde que 
se expide la resolución quebrantadora de la ley expresa, no 
desde que se la cita; y ese término no se suspende, no 
puede suspenderse, porque la ley no lo quiere, por la soli-
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citud de aclaración o ampliación. Y esta lia sido, y no podía ser otra, la jnrisprudencia práctica del Tribunal 
Supremo, siempre que de asunto semejante ha conocido, según consta de sus fallos, entre otros, los expedidos en los juicios de recurso de queja entre Felipe Cuenca y el Dr. Agenor Palacios, entre José Miguel Solano y la Corte Superior de Cuenca, publicados en la nú­
meros 38 de la primera serie y 63 do la segunda.Examinemos j a el caso concreto do la acción de queja propuesta por el Ministro Fiscal de la Corte Suprema, y, apliquemos a ese caso la anterior doctrina.Ha propuesto la acción, porque ha supuesto que la sentencia expedida por ese Tribunal en el juicio de Don Manuel Par do y el Fisco y el auto subsiguiente quebran­tan, entrambos, lej es e xpresas. El 28 de Octubre de 1912 se ha expedido la sentencia, según así aparece del proceso correspondiente; y como el recurso, la acción de queja, se ha llevado al Consejo de Estado el 22 de Febrero de 1913, resulta propuesto cuando prescrita, confórme al artículo 440, <sto es, cuando transcurrid!) el plazo se halado por tste aitículo — tres meses — para poder proponerla.

Pero no es esto todo. Aun suponiendo que el plazo 
para proponer la acción de queja deba comenzar a correr, no desde que se pronunció la íesolueión quebrantadura de la ley expresa sino de.-de que ésta se citó a las partes — en 
lo cual no podemos convenir ni por un momento, por con­trario al tenor clarísimo de los artículos 430 y 440 jT a la doctrina que acabamos de exponer — así y todo, es induda­
ble que la acción de queja, cuando la promovió ese Mi­nistro, estuvo prescrita, como lo manifestamos de seguida.No nos detendremos a demostrar otra vez que el 
llamado recurso de queja, por su propia naturaleza y por disposición del artículo 440, es verdadera acción, y que, como tal, en su ejercicio obedece a las disposiciones genera­les que rigen las acciones; pues lo hemos demostrodo yá, en otro lugar, con copia de razones: lo que hoy queremos, y vamos a manifestar es, que, conforme a esas mismas disposiciones, la acción de queja traída por el Ministro Fiscal al Congreso, está prescrita.
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El penúltimo título del Código Civil, el título XLII, trata de la Prescripción en cuatro parágrafos separados: después de considerar en el primero la prescripción en 
general, en el tercero se ocupa de la prescripción extintiva de las acciones judiciales. Pero, antes de pasar adelante debemos observar que si bien la Prescripción está tratada en cuatro parágrafos, todos ellos pertenecen al mismo título, y que no se han de considerar aisladamente sus disposiciones sino todas en conjunto, de suerte que entre ellas y las del 
Código de Enjuiciamientos sobre la misma materia haya 
la debida correspondencia y armonía; pues sólo procediendo 
así podremos encontrar el verdadero sentido que les dió el legislador.

Y, ocupándonos en la prescripción, en el tercer parágra­fo del ya referido título del Código Civil — de la prescripción extintiva de las acciones judiciales — el artículo 2496, después de expresar en el primer aparte en qué consiste osla prescripción, señala en el segundo el día inicial desde 
el cual comienza; y así, dice: prescripción extin­gue las acciones y  derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no se hayan ejercido dichas 
acemnes; ¡Se cuenta este tiempo desde que la obligación se haya hecho cxigible.. . . Y no debemos perder de vLta que a toda obligación corresponde un derecho, que todo derecho 
es correlativo de una obligación; bien así que son muchas las fuentes de las obligaciones, entre otras; los hechos lícitos 
o ilícitos. Y también debemos tener presente que las obligaciones son de varias especies, reales o personales, de dar, hacer o no hacer alguna cosa. Pues bien: el hecho de la infracción de la ley expresa origina la obligación del juez que la infringió de indemnizar los daños y per­juicio« apreciables en dinero a la parte perjudicada, y esa 
obligación, a su Vez, hace nacer el derecho de la parte, para 
demandar en juicio el cumplimiento de la propia obliga­ción. Luego, si el llamado recurso de queja es, por su 
naturaleza, una acción, y si .como acción lo reconoce la ley, él puede prescribir; y si puede prescribir, debe exis­
tir señalado un período de tiempo dentro del cual la pres­cripción se realice, esto es, un lapso de tiempo durante el 
cual la acción no se haya ejercido, o, en otros términos, 
durante el cual no se haya demandado del juez infractor el cumplimiento de su obligación. Y el artículo 440 nos está 
diciendo: que el recurso de queja es acción; que, como toda
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otra acción, el tal recurso prescribe; quo la prescripción so efectúa en tres meses contados desde q u e .. . .  se quebranta­ron las leyes expresas.
La prescripción, tanto la adquisitiva del dominio de las 

cosas como la extintiva de las acciones, se interrumpe (artículo 2483, 2484, 2500 y 2505 del Código Civil) me­diante ciertas •circuiif'tancia* determinadas para cada una de landos en los tres últimos indicados artículos; o, en otros términos: verificadas esas circunstancias antes de consu­mada la prescripción, el lapso de tiempo hasta entonces transcurrido se considera como no existente, derechos y  
accione«, digamos, quedan «n su ser. La prescripción, sea adqui>iti va, sea extintiva, se interrumpe civilmente; y en  
qué consiste esta interrupción, lo dicen los mismos antes citados artículos. La interrupción en la única en
que debemos ocuparnos ahora, si de prescripción extintiva 
Se traía, se verifica por la citación judicial de la demanda, c< nforme al aparte tero ro <1. 1 aitículo 1500; pero no surte 
efecto esta interrupción si la notificación demandano se ha hecho en In forma legal (artículo 2485). Y no 
hemos de explicar la razón de excepción semejante, porque se presenta clara a la inteligincia menos perspicaz. Por si sola la demanda no innova, no altera el estado de las r la- cionesjurídicas actualmente existentes entre las partes; la demanda no existe por sí para la persona demandada; antes de que se la cite, no pasa de ser para ella un proyecto, que, 
para el objeto d éla  innovación dicha, tanto vale como si no se hubiera escrito, como si todavía estuviera en < 1 pensa­miento del demandante: la demanda existe legalmente, por 
Incitación; de ella recibe vida jurídica. Nada, pues, más conformen razón y justicia que el que no interrumpa 11 pres­cripción sino la citación de la demanda, y  la citación prac­ticada en la forma legal, porque »i a esta forma no obedecie­re, no tendrá valor, por cuanto no lo tienen los actos prohi­bidos por la ley (artículo 9o del Código C ivil).

La prescripción que extingue las acciones ajenas se interrumpe civilmente por la demanda judicial; salvo los casos enumerados en el artículo 2485, dice el artículo 2500. Y sobre esta disposición hemos de observar, que ella se 
refiere al citado artículo 2485, efto es, que quiere que la interrupción no se verifique en los casos determinados en el mismo artículo; y como uno de ellos — el tercero — consiste en la falta de citación legal de la demanda, hemos de concluir
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que la demanda interrumpe la prescripción cuando citada legalmente. Contra el texto del artículo, texto claro, clarísimo, no es posible suponer, sin malicia, otra cosa; pues sólo la malicia podría llegar al extremo de no encontrar 
en el aparte tercero del artículo 2500, junto a la primera frase, ¡Se interrumpe (la prescripción) civilmente la de­manda judicial, separada por punto y coma, estotra : salvo los casos enumerados en el artículo 2485, uno «le ellos, la falta de citación legal; pues sólo la malicia podría mutilar 
el artículo y pretender la aplicación de una de sus partes con prescindencia de la otra. Cómo encontrar el pensa­miento del legislador sino apreciando todo el contexto, el contexto íntegro de sus disposiciones? Pretender conocer­las apreciando una sola de sus partes, tan absurdo sería como querer conocer al hombre no por su conjunto orgáni­co, sino por uno solo de sus miembros, los pies, las ma­
nos, etc.

Pero hay más. Las disposiciones legales sobre una misma materia se lian de apreciar to las, so lian d.- poner en relación unas con otras, de manera que se correspondan y armonicen. Por esto, tratando de la prescripción de las acciones, no podemos desatender las disposiciones del Código 
de procedimientos sobre la materia; y muy al contrario, debemos considerarlas, necesariamente. De esas disposi­ciones, la del artículo 117, comprendida en la sección 
tercera del libro segundo, título primero, que trata «le las citaciones en general, determinando sus efectos, símala 
como uno de ellos el de interrumpir prescripción; luego, hemos de poner el artículo en relación con el 2500 del Có­digo Civil, 3’, poniéndolo, resulta más evidente, si cabe, 
la necesidad de que se cite la demanda, y se cite legalmen­te, para que ella interrumpa la prescripción.

Para ver todavía más claro ede punto, bastará hacernos esta consideración: La prescripción se interrumpe por la 
demanda judicial, asi lo dice el aparte tercero del artículo 2500 del Código Civil; conforme al artículo 117, número 
segundo, del Código do enjuiciamientos, uno de los efectos de la citación es interrumpir la prescripción; citación, 
según el artículo 103 de este último Código, es el acto por el cual se hace conocer al demandado el contenido de la 
dem anda....: luego, para que la demanda interrumpa la 
prescripción debe ser citada; luego, sólo la citación de la demanda interrumpe la prescripción.
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Tan terminante, tan claro es lo dicho, que aun las inteligencias menos perspicaces pueden comprenderlo. Por lo mismo, no liemos de recurrir a otra fuente, no hemos 
de citar extrañas legislaciones, para demostrarlo. Con todo, hacemos observar que no es de sólo nuestra legis­
lación lo de preceptuar la citación legal de la demanda para que quede interrumpida la prescripción: también la <le otras naciones la preceptúan, como la de Francia, como la de la Argentina, la de Chile, para no citar otras. El Código Francés, por ejemplo, en el artículo 2244, expresa: 
realiza la interrupción civil (de la prescripción) unaCitación judicial, una demanda notificados
a aquel cuya prescripción se quiere La únicadif reucia, en este punto, de nuestro Código y  del francés consiste en que éste ha dicho en un mismo artículo lo (pie el nuestro lia dicho en dos — en el 2500 en el 2485 a,que éstese refiere— ; pero siempre será cierto que entrambos Códigos expresan con claridad precisión la misma y única idea, entrambos exigen la misma y única cosa para que la interiupción déla prescripción se produzca— la citación de la demanda en la forma legal.Y esto es de justicia estricta; y lo es, porque las rela­ciones de derecho existentes entre las partes no pueden, no deben cambiar sin previo conocimiento de ella'; poique nadie debe ser perjudicado en sus derechos sin conocimiento de las pretensiones aj» lias.

Pero la ley mLim, no es cierto que no obliga sino después de ser promulgada'? no obliga, dice el
artículo 5°., sino en virtud de su promulgación por el 
Presidente de la República y  d e s p u é s  transcurrido eltiempo necesario para que se  t e n g a  conocim iento  y  lo dice, fundado en principio de estricta justicia, en el principio de que nadie puede coi formar su conducta a una norma que no existe y, ca<o de que exista, no conoce, de que nadie puede ser responsable sino cuando procede con deliberada voluntad y conocimiento. Y de estricta justicia es, asimismo, que la demanda no produzca efectos legales mientras no sea del demandado legal mente conocida.

Consecuente nuestro Código Civil con el principio que rige la prescripción adquisitiva del dominio y  la ex- 
tintiva de las acciones judiciales, lo mantiene, en el pará­grafo cuarto, respecto délas acciones que prescriben en corto 
tiempo; y así, en el artículo 2505, número segundo, de*
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clara que la prescripción de estas acciones se interrumpe desde que hay r e q u e r i m i e n t o ; y, nótese bien, liay requeri­miento cuando hay citación, pues requerimiento es el aviso, 
intimación o noticia que se pasa a uno, haciéndole sabedor de alguna cosa con autoridad pública.

En conclusión: la prescripción, de cualquiera especie . que sea, no puede interrumpirse sino por la citación de la 
demanda en la forma legal.

Y estamos ya en el asunto que nos habíamos propuesto examinar. Dejamos demostrado que el llamado recurso de queja es acción, que por ser acción puede prescribir, que 
por cuanto puede prescribir la prescripción puede interrum­pirse; mas, la prescripción se inten umpé por el hecho de 
proponérsela acción de queja o bien por la citación de la mi>ma al juez contra quién se propone? Después de todo cuanto dejamos dicho, no es dudosa la respuesta: por 
la l itación ltgalmcnte practicada.

El llamado recurso de queja es acción ; por medio de 
él se demanda aljutz infractor de la ley expresa, en pro­ceso independiente, la indemnización de los daños y perjui­cios con la infracción de la le\ acasionadi»; y no ha de ser acción, no 1ra de ser demanda ? Si es, confórmeal artículo 98, la petición que se hace juez para que declare un derecho, o mande dar, o hacer alguna
cosa; el recurso de queja, que tiene por objeto el que aca­bamos de indicar — la indemnización de los daños y per­
juicios causados por el juez que quebrantó la ley — no puede ser otra cosa sino di manda, sino acción. Luego, la 
interrupción de la presciipción de que es susceptible, no puede verificarse sino por la citación de la propia acción, de la propia demanda.

Y, francamente, por más que buscamos no hallamos las razones que pudieran aducirse en contrario. Si una cosa es verdadera, qué razones pueden existir para ver de demostrar que no lo es? Se dirá, acaso, qua el llamado re­curso de queja es tan recurso como los demás, y que, por 
lo mismo, debe obedecer a las especiales disposiciones que 
reglan los recursos y no a las generales que rigen las act io­nes? Pero, para que así fuera, se necesitaría borrar, del Código de enjuiciamientos, el artículo ááO, y del Civil, el 
título relativo a la prescripción ; se necesitaría que las cosas 
dejaran de ser lo que son por su propia naturaleza; se
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necesitaría, en una palabra, de que dos y dos no fuesen 
cuatro sino tres.Se dirá que no es demanda, que no es acción, por el lugar que ocupa en el Código procesal ? Pero si las cosas no 
son por el lagar que ocupan sino por la propia naturaleza de ellas. Si entre las disposiciones legales sobre la posesión estuviese incluida alguna sobro el dominio, podremos decir, por esto y no más, qlie el dominio es la posesión ?

Por último, si hubiera alguien quien dijera que 
contexto del artículo 440 .se deduce que la prescripción del llamado recurso de queja se interrumpe por el hecho de proponerse, no por el de citarse; le replicaríamos, que, en 
el artículo, según su propio tenor, no hay antecedentes para deducir semejante antojadiza conclusión. Declara el artícu­lo que el llamado recurso de queja es acción, que esta acción prescribe en tres meses contados desde que se infringieron las leyes expresas, y ninguna otra cosa más: qué anteceden­tes puede comprender para fundar en ellos aquella conse­cuencia arbitraria1? Entonces, en qué parte, en qué frase, 
en qué palabra siquiera del articulóse podría fundarla? El artículo señala la fecha inicial de la prescripción de la 
acción de queja, clara y terminantemente; y en ninguna otra cosa más se ocupa: fundar la arbitraria consecuencia en el contexto del propio artículo, sería el colmo do la ignorancia o mala fe. El artículo, y ya sabemos de qué trata, nada expresa, pero ni siquiera lo da a entender, sobre la fecha desde la cual nace la interrupción de la prescripción de la acción a que se refiero, pues no podía expresar ni darlo a entender al ocuparse, como se ocupa, en asunto diverso: luego no hemos de buscar en él, no hemos de deducir 
contexto, la fecha inicial de la interrupción; luego la h mos de buscar, y la liemos de hallar señalada, en las disposiciones generales que a la prescripción conciernen, en los artículos 2485 y 2500 del Código Civil y 117 del de Enjuiciamientos, según los cuales la prescripción de la acción do queja se interrumpe por la citación legal de la propia acción.

Peregrina sería, si se adujera en contrario, la razón 
de que el artículo 2500, aparte tercero, no exige, para que la interrupción comience la citación de la demanda, y que, por lo mismo, ésta es bastante; porque el aparte de ese artículo tiene dos partes, separadas una de otra por punto y coma, y en la primera prescribe, para el objeto, la necesidad de la demanda, y en la segunda excepciona el caso en que
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no pea ésta legalmente citada. Salvo los casos enumerados en el artículo 2485, dice ; y el primero de dichos casos es el de que la citación de la demanda no ha sido hecha en forma legal. No se puede mutilar el aparte tercero del artículo 25(¡0: hay que apreciarlo íntegro, y así apreciado, de él y del aparte piimero del 2485 resulta claro, claro como la luz, la necesidad de que se cite legalmente el llamado recur­
so de queja para que pueda la prescripción de este recurso 
interrumpirse.

Consignamos atrás, y tenemos en este lugar que repe­
tir, que las acciones que prescriben en corto tiempo se inte­rrumpen desde que hay requerimiento (artículo 25U5, N° 2°.),y que hay requerimiento cuando se intima, avisa o cita a uno 
con autoridad pública para que haga alguna cosa. Ahora bhn: si para que se interrumpa la prescripción de esas acciones, acciones que prescriben en corto tiempo en razón de lo no muy importante de los derechos a que se refieren, es de necesidad que preceda citación ; no habrá de preceder, con motivo mayor, cuando se tratare de la interrupción de la prescripción de acciones de tamaña importancia, como la acción de queja, por ejemplo? Para no aceptar esta lógica consecuencia, sería indispensable suponer que la ley ha estimado en más la acción de un jornalero por su jornal, la de un proveedor por el precio de los artículos 
que despacha al menudeo, que la importantísima de queja enderezada contra el juez, y que dice no sólo a sus intereses pecuniarios sino a su honra misma ; lo cual es inaceptable, porque al legislador hay que considerar justo y racional.

Y la doctrina que hemos expuesto, fundada en la ley y los principios, es la doctrina de nuestros jurisconsultos, y es la del Congreso Nacional de 1888, con ocasión del recurso de queja propuesto contra el Tribunal Supremo, 
por el Dr. José J. Estupiñán y D. José María Alvear; es la doctrina canónica, si así podemos decir.

Larga resultaría esta exposición si nos diéramos a transcribir la decisiva opinión de nuestros jurisconsultos en orden al punto que examinamos: la publicamos entre los documentos anexos, y a ellos llamamos la atención del Congreso; pero sí creemos oportuno transcribir en este 
lugar la más importante de la sesión de 13 de Julio de 1888, 
eu que la Cámara de Diputados de la Legislatura Nacional 
de ese año consideró y aprobó el informe de la Comisión
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sobre prescripción del recurso de queja de que ya liemos hecho referencia.El informe es de fecha 10 del mismo mes de Julio, y 
dice así: .............  “ Debe, por tanto, examinarse previa­mente si dicha qnej i se ha interpuesto dentro o fuera del 
término legal, ora porque esto exilíe el orden lógico de las ideas, ora porque siendo la prescripción una do las excepcio­
nes alegadas a fs. 132, y, según el decir de los querellan­tes, la única perentoria, esindudible que, de resultar com­probada tal excepción, teñ irá V. E. de desechar el recurso 
por fundado que sea............. ”

“ Pero se objeta. Los tres meses (necesarios para que 
el recurro de queja prescrib i) deben contarse desde la fecha en que el fallo quedó ejecutoriado, pues antes de ejecutoriar­se no puede decirse que el daño está causido, porque es 
susceptible todavía de revocatoria o aclaratoria* Kste argumento, si bien en abstracto pudiera tener vinos de verdadero, aplicando al caso de que ahora tratamos es de todo en todo inaceptable por las siguientes razones: Io Por­
que la Exorna. Corte no habría podido ya revocar ni alterar la sentencia, atenta la prohibición del artículo 513: 2o Porque las partes ya habían pedido una aclaratoria, y 
no les era dable pedir otra, pnes lo prohibía el artículo 524; 3o porque la causa estaba fallada en última instancia, y esta es una de las maneras por las cuales se ejecutorían por el ministerio de la ley tanto las sentencias como los antos, según los artículos 528 y 530; y 4o finalmente, por­que las resoluciones de la Corte Suprema causan ejecutoria, por disponerlo así el artículo 586. Por consiguiente, aun 
cuando debieran contarse los tres meses desde la fecha en que el fallo quede ejecutoriado, habiendo el que nos ocupa recibido el sello de la ejecutoria el 9 de Diciembre, que es lo probable, o siquiera el 21 de ese mes, el 21 de Marzo 
debieron espirar.”

“ Hasta aquí hemos reflexionado, Excmo. Señor, bajo el supuesto de que un recurso de queja sea verdadero re­curso, semejante en sus efectos al de apelación, tercera instancia, nulidad y de hecho, esto es, un medio establecido por la ley en favor de la parte condenada en juicio para poder acudir a otro juez o tribunal en solicitud de que se 
enmiende el agravio que cree habérsele inferido. Ahora, si 
ateniéndonos al texto literal del artículo 630 (440 actual)
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dijéramos que solicitudes como la de fs. Io no son meros recurxox sino verdaderos accionesi opináramos que son 
demandaxsobre indemnizaciones, ya que no se trata en ellas deque un juez superior enmiende el agravio que ha hecho otro inferior, entonces tendríamos que la queja deducida habría caducado mucho antes de lo que aparece. Kn efecto, 
como la prescripción se interrumpe no demanda sinopor la citación (N°. 2o. del artículo 311 del Código de En­juiciamientos— al cual corresponde el 117 actual— ), pa­ra que la acción entablada no estuviese prescrita, habría sido mene-ter no sólo que se deduzca, sino también que se cite con ella a los demandados (el 21 de Marzo). Y como consta que los señores Ministros y Conjueces contra quienes 
se dirigió fueron instruidos de su contenido, lo más tem­prano, el 12 de Abril, tendríamos que concluir que habían pasado veinte y dos días del término que la ley requiero para que se prescriban estas acciones. Por las razones ex- puest »s. vuestra Comisión opina que se baila prescrita la demanda, acción o recurso interpuesto y que debéis, por lo tanto, sobreseer en el asunto, declarando que no hay lugar a llevar la queja al Senado, salvo en todo caso el más acertado acuerdo de vuestra sabiduría.”Tras prolija discusión, la Cámara aprobó este con­
cienzudo informe mediante veinte votos afirmativos. Ocho fueron Jos votos porque no se aprobase, y no faltaron tres en blanco.

Las razones que tuvo en cuenta la Cámara para apro­barlo, a más délas que contiene el mismo informe, fueron las decisivas que el Sr. Dr. Rafael M. Arízaga consignó en su exposición, la cual transcribimos de seguida :
“ En mi concepto, dijo el Sr. Dr. Arízaga, el comun­mente llamado recurso de queja es más bien una acción 

que no un recurso propiamente dicho. Es verdad que el Código de procedimiento civil usa, promiscuamente, de 
entrambas designaciones; pues por lo mismo que así lo 
hace, debemos buscar en la recta interpretación las luces que no nos suministra el texto de la ley.

“El efecto de un recurso, según los principios comunes, no es otro que la revisión y la confirmación o enmienda del fallo pronunciado por un juez o tribunal, en cuya 
virtud el Superior toma conocimiento del mismo asunto 
controvertido en la anterior instancia y lo falla entre las 
mismas partes que lo discutieron. El recurso de queja,
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por el contrario, sólo tiene lugar cuando el fallo que lo motivó ha llegado a ser inviolable por el sello de la ejecuto­ria ; el derecho reclamado por el quejoso es sustancialmente diverso del que sostuvo en el proceso que se ha fallado, y éste ro vuelvo a ser examinado por el Superior en el juzgamiento de la queja sino con la calidad de prueba, permaneciendo, por lo demás, inmutable en sus efectos respecto de las partes contendientes, una de las cuales que­da en un todo extraña a esta última discusión. Si pues la controversia en el recurso de queja tiene lugar entre divcr*as personas, y sobre un punto jurídico distinto; es 
evidente que no pertenece como parte accidental al juicio de cuyo fallo nace el motivo de la qu< ja ; y no pertenecién- dole, y siendo por otra parte inconcebible la existencia de 
un recurso aislado sin un juicio anterior al cual se refiere, es evidente también qne el procedimiento de que se trata no puede ser en el fondo otra cosa que una demanda o sea el ejercicio de una acción sobre daños y perjuicios, por más 
que, por algún respecto afecte forma de un recurso.

‘‘Obsérvese, por otra parte, que ningún juicio puede tener más de tres instancias, según la Constitución, y qne, caso de considerarse como un verdadero recurso el de qm ja, habría que considerarlo dependiente del mismo juicio que lo motiva, el cual vendría a tener una cuarta o ulterior instancia.
“ Estas observaciones esclarecen bastante, en mi con- cepto, el delicado punto de que se trata, punto que conviene 

establecer previamente, porque la conducta de la H. Cámara será diversa según el diverso concepto que se forme de la verdadera naturaleza de la queja; si es un recurso y sise  lo ha interpuesto fuera de tiempo, deberá devolver la causa, siguiendo las reglas de procedimiento civil; si es una ac­
ción, nada podría resolver sino de acuerdo con las excep­
ciones de los demandados.”

La resolución que la Cámara de Diputados dictó en el recurso de queja de que hemos hecho mención, no es para desatendida, pues vale quizá tánto como una disposición 
legal sobre la materia, y tiene, hasta cierto punto, fuerza 
generalmente obligatoria.

Queda, pues, demostrado sin lugar a duda, que el 
llamado recurso de queja es una acci y que la presciip- ción de esta acción se interrumpe, no desde que se la
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-propone, sino desde qne se la cita, legalmente, a la parte 
demandada.Y conforme a lo expuesto, es evidente qne el recurso de queja — la acción de qneja — propuesto por el Ministro Fiscal de la Corte Suprema, atendiendo aún a la fecha de la citación de la sentencia y a la del auto a que se refiere, no sólo a la en que fueron expedidos, se ha prescrito. Según del proceso aparece, la fecha de la última citación a las partes, es el 29 de Octubre de 1912, de la sentencia, y el 25 de Noviembre del mismo año, delauto; y la última citación del recurso de queja a los demandados, como consta de las correspondientes diligencias puestas a conti­nuación del recurso por el Secretario del Consejo de Estado, 
se han practicado el 13, 19 y 28 de Marzo de 1913, esto es, casi cuatro meses después de las citaciones de los referidos 
auto y sentencia, a las partes: en otros términos: el recurso de queja, conforme al artículo 440, está prescrito.No dudamos un punto de que la Cámara así lo decla­rará: no obstante, vamos a ocuparnos en el tercer punto de nuestra defensa, con el fin de demostrar que la conducta de 
la Corte, en orden a las resoluciones que han servido de base al Sr. Ministro Eiscal para el llamado recurso de queja, está estrictamente arreglada a la ley.

<
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Es, además, infundada, por cuanto las resoluciones de que se trata, no han 
quebrantado ley alguna expresa.

81 juicio  es controversia jurídica, no cabe dnda sobre que la ley de orden lógico del propio juicio exige que la decisión que se dicte verse, únicamente, acerca de la acción y de las excepciones deducidas. Por eso, al formar tan inconcuso principio parte de nuestra legislación proce­sal, así garantiza el derecho de los litigantes como sirve de norma, inflexible, de la conducta del juez.De todo punto imposible saber si la Corte Suprema ha aplicado rectamente la ley en las resoluciones que expi­dió en el juicio del Sr. Manuel Pardo y el Pisco, sin inda­gar, previamente, en qué consiste la acción deducida y cuál 
es la excepción o medio de defensa que se opuso. Exami­
nemos, por separado, estos dos puntos.Dijo el actor en el libelo de demanda: “ El once de Agosto del presente año, por la noche, fue violentamente 
saqueado mi establecimiento de relojería y joyería, situado
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en la intersección de las Carreras “Venezuela” y “Sacre”. 
El robo fue hecho a mano armada, por las tropas pr aclamando la Constitución y el imperio de ley, salieron 
por las calles de esta ciudad:hizo posible estos abusos, y la tropa embriagada cometió algunos desatueros, como es público y notorio. Las leyes vigentes de Julio y Agosto de mil ochocientos ochenta y ocho dan derecho a la indemnización en este caso; favorece mi reclamo el Derecho Internacional, y lo hace indiscutible el tratado, sobre esta materia existente entre el Ecuador y España, mi patria. Demando, pues, formalmente, al Eisco los daños y perjuicios sufridos en la noche del once; los daños ascienden a la cantidad de ciento ocho mil sucres, más o menos. Oportunamente probaré los fundamentos de mi demanda, y acompaño copia fiel para que se entregue al señor Agente Fiscal, que debe representar y ser tenido como defensor de la Hacienda Nacional.”

Por el artículo 1427 del Código Civil, son causa eficiente de obligaciones, no sólo los contratos y la autoridad 
de la ley, sino también los hechos personales, lícitos o ilícitos: los primeros dan origen a los cuasicontratos, y a los delitos y cuasidelitos los segundos.

Al definir Potliier el delito y el cuasidelito, fija con admirable precisión y exactitud la diferencia que existe 
entre los dos ( ‘). Si bien ambos tienen de común el daño que producen, el delito se efectúa por dolo o maligni­dad del agente; pero en el cuasidelito, una persona causa daño a otra, no por malicia o con la intención de daño, sino por negligencia o imprudencia no excusables. Esta diferencia no se ha de considerar meramente tecnológica; pues, ante los principios y en la práctica, de ella se originan 
distintas consecuencias jurídicas, ya en orden a la prueba 
de los hechos constitutivos, ya respecto a la responsabilidad que de éstos provienen.

“La palabra delito, dice Vélez Sarsfield, tiene en dere­cho civil una significación diferente de la que tiene en derecho criminal. En derecho civil, designa toda acción 
ilícita por la cual una persona, a sabiendas e intencional­
mente, perjudica los derechos de otra. En derecho crimi­nal, designa toda infracción definida y castigada por la

(1) Tratado de las obligaciones, titulo Io, número 116.
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ley penar’ ( ‘). De consiguiente, el autor de un delito criminal es delincuente, y el de un delito civil sólo deu­dor de perjuicios. Hay delitos criminales que no son delitos civiles, por ejemplo, las tentativas de crímenes que no causan daño alguno; y por el contrario, hay delitos civiles, como la ocultación de bienes de una sucesión he­reditaria, que no constituyen delitos criminales. Por últi­mo, el delito criminal puede ser al mismo tiempo delito 
civil, siempre que produzca daño y haya sido cometido con la intención de dañar.Las personas jurídicas, atento el artículo 2391 del Código Civil, no son incapaces de delito civil y cuasidelito. 
Por otra parte, el texto de los artículos 2296 y 2302, cuyos términos generales comprenden a las personas naturales y jurídicas, evidencian que no están exentas do responsabi­
lidad civil por esos hechos ilícitos. De consiguiente, el Estado, considerado como persona del derecho civil, esto es, como persona jurídica capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones, cuando comete un hecho ilícito con intención de dañar, queda obligado ala  indemnización por el delito civil (inciso 3o del artículo 2266 y artículo 2296); y si los daños se causan sin intención de dañar, pero por 
la mal?» elección de los empleados que están al cuidado del Gobierno, por su falta de vigilancia, dirección o edu­cación, por inmoralidad de sus subordinados, e tc .— hechos o circunstancias que implican imprudencia o negligencia — se hace culpable de cuasidelito (inciso 4o. del artículo 2266 y artículo 2302). Laurent se expresa del modo siguiente: “El Estado, es decir, el Gobierno es también responsable en virtud de los artículos 1382 y 1383 (del Código Francés). Todo derecho lesionado da lugar a una reparación, a menos que la parte perjudicada se encuentre frente a un poder irresponsable, como el Poder Legislativo. Ahora bien; que el Gobierno es responsable, cuando obra como tal, es una proposición verdadera. Nada importa que tenga el derecho y aún la obligación de hacer lo que hace; si esto no excusara a los particulares que lesionan un derecho, tampoco excusaría al Estado. Lo que se dice del Estado se aplica también a las provincias y Municipalidades que son partes integrantes del Estado” ( 1 2).

(1) Comentario al artículo 1072 del Código Civil argentino.
(2) Cours élémentaire de droit civile, tomo 3°., número 361.
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Aunque con diverso propósito, pero sobre la base de 
la equidad, van, en esta materia, en perfecto acuerdo la ley criminal, que defiende el orden y la tranquilidad públi­ca, y la ley civil, que protege el derecho del agraviado, obligando al que causó un daño a repararlo. De ahí que de toda infracción punible nazcan dos acciones diversas, correspondientes a dos distintas responsabilidades: la cri­minal, en fuerza de la cual se persigue el castigo de los autores y cómplices; y la civil, que tiene por objeto la indemnización de perjuicios.A los culpables de saqueo — acto ilícito de apoderarse los soldados, violentamente, de lo que encuentran en una población, casa o cualquier otro paraje — impone el artícu­lo 206 de las Reformas del Código Militar la pena de reclu­sión mayor extraordinaria, o la correccional, según la mayor o menor gravedad del caso. Como delito civil, los autores del saqueo quedan personalmente responsables de la indem­nización de perjuicios, porque a sabiendas lesionan derechos de particulares y causan daños efectivos; y por cuanto los 
soldados son agentes o empleados del Gobierno, encargados de hacer un servicio público en nombre y por cuenta de él, este propio Gobierno es responsable de cuasidelito, porque la ley presume que el saqueo, causa generadora de daños y perjuicios, no puede efectuarse sino por negligencia o 
imprudencia del mismo.Las precedentes consideraciones nos llevan a determi­nar con claridad cuál fué la acción que dedujo D. Manuel 
Pardo contra el Pisco.

No se contrajo la demanda a exigir de los soldados la reparación de los daños y perjuicios por el saqueo del 11 de Agosto de 1911, el cual es, respecto de sus autores, a la vez, infracción criminal y delito civil. Alegó el sa­queo y la falta absoluta de vigilancia, y demandó al Pisco 
la indemnización; esto es, ejercitó la acción de daños y 
perjuicios, en virtud de lo dispuesto en el artículo 2302 del citado Código, por ser el Estado, y sólo él, responsa­ble del cuasidelito.

El representante del Pisco, citada la demanda, com­prendió la naturaleza de la acción deducida, y contestó: 
“ Niego el derecho que alega el Sr. Manuel Pardo para 

reclamar que el Pisco le resarza los perjuicios que dice
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haber sufrido en la noche del once de Agosto próximo pasado por parte del ejército desbordado en ese entonces; pues, no conceptúo que le dan los decretos legislativos de 13 de .Julio y 8 de Agosto de 1888, relativos a la Ley de Crédito Público.—Mas si el Juzgado acepta como legal ese reclamo, debe comprobarse debidamente el monto del valor de los perjuicios que asoma muy exagerado. Dejo así contestada la demanda.”
Hombría de bien, honradez profesional y dignidad no le permitieron al señor Agente Fiscal, testigo ocular de los sucesos del 11 de Agosto, contradecir ni negar los hechos públicos, notorios, evidentísimos, en que fundó su demanda el Sr. Pardo.
Sólo negó el derecho del actor; pero esta defensa negativa, al parecer vaga e indeterminada, es de índole tal que comprende asertos muy concretos y bien definidos. Con el velo de aparente negativa, se oculta la afirmación decisiva de hechos positivos; pues, el representante del Fisco, dentro de los límites de su excepción perentoria, sostuvo, implícitamente, que el demandante no tenía de- racho a la indemnización de perjuicios:Io. Por ser la acción improcedente, esto es, contra­ria a derecho:
2°. Porque el Gobierno, empleando, ora la autoridad que su calidad de Gobierno le confiere, ora el cuidado que la ley le prescribe, no pudo impedir el saqueo (inciso último del artículo 2302 del Código Civil); y
3o. Porque los daños y perjuicios demandados fueron causados por -el enemigo en guerra internacional o civil; 

o portel Gobierno a eatisa de las operaciones militares y consecuencias inevitables de la guerra; o por motín o aso­nada : y en ninguno de estos casos la Nación es responsa­ble (artículo Io. de la Ley de 17 de Julio de 1888).Ciertamente, a justificar el Agente Fiscal cualquiera 
de los precedentes hechos afirmativos en que se convierte su contestación negativa, habría quedado ineficaz la acción 
deducida por el actor, D. Manuel Pardo.Es de notar que actor y demandado, fundan sus opues­
tas pretensiones en las mismas leyes especiales sancionadas el 17 de Julio y el 8 de Agosto. Expliquemos el motivo 
de este común sentir.Los artículos Io. y 2o. de la primera de las indicadas leyes establecen que nacionales y extranjeros no tienen
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derecho a ser indemnizados en los casos que taxativamente 
enumeran los propios artículos. El representante del Eisco, al negar al actor el derecho a la indemnización y citar la primera de dichas leyes, funda, pues, su defensa en que la demanda está comprendida en alguno o algunos de los casos 
de excepción de los dos mencionados artículos.Al actor favorece el artículo 3o de la primera ley. Después de enumerar el artículo Io una a una todas las excepciones según las cuales los nacionales y extranjeros no tienen derecho a ser indemnizados por el Estado, el artículo 3o prescribe que el pago de la indemnización a que hubiere lugar, fuera de los casos exceptuados en los artículos anteriores, no podrá verificarse sino con arregloa la Ley de Crédito Público y previa sentencia ejecuto­riada de juez competente.” Prescíndase por un momento del requisito previo de la sentencia pa*ra el pago y de la forma en que éste ha de efeetuarse, y se verá que la dis­posición supone la existencia de una regla general, según la que nacionales y extranjeros tienen perfecto derecho a la indemnización, y que de esta regla son excepciones los 
casos expresados en los dos primeros artículos. El Códi­go Civil, en efecto, contiene esa regla, ya sea que la indem­nización provenga de la falta de cumplimiento de un contrato, ya de delito, ya de cuasidelito. El artículo 3°., es la aplicación y confirmación de esta misma regla.

Favorecen también al actor los artículos 5°., 6o. y 12 de la ley de Agosto de 1888, en los cuales, con razón que le sobra, como luego veremos, funda la demanda.

Fijados los términos de la controversia jurídica de D. Manuel Pardo y el Fisco, ¿a quién incumbía la prueba? 
i cuáles son los hechos que el actor y el demandado debían, respectivamente, justificar?

El artículo 137 del Código de enjuiciamientos civiles, siguiendo las máximas de los jurisconsultos romanos, dis­pone que “es obligación del actor probarlos hechos que ha 
propuesto afirmativamente en el juicio y ha negado el reo,” y que “ el demandado no está obligado a producir pruebas, 
si su contestación ha sido simple o absolutamente negativa.” 
Bonnier dedica páginas importantes de su Tratado teórico
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y  práctico de las pruebas, a la demostración de que la vul­gar creencia de que es imposible la prueba de un hecho negativo, no resiste al análisis científico; que toda negación se convierte en afirmación; y que, por lo mismo, la prueba corresponde al que afirma.Consta del proceso que el Sr. Manuel Pardo probóy amplia y plenamente, el saqueo efectuado durante la noche del 11 de Agosto por las tropas del Gobierno, saqueo que le perjudicó enormemente en sus bienes. La forma en que se han rendido las pruebas y el valor probatorio de ellas, están ajustados a las prescripciones legales y a las reglas más exigentes de la crítica.Siempre que la materia del juicio sea un delito civil o un cuasidelito, el demandante debe probar, únicamente, el hecho ilícito que lo ha producido; bien así como el de­mandado tiene la facultad de probar que el hecho no le es imputable o que no pudo impedirlo.Cuando el juicio versa sobre el cuasidelito consistente en la responsabilidad del acto ajeno, el cual comprende todos los casos — previstos y posibles — a que se puede aplicar el artículo 2302 del Código Civil, basta que el actor pruebe la existencia del hecho que causa daño, ya porque la culpa no es personal del demandado, ya porque la responsabili­
dad, en el caso, es enteramente excepcional, por cuanto ha biéndole el legislador encargado la dirección y vigilancia de los que han ejecutado el daño, supone que se ejecutó por su negligencia o imprudencia, lo cual constituye culpa. Así, la responsabilidad del padre por el daño que causa el hijo a un tercero, se funda en la presunción de culpa que se origina del concepto de que el padre no ha cumplido los deberes de educación y vigilancia anexos a la autoridad paterna. El demandante no está obligado a rendir prueba sobre la culpa de negligencia del padre, porque la ley la da por probada; pero cesa la responsabilidad del padre, si prueba que no ha podido impedir el hecho, no obstante ha­ber empleado medios oportunos y eficaces.

Hay en todos estos cuasidelitos presunción de culpa que, cierto, no es de ley, pero sí de rigurosa interpretación, como dicen los jurisconsultos franceses e italianos. Tam­bién la prescripción en materia civil está fundada en la 
presunción de negligencia y en el concepto de que es necesa­rio, por razones de orden público, castigar a los negligentes y a nadie se le ha ocurrido sostener que quien alega la ># t
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prescripción, está obligado a probar la culpa de incuria del 
dueño o del acreedor.Sin embargo de que no estaba obligado el Sr. Pardo a 
justificar la culpa del Gobierno, lo probó de modo que no dejaba la menor duda. Consistió, según aparece del libelo de demanda, en la falta absoluta de vigilancia que hizo po­sible el saqueo y otros abusos más de la tropa; lo cual está demostrado con pruebas plenas, como cualquiera puede deducirlo del estudio del proceso. Y la falta absoluta de vigilancia del Gobierno, probada en el juicio, es de tal naturaleza, que reagrava su culpa de negligencia; pues, consta que el Ejército, que como brazo del Estado, debe obedecer a éste — la cabeza — como en enérgico lenguaje se expresa Bluntschli, y  la Policía, cuyo oficio es vigilar y cuidar de la publica seguridad, andaban entregados al 
pillaje.¡Si el señor Agente Fiscal estuvo acertado en proponer 
la excepción perentoria, con la cual abría anchuroso campo a la defensa de los derechos del Fisco, ningnna, absoluta­mente ninguna, fué su labor durante el término probatorio. No rindió ni una sola prueba conducente a justificar alguna de las diversas alegaciones a que daba lugar la excepción ; ni siquiera impugnó las probanzas que presentó el deman­
dante en apoyo de su acción.

Concluida la dilación probatoria, en estado de sentencia 
la causa, entonces presentó el escrito en que alegó que la Nación no era responsable de la indemnización demandada, por cuanto los daños y perjuicios habían sido causados en motín, sin que estuviese éste, como era necesario, previa­mente comprobado, o, en otros términos, sin que constase antes los antecedentes del movimiento del 11 de Agosto, su carácter, su objeto, sus consecuencias. El testimonio hu­mano y otros medios probatorios, ellos han de suministrar 
los diversos datos positivos de dónde, por inducción o 
deducción, aparezca, de modo inequívoco, que la acción de una colectividad fue motín, y no otra cosa.

“En las cuestiones que se someten a los tribunales, dice Bonnier, puede versar la discusión sobre un punto de 
hecho o de derecho. Probar el hecho es consignar ciertas 
acciones del hombre o ciertos acontecimientos del orden físico, de naturaleza propia, para provocar el ejercicio de 
la justicia social. Probar el derecho, es establecer que, 
si se consignan tales hechos, es aplicable a ellos tal o cual
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prescripción de la ley. Pero cuando se habla de la teoría de las pruebas, no se entiende que se trata de la prueba del derecho. El objeto que entonces nos proponemos es la investigación de los mejores medios que deben emplearse para comprobar los hechos que son objeto de los debates judiciales” (1). Si el representante del Pisco no hizo constar en el proceso, mediante algún medio probatorio, el hecho del motín que alegó ¿cómo se pretende la aplica­ción del artículo Io. de la ley de 17 de julio de 1888 que exime de responsabilidad al Gobierno?De las pruebas rendidas por el actor eu el proceso, tampoco se deduce que los daños y perjuicios, objeto de la demanda, hubiesen tenido lugar en motín o sido causa­
dos por él.En segunda instancia, el Ministro Piscal nada gestio­nó para llenar este vacío; pudo, y debió pedir término de prueba, dejó de hacerlo y se contentó con reproducir, bre­vemente, en el alegato, el concepto del Agente Fiscal, sobre el imaginario motín.La hábil defensa del Ministro Piscal Dr. Uquillas, en tercera instancia, consistió en no contestar los traslados en tiempo, en dejarse declarar rebelde y en no devolver el proceso, ni por requerimiento, ni por apremio, expedidos a despecho de la ley que no lo permiten. Discutida y votada la causa por el Tribunal, entonces presentó el ale­gato que publicó en la imprenta de Gobierno y que mereció ser calificado de luminoso por cierto periódico de la capital que a menudo gasta, con ínfulas de imparcialidad, la par­cialidad más exagerada. Los abogados ilustrados que lo leyeron, juzgaron de él con verdad, al decir que resplande­
cía por la palabrería insustancial..Razón poderosa debieron tener los representantes del Pisco demandado para no rendir prueba alguna en qué fundar cualquiera de las diversas alegaciones en que se descompone su excepción perentoria; y así, justificada la acción del Sr. Pardo, y sin prueba alguna la defensa del Pisco, ¿cuál debía ser el fallo definitivo? “ El campo y la escala de la culpa o de la negligencia son vastísimos, dice García Goyena, y no podrán encerrarse en las leyes, por muy minuciosas que sean: cada caso deberá decidirse por las circunstancias particulares del hecho y las de las

(1 ) Tratado teórico y  práctico de las pruebas, tom o 1°., p ágin a  3.
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personas” ('). El saqneo escandaloso cometido por el Ejército desbordado, según la apropiada frase del Sr. Agente Fiscal, al contestar la demanda. . . .  auxiliado por la misma Policía que estaba obligada a vigilar por el respeto a la propiedad ;. . . . efectuado en la capital de la República y a presencia de los poderes públicos constituidos. . . .  la incu­ria del Gobierno que dejó a las tropas en la faena salvaje dos días, sin organizar, por lo menos, una guardia urbana, un cuerpo de propietarios y comerciantes que impidan losatentados.........la ley escrita, los dictados de la razón, elclamor de la justicia en favor de la víctima, el respeto a la moral pública, el buen nombre de la patria, todo contribu yó a que la Corte Suprema condenase al Fisco a la indemni­zación de daños y perjuicios en la demanda del Sr. Pardo.

Pero sigamos estudiando la cuestión por otros aspectos 
así decisivos como importantes.Tanto el alzamiento en Loja del batallón “Vargas Torres” el 8 de Diciembre de 1906 como la sublevación de las tropas y Policía en Quito el 11 de Agosto de 1911, fueron crímenes colectivos, cometidos públicamente por soldados armados del Ejército; y con todo, hay entre los dos esenciales diferencias, considerados como hechos 
generadores de derechos jurídicos, ya en lo criminal, ya en lo civil, ora se atienda a sus antecedentes, ora al objeto del movimiento, ora, en fin, a sus resultados. De estas diferencias proviene las diversas infracciones que constitu­yen y la mayor o menor criminalidad de los culpables.Al batallón “ Vargas Torres ” no se pagó sueldos se­manas consecutivas, y la falta de pago atribuyó ól a acuerdo criminal de sus jefes y las autoridades de Loja. Reunié­
ronse los soldados tumultuosamente, se insubordinaron y pidieron con las armas en la mano que se les satisfaciese sus haberes; pero no desconocieron la legítima autoridad 
de los funcionarios públicos de la provincia, ni se rebelaron contra el Gobierno general de la República, a cuyo Jefe 
reconocieron y aplaudieron más bien en el momento mismo de la sublevación. Este hecho denomina motín el artículo

11» Concordancias, m otivos y  com entarios, e tc ., tom o 4 .°, página  253.
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170 de las Reformas del Código Militar, y por motín fueron 
juzgados y condenados los soldados, muchos de los cuales fueron indultados en 1908.

En Quito, a hora convenida, armados, salieron los soldados de sus cuarteles y de la Policía, dispersáronse por las calles, hicieron fuego en todas direcciones, y entre gritos subversivos depusieron al Presidente de la República y trastornaron el orden constitucional establecido. Pocas horas después del movimiento militar, el Jefe del Estado estuvo en el asilo de la Legación de Chile y presos sus Ministros; y tras breves vacilaciones y a pesar del acta escrita de pronunciamiento en que se nombró al Sr. Emilio Estrada Jefe Supremo, el Presidente del Senado ejercía el Poder Ejecutivo con el beneplácito de los rebeldes y del Congreso a la sazón reunido. Este hecho complejo como trascendental, presenciado por los habitantes de Quito, está calificado por el artículo 109 de las citadas Reformas del Código Militar de atentado contra la seguridad interior de la República, y por este atentado habrían sido juzgados y condenados los soldados del Ejército, a no haberlos favore­
cido el éxito.

Los representantes del Pisco incurrieron en el error, voluntario tal vez, de llamar motín al suceso del 11 de Agosto, con el intento de comprender el hecho en la excep­ción del artículo Io. de la ley de 17 de Julio de 1888, y eximir al Gobierno de responsabilidad. Como esta ley es­pecial no ha definido expresamonte el motín o la asonada, los empecinados representantes del Pisco, para sostener su desatino, vánse en busca del sentido natural y obvio de la palabra al Diccionario de la lengua castellana y juzgan que él puede suministrar sólido fundameuto a una senten­cia. El Diccionario apenas contiene las diversas acepciones etimológicas y comunes de los términos, pero no da la defi­nición misma de la cosa, ni se ajusta a los requisitos esen­
ciales de lo definido; y aun en este terreno mismo, que nada tiene que ver con los principios de la ciencia y del derecho, se encuentran diferencias bastante notables que la lexicología se ha encargado de fijar y que, por lo mismo, 
no permite confundir esos términos. El Diccionario de sinónimos de los S. S. Santos López y Pedro María de Olive, los cuales aprovecharon de los trabajos filológicos de notables autores alemanes y franceses, al tratar de los términos insurrección, motín, sedición, revolución, dice:
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“ Estas cuatro palabras tienen relación con diversos movi­mientos o con diferentes designios que el pueblo pone en ejecución contra la autoridad que lo gobierna.”
“El motines el más sencillo délos movimientos que indican estas palabras, o al menos, aquel cuyas consecuen­cias son de menor importancia. Este es un movimiento, una fermentación momentánea de alguna pandilla del pueblo causada por algún descontento, y muchas veces por 

la pertinacia y la falta de reflexión.”
“ La insurrección es el estado en que se halla un pueblo después que se ha levantado y se ha armado para combatir la autoridad a la que estaba sumiso, y a quien públicamente 

declara que no reconoce por legítima.”
“ La revolución es una resistencia y un levantamiento general contra el soberano, contra las leyes, contra la auto­

ridad legítima.”
“ La sedición es un espíritu general de turbación, de oposición, que inspirada por algunos, se comunica rápida­mente a todos los miembros de un cuerpo, de una asamblea o del mismo pueblo.”
“ El motín es parcial y momentáneo; no tiende más que a manifestar el descontento y el desagrado. La insu­rrección es más general y más durable, indica una fuerza dispuesta constantemente a contrarrestar las de la autoridad o a defenderse desús choques. Tiene por objeto destruir la 

autoridad y conquistar la independencia particular de los que se insurreccionan.”
“ La revolución es una sublevación injusta y culpablecontra el soberano, contra las leyes, contra la autoridad legítima reconocida.”
“El motín es una fermentación momentánea, que no tiene objeto fijo y preciso. Se desahoga generalmente con va­

nos discursos, y con quejas violentas y faltas de reflexión; se le sofoca frecuentemente con la misma facilidad con que se origina.”
“La insurrección,suponiendo una oposición declarada,un designio formal de combatir la autoridad y aún el de 

defenderse contra ella, debe necesariamente durar hasta que otra fuerza mayor la obligue a ceder. La certeza del 
castigo en caso del mal éxito la sostiene hasta el último extremo.”
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“La revolución dora tanto tiempo como la insurrección y por las mismas razones.”
“Siendo la sedición una disposición de los espíritus, puede subsistir después de que se hayan reprimido lo» efectos.”
“ La Convención de Francia en 1793, y los asesinatos que fueron su resultado, formaron lo que se llama una revolución. Una turba de mujeres gritando al rededor del coche de la reina, implorando el perdón de otra mujer, no es más que un motín. Un regimiento sobornado, y que levanta una bandera contraria a las leyes forma una sedición. Los negros que se levantan contra sus dueños son insur­gentes.”
Si a los sucesos acaecidos en Quito el 11 de Agosto calificáramos con la opinión autorizada de Bluntschli — violencia ilegal que transformó el orden establecido — esos 

sucesos serían verdadera revolución; y si nos atuviésemos a la filosofía y los principios sobre que se apoya la legisla­ción criminal, que así distinguen la rebelión, la sedición y el motín, se calificarían de rebelión. Lo que ciertamen­te caracteriza el motín o la asonada, es la reunión tumul­tuosa de gente que, sin rebelarse contra el Gobierno, ni desconocer las autoridades locales, exige con violencia (empleo de armas de cualquiera clase), amenazas, gritos o insultos, alguna cosa lícita o ilícita. Fundados en este concepto científico, están el artículo 139 del Código Penal 
peruano, el 198 del boliviano, el 228 del argentino, el 98 del brasilero, el 51 del austríaco y el 319 del de Baviera. Nuestra ley penal militar, en el artículo 170, expresa quiénes son culpables de motín y señala la pena corres­pondiente ; y en el 109, determina cuáles Hon reos de aten­tado contra la seguridad interior de la República y en qué consiste la infracción que tiene este calificativo, crimen que en los citados Códigos extranjeros y en otros muchos se denomina rebelión, y no motín.

Hagamos justicia a los representantes del Fisco que 
actuaron en primera y en segunda instancia, en el juicio de D. Manuel Pardo. No puede atribuirse a incuria la falta de prueba conducente a demostrar el motín alegado sin fundamento a última hora: de todo punto imposible les 
fue justificar lo que en lo absoluto era contrario a la verdad
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de los hechos. ¿ Cómo poder probar que el atentado contra la seguridad interior de la República es motín, que el roba con escalamiento y fractura es apenas abuso de confianza, 
que el asesinato es delito de heridas1?

Cuando se discutió en las Cámaras Legislativas la Ley de 17 de Julio de 1888, preveían los legisladores que la redacción del artículo Io. ofrecería en la práctica serias 
dificultades.El proyecto fué presentado por cinco diputados, y, según consta de las actas, los informes de las Comisiones y el contexto de todos los artículos, no se tuvo por objeto expedir la ley sobre indemnizaciones a cargo del Estado, sino corregir la corruptela establecida de mandar pagar, indebidamente y sin fórmula de juicio, ingentes sumas de dinero, a título de reparación de perjuicios sufridos en la guerra civil de la Restauración. También el Ministro de Hacienda presentó al Senado, quizá con idéntico propósi­to, otro proyecto que, aprobado, llegó a ser la ley de 8 de Agosto del propio año.Estas dos leyes tienen el carácter de especiales, versan sobre la misma materia y fueron discutidas a la vez y se expidieron por el mismo Congreso. Tales circunstancias deben tenerse en cuenta al tratar de su interpretación, por­que no cabe aplicar las reglas concernientes a la derogación expresa o tácita de la ley, cuando se encuentren dudas y antinomias. “Debiendo el jurisconsulto, afirma Bonnier, hacer prevalecer el espíritu sobre la letra, tiene la misión 
de llenar ciertos huecos, de recoger ciertos fragmentos o 
ripios. No hay duda que no le es permitido rehacer el mecanismo legal; pero debe velar porque obedezca el mo­vimiento del rodaje en los detalles, en cuanto sea posible, al impulso central1’ ( ‘). La mejor manera de fijar con 
toda certidumbre la verdadera inteligencia de sus preceptos, sin perjuicio de observarse las otras reglas de hermenéutica, es acudir a las actas de los debates en busca del pensa­miento mismo del legislador.

(1) Tratado teórico y  práctico de las pruebas, tom o 1°., página 4.
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Comparados los preceptos del artículo Io. de la primera Ley con los de los artículos 5o. y 6o. de la segunda, surge esta cuestión: ¿si el saqueo, extorsión, exacción, incendio, etc., han sido ejecutados por autoridades o agentes del Gobierno en guerra internacional o civil o por motín, está obligado el Estado a la indemnización'? Algunos la resuel­ven, distinguiendo en esta forma: si el saqueo, extorsión, etc., han sido cometidos por autoridabes o empleados del Gobierno en guerra internacional o civil o por motín, los perjudicados no tienen derecho a la indemnización de parte del Gobierno, en virtud de lo dispuesto en el artícu­lo Io. ; pero si se efectúan de otra manera o en otra oca­sión, el Gobierno debe reparar el daño, por la regla general 
del artículo 2302 del Código Civil y por la ley especial de 8 de Agosto. La distinción no se baila establecida por la ley, y tampoco de ella se colige: es de mera interpre­tación.

La Corte Suprema no aceptó la distinción, y sostuvo, en todos los fallos que sobre saqueo ha expedido, la doc­
trina de la responsabilidad del Estado.

El artículo Io. de la Ley de 17 de Julio dice: “ La 
Nación no es responsable de los daños y perjuicios causados por el enemigo en guerra internacional o civil, o asona­das o motines; ni por los que, en los mismos casos, se causaren de parte del Gobierno por efecto de las operacio­nes militares y consecuencias inevitables de la guerra. Los nacionales y extranjeros no tienen derecho a ser indemni­
zados en estos casos.”

Para el mejor estudio del artículo, descompongámoslo en las diversas proposiciones o partes de que consta, sin alterar en lo más mínimo su sentido.
Primera.—La Nación no es responsable de los daños 

y perjuicios causados por el enemigo en guerra internacio­
nal o civil.

Segunda.—La Nación no es responsable de los daños 
y perjuicios causados por asonadas o motines.

Tercera.—La Nación no es responsable de los daños y perjuicios que, en guerra internacional o civil o p>or motines, se causaren departe del Gobierno por efecto de las operaciones militares y consecuencias inevitables de la 
guerra.
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Prescindamos de la primera y tercera proposiciones, 
por ser extrañas al asunto en que nos ocupamos, y  con­
cretemos la atención sólo a la segunda.ííotemos, ante todo, la diferencia en los términos que se emplean en esas proposiciones; notemos que, si en la primera se emplea la preposición en la segunda ytercera se usa de la preposición por,al hablar de motines o 
asonadas.

La diferencia de redacción oambia por completo el 
sentido del precepto legal en cada uno de los diversos miembros de que consta el artículo, , por lo mismo, surte 
distintos efectos jurídicos. Así, el autor de los daños y  perjuicios, en el primer supuesto, es la colectividad que 
constituye el motín, compónganla militares, paisanos, o unos y otros, porque, según de quienes se componga, varía la persona responsable. En la primera y tercera parte del artículo, se designa al mismo tiempo el autor del daño, esto es, el Gobierno o el beligerante enemigo, y el modo cómo se ha de efectuar, es decir, en guerra internacional o civil.

De la misma diferencia de redacción pudiera dedu­cirse que los daños y perjuicios que tienen lugar en gue­rra internacional o civil, provengan de los males propios de la guerra o de otros diversos motivos, no está obligado el Gobierno a indemnizar; mas, cuando habla de motín, los daños han de ser causados por motín, de suerte que, si 
concurre otra causa generadora de daños, el saqueo, por ejemplo, el Gobierno está en el deber de indemnizarlos.

Muy lejos estamos, por cierto, de aceptar la primera consecuencia que resulta de la letra de la ley, ora por contraria al pensamiento explícito del legislador manifes­tado al tiempo que ella se discutió, como ya lo veremos, ora por opuesta a los principios fundamentales de la jus­ticia penal. Hablando Pacheco de la concurrencia de 
crímenes comunes con delitos políticos, dice: “Los crímenes comunes no son un accidente necesario, no son una con­secuencia precisa de la rebelión ni de la sedición. Se 
puede agitar políticamonte un pueblo sin cometer desmanes ni violencias. Quien los comete, pues, quien roba, quien mata, — (aparte las batallas o combates con la fuerza 
pública), — no es meramente rebelde o sedicioso. Ha co­metido un mal innecesario para su fin, y debe responder 
de él, como si no hubiese acontecido cuestión política. El
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Biblioteca Nacional del Ecuador "Eugenio Espejo"



50 RECURSO DE QUBJA

ladrón es ladrón, el asesino es asesino” ( ‘). Si un prin­
cipio de eterna justicia impone responsabilidad criminal y civil a los autores y cómplices de crímenes comunes come­tidos durante la rebelión o sedición, también ese mismo 
principio de eterna justicia impone responsabilidad civil al Estado, en todos los casos de cuasidelito a él imputables, sea eu la paz, sea en la guerra.

Los artículos 5°., 6o. y 12 de la ley de Agosto de 1888, si bien no declaran, do modo expreso y terminante, el principio de la responsabilidad del Estado por exacción, extorsión, saqueo, incendio, etc., cometidos por empleados o agentes del Gobierno, manifiestan, sin lugar a duda, que el legis­lador lo reconoce y acepta. Por esto, prescriben reglas, bien al juez, para el seguro descubrimiento de la verdad, bien a la parte interesada, para los trámites que puede emplear en la justificación de los hechos ; y por esto, el artículo 12 concede al Gobierno acción de reintegro contra las autoridades y empleados culpables.
Si la Nación no es responsable de los daños y perjui­cios causados por motines, como reza el artículo, lo es de 

los provenientes de revolución, insurrección, rebelión, se­dición, saqueo, exacción, extorsión, etc., etc. Todos estos actos, esencialmente ilícitos y distintos irnos de otros, no están comprendidos en el texto del artículo: son causas generadoras de daños y perjuicios de todo en todo diferentes del motín, de la guerra internacional y de la civil. De consiguiente, el Gobierno está obligado en todos estos casos 
a la indemnización de perjuicios, de conformidad con lo establecido en la regla general.

El pensamiento del legislador, al discutir las precita­das leyes, estuvo de todo en todo conforme con las prece­dentes consideraciones y con la doctrina sustentada por la Corte Suprema; o en otros términos, su conducta y sus fallos se han conformado con la expresa voluntad del 
legislador.

Son tan suscintas la3 actas de la Cámara de Diputa­dos, que apenas dan razón de quienes fueron los defensores y los impugnadores de los dos proyectos; pero en el Senado, donde se hicieron todas las modificaciones y se
(1) El Código Penal, tomo 2°., página 205. Véase también a Adolphe Chauneau, tomo 2.°, página 21.
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redactó el artículo 1°. de la Ley de Julio de 1888, encon­
traremos los motivos de éste.

Del acta de la sesión de 18 de Junio, consta, que puesto a debate el citado artículo 1°., dijo el H. Matoveile : “ Bien estaque se dea la irresponsabilidad de la dación toda la latitud que se quiere, cuando los perjuicios son ocasionados por el enemigo, no así cuando causa el mismo G o b i e r n o , que debe ser responsable de las exacciones,contribuciones, etc., etc., impuestas por él o sus agentes.” Apoyando en lo absoluto la opinión del H. Matoveile, dijo el H. Ponce: “ Por lo tocante a contribuciones,etc., el proyecto del Ministerio, que se leyó poco antes, admite sin reboso la responsabilidad nacional y puntualiza el procedimiento que debe seguirse para comprobar los daños 
recibidos.”

Adviértase que, cuando los Senadores tratan de exac­ciones, contribuciones, etc., etc., comprenden en ellas el saqueo, pues, el proyecto del Ministro de Hacienda lo contenía en el artículo 6°., el cual fué aprobado por el Congreso, sin modificación.
El H. Espinel, no satisfecho con las precedentes expo­siciones, deseaba que el artículo se redactase de modo que “ la nación no sea responsable de los daños causados en acción de guerra.” El H. Pólit, de acuerdo con la opiniónde los señores Matoveile y Ponce, en orden a exacciones, “ requisas de caballos”, etc., explica el verdadero sentido que tiene el artículo 1°., con las siguientes frases: “ A lo que se refiere el artículo es a las consecuencias inevitables de la guerra, a aquellos males que tiene de causar el ejército, 

so pena de ser vencido; como la destrucción de mieses, el 
arrasamiento de edificios y otros hechos perjudiciales que exigen las reglas del arte militar.” Corroborando este con­
cepto, añadió el H. Matoveile: “No se trata, en efecto, de las órdenes que puede dictar un Gobierno para proveerse 
de fondos, armamentos, bagajes, etc., sino de los males que acarrea consigo la guerra, por su misma naturaleza.”

Ninguno de los senadores estuvo más explícito y ter­minante que el H. Eernández Madrid, quien dijo: “ Desa­
parece toda dificultad, si se fija mientes en el artículo 6o.r< 
del proyecto de ley venido del Ministerio: en él se especifi­can todos los daños y  perjuicios de que debe ser responsable el
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Gobierno; es claro, pues, que sólo de los demás habla el artículo Io. del proyecto que se está discutiendo. Algún medio legal, debemos, por fin, excogitar para poner tér­
mino a tantas reclamaciones que consumen las rentas del Erario y se convierten en un ramo de especulación.”

El Dr. D. Camilo Pouce, según las doctrinas del de­recho internacional que entonces prevalecían, sostuvo el 
principio de la irresponsabilidad del Gobierno en los casos de guerra internacional y civil, y, en apoyo do sus concep­tos, citó el dictamen de los abogados de la Corona de In­glaterra, cuando se discutía el pago de indemnización a súbditos británicos en la guerra franco - prusiana. Merece copiarse la contestación que dió el H. Espinel, no obstante que, en el fondo, estaban los dos Senadores de acuerdo. Dice así: “Verdades que los abogados de la Corona de Inglaterra declararon irresponsable al Gobierno por los perjuicios ocasionados a particulares en fuerza (lelas nece­sidades de la guerra ; mas, eso es bueno para aquellos países donde se interpretan genuinamentelas palabras; no aquí entre nosotros donde se tuerce el sentido y se tergiversa todo para no reparar el daño. Y si tenemos en cuenta que la 
guerra civil es casi nuestro modo normal de resulta que ya no habrá garantías de ninguna clase para la pro­piedad.”

lío  hubo un solo razonamiento, ni una sola palabra que manifestasen lo contrario de lo dicho en los discursos anteriores, esto es, ningún Senador juzgó que el Gobierno debía ser irresponsable de los daños y perjuicios que pro­viniesen de saqueo, extorsión, exacción, etc., cometidos por sus agentes o empleados en guerra internacional o civil, o 
por motín.

En el acta de la sesión del 19 de Junio de 1888 consta la aprobación del artículo 1°., redactado por una Comisión especial, cuyo Presidente expuso que “ ella no había hecho otra cosa que recoger toda la doctrina explanada en la discusión y consignar en dos artículos que hacían desapare­cer la oscuridad que podía encontrarse en el Io. del pro­yecto.” Y consta también del acia de 25 de Junio de 1888 de la Cámara de Diputados que las modificaciones hechas por el Senado a los artículos del proyecto (excepto dos adiciones que no vienen al caso expresar) fueron por 
ella aprobadas.
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El Congreso Nacional, conoto se ve, no estableció en dichas dos leyes reglas generales qne significasen altera­ciones importantes del principio de responsabilidad a que está sujeto todo Gobierno: se limitan a un casuismo impro­pio de toda buena legislación, y sobre materias de suyo yagas, complejas, discutibles y poco circunscritas por defi­niciones claras. Distinguióse, además, con claridad y pre­
cisión, en el curso de los debates del Senado, los males y daños propios de la guerra internacional o civil, de los daños y perjuicios que causan la extorsión, la exacción, etc., expresándose terminantemente que sólo a aquellos se refería el artículo Io. del proyecto. Por último, sobre la base de la equidad y de reglas generalmente aceptadas por el derecho de gentes, en aquella época, puntualizó casos concretos en los que el Gobierno está obligado a reparar daños, y casos determinados en los que no tiene esta res­ponsabilidad. Pretender, pues, contundir los unos con los ótros, por medio de una interpretación innecesaria como forzada, vale tanto como querer establecer una doctrina contraria a la expresada por el legislador en el texto de la 
ley. De lo expuesto se sigue:

Io.—Que siempre que haya saqueo, extorsión, exacción, etc., antes, después o durante la acción misma del motín, de la guerra internacional o de la civil, si han sido efectuados 
por autoridades o agentes del Gobierno, la responsabilidad de éste es indiscutible; y

2o.—Que, aun cuando lo6 representantes del Fisco hu­bieran justificado plenamente en que lo acaecido en Quito el 11 de Agosto fué sólo motín, no les favorecería el artículo 
Io. de la Ley de 17 de Julio, porque los daños y perjuicios demandados al Gobierno provienen de saqueo, no de motín.

V en las precedentes consideraciones fundóse la Corte Suprema para también condenar al Fisco, en el juicio del 8r. Ricardo Vivar.
El batallón “Vargas Torres” se amotinó,- primero, y saqueó, después: motín y saqueo son dos infracciones de las 

leyes militares enteramente diversas la úna de la otra. Los 
daños del motín fueron, evidentemente, diferentes de los
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del saqueo: los primeros provinieron de atentados contra las personas de funcionarios públicos, y los segundos de 
atentados contra la propiedad de ciudadanos que no tenían el carácter de empleados públicos.

¿Qué culpa tiene el Gobierno — arguyen algunos — del saqueo del 11 de Agosto, obra criminal de los soldados y  la misma Policía, para que pueda él ser responsable de 
los daños y perjuicios? Y como para reforzar el argumen­to, añaden: “ que la prueba relativa a la culpa de no evitar el robo, podiendo evitarlo, es la que determina la obligación del tercero que debe indemnizar.”La objeción, a más de no tranquilizar la conciencia social ni la de ningún moralista, tan especiosa es, que, para conocerlo no hay sino generalizarla aplicándola ,a todos los casos posibles del artículo 2302 del Código Civil. En efecto, ¿qué culpa tiene, podría decirse, el padre, y, a falta do éste, la madre, para responder de los daños y perjuicios causados por los hijos menores que habitan en la misma casa? ¿Qué culpa tienen y por qué han de ser responsables el tutor, los jefes de escuelas y colegios, los empresarios, artesanos, etc., por los delitos y cuasidelitos del pupilo, de los discípulos y dependientes, respectiva­mente?

Remonta al derecho romano, la diferencia entre la la culpa en los contratos y la culpa en los delitos y cuasi delitos. A esta culpa, los jurisconsultos denomina 
liana, porque tiene su origen en la Ley dada apropuesta del tribuno Aquilio en el año 468 de la funda­ción de Roma, con el fin de derogar todas las leyes ante­riores respecto al daño hecho contra justicia ( ‘). La doctrina de Potliier está basada en esta ley, y los redacto­res del Código de Napoleón, y D. Andrés Bello mismo, siguieron a Pothieren todo lo concerniente a la culpa, en 
los delitos y cuasidelitos. La culpa que com­prende hasta la ineptitud y la ignorancia de los empleados públicos, no tiene aplicación sino en los delitos y cuasideli-

(1) Véase a Gómez de la Serna, en el C u rso  h is tó r ic o — exegético  d e l  D e­
recho R o m a n o  c o m p a ra d o  con  e l E s p a ñ o l, tomo 2°., páginas 422 y siguientes.
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tos, mientras qne la responsabilidad del deudor, por razón de culpa, es menos rigurosa en las obligaciones convencio­nales. “ Si la ley es más severa en materia de delitos y cuasidelitos, dice Laurent, es porque de este modo se atiende al bien común. La sociedad quiere que la vida y la propiedad de los particulares no se expongan por actos imprudentes que pudieran arrastrar funestas consecuencias. Además, en las convenciones uno es libre para estipular una responsabilidad más severa, como lo es, para no con­
tratar; en tanto que en los delitos uno se liace acreedor sin quererlo, y muchas veces a pesar suyo. ¿Cuándo hay 
imprudencia, negligencia, es decir, culpa Esasunto que se deja a la apreciación de los tribunales” (j).El fundamento del artículo 2302 del Código Civil, oomo lo hemos dicho, es la presunción de culpa: el legis­
lador la presupone, la da por existente; pues, no se podría concebir ni explicar el artículo, si desapareciera de él la idea de culpabilidad de un tercero, distinta de la culpa­
bilidad del que causó el daño. Por esto, el perjudicado no tiene necesidad de justificar la negligencia o impru­dencia generadoras del delito o cuasidelito y fuente de la obligación del tercero; v también por esto tiene el de­
mandado facultad para impugnar esa presunción, probando, do conformidad con el inciso último d«l artículo, que uo 
pudo impedir el daño. Quedan así garantizados los dere­chos del que sufro el daño como los del tercero que respon­do del hecho de otro ( 2).

El principio do la responsabilidad por el hecho ajeno, esto es, por el cuasidelito en virtud del cual una persona está obligada a satisfacer el valor de los daños causados 
por otra, está admitido por todos los jurisconsultos y le­
gislaciones. Un principio que ha pasado invariable hasta nosotros al través de siglos y vicisitudes, merece que se le tenga por axioma.

El artículo 2384 del Oódigo de Napoleón, correspon­diente al 2302 de nuestro Oódigo Oivil, establece que los
i l )  Cours élémentaire de droit civile, tomo 3°., numéro 358. 
'2i Véase a Lussaud, D e s  d é l i ts  e t pâgina 164.

Biblioteca Nacional del Ecuador "Eugenio Espejo"



56 RECURSO DE QUEJA

amos y los comitentes son responsables de los daños cau­
sados por sus dependientes en el desempeño de las funcio­nes en que les hubiesen empleado. Notables jurisconsultos, como Merlin, Dalloz, Zachariae, Toullier, Demolombe, Laurent y otros están conformes en asimilar el Estado al comitente, respecto de los empleados subordinados a él que ejecutan un servicio público en nombre y por cuenta del Gobierno; y los tribunales de Francia consignan en sus anales los diversos fallos que consagran esta doctrina ( ‘). El fundamento de este cuasidelito, en concepto del orador de Gobierno y del informador del tribunado, consiste en la presunción de culpa proveniente de que amos y comi­tentes tienen que imputarse la víala elección que lian hecho de sus comisionados. Pothier, cuyas doctrinas siguieron en este punto los redactores del Código, dice: “ No sola­mente la persona que ha cometido el delito o cuasidelito está obligado a la reparación del daño que ha causado, sino también aquellos que tienen bajo su autoridad a di­chas personas, tales como padre y madre, etc........  De lamisma manera se hace responsable a los amos del daño causado por los delitos o cuasidelitos de los criados u obreros que tengan en su servicio. Y lo son, aun en el caso de que no hayan podido impedir el delito o cuasidelito, cuando los delitos o cuasidelitos son cometidos por los di­chos servidores u obreros en el ejercicio de las funciones a las cuales están empleados por sus amos, aunque sea en ausencia de éstos; lo que se ha establecido para hacer a los 
amos precavidos en no servirse sino de buenos domésticos ” (* 2). Mr. Tarrible, informador del tribunado, cuando presentó 
al Cuerpo Legislativo el proyecto de ley sobre delitos y cuasidelitos, se expresaba así: “ Se juzga que los superio­res tienen la autoridad suficiente para contener a sus su­bordinados en los límites de su deber y en el respeto que merece la propiedad ajena. Si los subordinados y depen­dientes saltan la barrera de sus deberes, atentando a la propiedad y a los derechos de un tercero, refluirán tales demasías en perjuicio de los mismos superiores quienes deberán considerarse culpables, ya de una condescendencia 
criminal, ya de haber permitido que se relajase el poder y

( 1) Véanse los fallos de la Corte de Casación de 22 de Febrero de 1836 y  23 de Abril de 1843 y del Tribunal del Sena de 8 de Julio de 1896.
(2) Tratado de las obligaciones, tomo 1°., número 121.

Biblioteca Nacional del Ecuador "Eugenio Espejo"



CONTRA LA CORTE SUPREMA 57

la disciplina.........Asi, pues, bien puede el propietario, elartista, el comerciante, entregarse con seguridad y confian­za a sus cuidados domésticos, a sus trabajos, a sus especu­laciones ; la ley se muestra protectora de sus derechos, y la más fiel guardiana de sus intereses. Cualquiera que fuese la persona de quien hubiesen recibido un perjuicio, serán 
resarcidos e indemnizados” (*).

La responsabilidad de los comitentes no cesa, aunque prueben que no pudieron impedir el hecho que causó daño; pues el último inciso del artículo 1834 del Código francés permite la prueba tan sólo a los padres, institutores y arte­sanos. El Código Civil ecuatoriano, por el contrario, sepa­rándose de la severidad de la ley francesa, admite, en todo 
caso, la prueba al demandado.

Los jurisconsultos italianos no aceptan la doctrina francesa, relativa a que los funcionarios públicos se reputen empleados en comisión del gobierno comitente, y que por tal razón contraiga éste responsabilidad. Rechazan, pues, que se aplique al Estado lo dispuesto para los empleados privados en asuntos particulares de la vida civil, porque los artículos 1151 y siguientes del Código Civil italiauo, aparte de la ley especial sobre indemnizaciones, establecen de la misma manera que nuestro Código Civil, reglas gene­rales de responsabilidad, por los delitos y cuasidelitos, en 
las que está comprendido el Gobierno.

Algunos publicistas modernos han caído en el error de sostener que los ciudadanos son para el Estado, que deben servir a él y que deben por él ser absorvidos, por conside­rar a la sociedad como el fin a que están destinados. A la 
sombra de este error, la vida, la propiedad y todos los dere­
chos individuales desaparecen, porque el Estado, el único que tiene derechos, y no deberes, dispone a su antojo de los hombres y de sus bienes. El Estado, así concebido, es incapaz de delito ni cuasidelito. ¿Con qué objeto mentar culpa ni responsabilidad del Estado cuando no se tiene 
concepción elevada y filosófica de la sociedad humaua! ¿Para

(1) Discursos pronunciados al tiempo de redactarse el Código de Napo­león, tomo 2.°, páginas 317 y 318.
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qué hablar de obligaciones, derechos y sentimientos gene­rosos donde no hay Patria?
Las escuelas francesas e italianas, aunque antagónicas entre sí en muchos puntos de jurisprudencia, se unieron y batieron en brecha aquel error, a fin de que imperase el sistema racional y humanitario, según el cual la sociedad no es más que un medio indispensable para la protección de los derechos naturales del hombre. Para lo único que es necesario la autoridad social, es para asegurar la protec­ción de estos derechos; de donde nace, por la lógica de los principios, el sentimiento de seguridad, apetecida por todos, de confianza en la protección de la ley y de la auto­ridad contra las pasiones de los malvados. “ No puede concebirse derecho *iu deber, dice Framarino Dei Mala testa: no puede concebirse derecho sin la idea del respeto que legítimamente debe inspirar: si el reconocimiento o el des­conocimiento del derecho de uno, dependiese del capri lio de los demás, el derecho no sería verdaderamente tal. K»ta 

creencia en el respeto que los derechos deben legitiman* uto inspirar, constituye la tranquilidad jurídica del individuo y de la sociedad; y la opinión misma relativa al respeto que a los derechos se debe, es, como condición esencial do su concepto, un derecho también: es el derecho a 
dad jurídica, derecho genérico que forma, no sólo la f erza, sino hasta el ambiente en el cual respiran, viven y tienen valor prácticamente todos los derechos particulares” (') .

Los miembros de la sociedad civil tienen derecho do 
ser defendidos, no solamente contra los perversos que violan las leyes penales, sino también contra los negligentes o 
imprudentes que causan daño. Y si el Estado, cuya prin­cipal obligación es la protección del derecho, se va­
le, para obtener este servicio público, de agentes inmo­rales, ignorantes o negligentes que rompen el freno de la ley y cometen daños y perjuicios, pesa sobre él la respon­sabilidad déla imprudencia. La violación del derecho, lle­vada a cabo por los servidores del Estado, o por el Estado mismo, expresa no solamente la desobediencia de la ley que destruyo la base del orden público, sino la premeditada rebelión contra la soberanía nacional. ¿ Qué son el Ejército y la Policía en el Ecuador? ¿de qué gentes se componen?

(1) Lógica de las pruebas, tomo 1°., página 8.
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¿cómo están organizados? ¿ para qué sirven? a qué funciones políticas impropias de su alta misión les ha destinado el Gobierno? Si la necesidad de la defensa nos exige hablar de todo esto, un sentimiento más noble y elevado — el amor a la Patria — oblíganos a guardar absoluto silencio. Basto observar que ahí están, precisamente, las causas efi­cientes y originarias de la culpa de negligencia e impru­dencia del Estado, fundamento del cuasidelito, por el cual es responsable de los daños causados por sus agentes, en los casos de saqueo, extorsión, exacción, etc.
La medida de la mayor o menor cultura de un país, depende, en mucho, del mayor o menor respeto al derecho de parte do gobernantes y gobernados, v de la mayor o menor garantía de responsabilidad, cuando es violado. La acción protectora del Gobierno, en otras naciones, como en 

España, se extiende, no sólo a la satisfao ión de los daños v perjuicios, cuando él es responsable de d» lito o cuasidelito, sino a la reparación del daño que sufre el agraviado, siempre que Ion autores y cómplices del crimen car ciereu de medios para la indemnización. La legislación italiana es más libe­ral y amplia en este punto: obliga al Estado a la indemni­zación, no sólo de los daños causados por su imprudencia 
o negligencia; le obliga, además, a pagar los perjuicios sufridos por los criminales, cuya inculpabilidad resulta más tarde, y por los que han sido injustamenle sometidos a en- j«ii i,imiento criminal. El motivo de responsabilidad, en 
este último caso, fundan I09 jurisconsultos en que los buenos 
ciudadanos, que tienen derecho a la protección del Gobierno, han sido víctimas inocentes por su taita de vigilancia

La legislación que rige en el Ecuador, no obstante 
ser tan frecuentes los saqueos, extorsiones, exacciones y abusos de diversas clases, restringe de manera tal la res­
ponsabilidad del Gobierno, que viene a resultar débil e 
ineficaz el concepto de protección del derecho. Nuestra historia de cerca de cien años demuestra que los ardientes como vanos anhelos de libertad, que nos conducen casi 
siempre a contiendas fratricidas, se sostienen a trueco del estéril sacrificio de otras ideas más elevadas, como la de orden, justicia, respeto al derecho, bienestar común, sociego 
público. Tiempo es ya de que los ecuatorianos tengamos clara visión de las cosas, y de que en el espíritu nacional 
surjan la conciencia del derecho y el imperio de la justicia,
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que sometan a juicio a Gobiernos ineptos, imprudentes o negligentes, para que los tribunales les declaren respon­sables de las orgías del despojo, promovidas las más ve­ces por una mezquina política de aldea.

El doreclio internacional moderno reputa derechos in­ternacionales los que diceu a la personalidad humana, por cuanto el hombre, sujeto de relaciones jurídicas, al propio tiempo que miembro de una determinada nación, lo es tam­bién del género humano. Resúmense en dos : el derecho de libertad, en virtud del cual el hombre elige el Estado a que quiere pertenecer; y el derecho de propiedad; por el que a nadie es lícito despojarle de aquello que le pertenece.La responsabilidad del Estado por los daños causados a extranjeros, bien provengan del Gobierno, bien de sus funcionarios, bien de los ciudadanos, está reconocida por Bluntschli, Eiore, Heffter, Oalvo, Sourdat, Cotelle, Dalloz y los publicistas y jurisconsultos más notables. Deducen esta responsabilidad ya del concepto de que si la naturaleza de las cosas no permite que la Soberanía incurra en respon­sabilidad penal, ningún principio de justicia o de convenien­cia pública se opone a que resarza los perjuicios causados por el Gobierno o sus agentes, y de que son hechos ilícitos 
todos los ataques contra la propiedad y los derechos funda­mentales de las personas que están bajo la tutela del Estado. Aún en el caso extremo de guerra internacional, distinguen 
los daños que se derivan del ejercicio legítimo del derecho de guerra de los que provienen de negligencia o imprudencia del Gobierno y de los hechos arbitrarios e ilegales que cons­tituyen una verdadera ofensa a los derechos y a la propie­dad de las personas. Para que se conozca cuáles son las ideas y los principios que en esta materia prevalecen, en la época presente, transcribimos las doctrinas de Eiore, que gozan de grande autoridad en todas las naciones cultas. Dice así: “ La guerra modifica indudablemente el principio 
general que declara sagrado e inviolable el derecho de pro­piedad ; deroga el derecho común por causa de la necesidad de la propia conservación y de las exigencias de la defensa; 
subordina el derecho individual al derecho y a los intereses colectivos; legitima, por último, ciertos actos que no pue~
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den ser lícitos durante la paz, pero en absoluto nien todo caso el principio general de derecho y equidad, que exige que todo el que haya sufrido un perjuicio directo, aunque sea por causa de utilidad pública, tenga derecho a la 
indemnización del daño sufrido.

“ Conviene, pues, establecer ciertas máximas generales 
para decidir si los particulares que no toman parte en la guerra y sufren, sin embargo, daños en su persona o bienes, tienen derecho a una indemnización. Esta cuestión es en extremo complicada, porque puede examinarse ante todo en sus relaciones con la ley interior de cada país, para decidir cuándo deben indemnizarse los daños y cómo puede ejer­citarse esta acción, cuál es la autoridad competente para decidir acerca de la acción por daños, esto es, si dicha ac­ción debe ejercitarse ante los Tribunales o por la vía administrativa, y dar lugar a todas las controversias que puedan surgir en la aplicación de las leyes que protegen los derechos civiles délos ciudadanos de un Estado desu propio Gobierno y que determinan la manera de ejerci­tar los derechos que se derivan de la ley.

“ Toda la cuestión se reduce, pues, a determinar las operaciones de guerra que por sí mismas constituyen la 
fuerza mayor. Respecto de este punto debe considerarse como regla fundamental la de no extender más allá de sus justos límites el concepto de la necesidad y de la fuerza ma­
yor que van inevitablemente unidas a la guerra, a fin de excluir de esta manera la obligación civil que tiene el Estado de indemnizar los daños causados.

“ No puede negarse que la guerra tiene el carácter de necesidad fatal y de fuerza mayor; pero no todo lo que un 
Gobierno puede hacer y emprender por justas exigencias de la defensa en previsión de una guerra, o cuando ya ésta se baya declarado, tiene por sí mismo el carácter de necesidad 
fatal. La guerra inminente o declarada puede imponer 
como necesarios ciertos actos contra la propiedad privada y autorizar la expropiación por interés publico de la defensa militar; pero lo que la autoridad militar puede emprender 
por disposiciones estratégicas reviste siempre el carácter de empresa legítima por interés público, mas no siempre el de 
la fatal necesidad, que deberá restringirse a los actos lleva­
dos a cabo durante el combate y necesarios para resistir al 
enemigo que ataca o avanza para comenzar la lucha. El
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no distinguir una cosa de otra conduce a falsear el fun­
damento jurídico de los daños de guerra, de la naturaleza de la acción, y de la obligación de indemnizar aquéllos.

“ A los daños ocasionados por interés público de defensa militar se aplican las leyes relativas a las proce­dentes de la expropiación forzossa por causa de utilidad 
pública, puesto que aquéllos pueden considerarse por sí mismos como legitimados por la misma utilidad pública, mas no como voluntariamente ocasionados. Importa mu­cho no confundir estos daños cou los que son consecuencia imprevista e inevitable del combate, de lucha y de las ac­
tuales hostilidades, y  que revisten el carácter del for­tuito (quod nullum humanum consilium providero potest), o de la fuerza mayor (vin cu i resistí non potest). En efec­to, la confusión es de graves y trascendentales consecuen­cias prácticas, puesto que la obligación de la indemniza­ción de daños y el aspecto jurídico de la acción para obtener la compensación de éstos son diversos en uno y otro caso.

“Concluimos, pues, proponiendo las reglas siguientes:
a) Se extendería más de sus justos límites el

concepto de la necesidad fatal, si todo lo que puede hacerse o emprenderse con previo diseño del ataque de la defensa, 
y se reconozca preventivamente útil en caso do guerra inminente o efectiva, se quisiera considerar como medida urgente y necesaria;

b) El cencepto jurídico de la urgencia, y dél a necesi­
dad de la guerra, del cual se deriva el daño de guerra 
propiamente dicho, debe restringirse a todo que se hace o emprende al frente del enemigo, o donde se empeña la lucha con éste, o circunscribirlo al punto donde la acción 
militar se desenvuelve;

c) Solamente los daños sufridos por la propiedad pri­vada mientras está empeñado el combate o inmediatamente antes o después del mismo mientras el enemigo está presente, son los que deben considerarse como daños de guerra, y están por consiguiente, sujetos a las leyes y reglamentos que a ellos se refieren. Todas las demás destrucciones, desvas- taciones y expropiaciones de la propiedad privada ocurridas durante la guerra, fuera de dicho caso proceden también de la misma causa, esto es, de las supremas necesidades de la lucha; pero, como éstas, revistirían el carácter de 
medidas voluntarias y preventivas, si también el daño afee-
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taba el carácter de expropiación por causa de utilidad 
pública.“ Por lo que se refiere al reparto de los daños y perjui­cios entre ambos Gobiernos, debería considerarse como regla general que, como todas las cuestiones referentes a la guerra deben ser definitivamente arregladas por el trata­
do de paz, los daños y perjuicios ocasionados por aquella durante la invasión del ejército del uno en el territorio del otro, no deben ocasionar entre las partes nuevas cuestiones, pues de otro modo nacerían de ellas otros pretextos de guerra, y la paz sería precaria o poco duradera. Cada Gobierno 
debe, pues, soportar las pérdidas ocasionadas por la guerra en su propio territorio, e indemnizar a los particulares judicados, a no ser que se haya provisto expresamente a esto en el tratado de paz. Por lo demás, las indemnizacio­nes de guerra proveen ampliamente al resarcimiento de daños \ perjuicios ocasionados por la misma. Corresponde a cada Gobierno socorrer a los que sufrieran los males de la guerra, hasta donde el estado financiero lo consienta. No podrá pretenderse que los indemnice todos, porque esto sería impracticable e imposible. Los ciudadanos deben su­frir los males de la guerra, como cualquier otra calamidad pública, las inundaciones, los incendios, etc.; pero del mis­mo modo que el Gobierno debe socorrer a aquellos que 
son víctimas de las calamidades públicas, teniendo en cuen­ta la importancia de los males sufridos y de sus recursos 
financieros, así deben también, si no reparar por completo, disminuir en lo posible los males de los que fueron víctimas en la guerra. A esto deben proveer las leyes interiores” (').Los legisladores de 1888, cuando discutían y redacta­
ban el artículo Io. dé la ley de 17 de Julio, distinguieron cuidadosamente, para el efecto de la responsabilidad del 
Estado, los daños de la guerra de los otros que reconocen distinto origen, aunque sean ocasionados en guerra interna­cional y civil, o por asonadas o motines. La guerra inter­
nacional, si bien acarrea calamidades inevitables, no es 
bandera con que se cubren iniquidades horribles, crímenes sin castigo y males sin reparación. ¡ Cuán ligeros son, pues, los que juzgan que un simple motín, que nada tiene 
de comparable con la guerra internacional, es un “ fenóme-

(1 1 Tratado de derecho internacional público, tomo 4°., números 1853, 1854 y 1857. ’ *
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no causa de gran variedad de daños” que no deben indem­nizarse por el gobierno, aunque se llamen “ saqueo, asesina­
to, incendio, etc.” ! “ En ningún caso, dice Fiore, puede ser lícito autorizar el saqueo de las ciudades tomadas por asalto ni exhortar y estimular a las tropas con semejante promesa en el momento de la acción. Algunos publicistas antiguos creen que esta bárbara costumbre puede justificar­se como medida excepcional de castigo en circunstancias extraordinarias, y así opinaba Martens; pero nosotros no admitimos excepción alguna a la regla general, y sostene­mos que el despojo forzado de los particulares es por sí mismo un delito, y no puede ser nunca lícito durante la guerra. Tampoco sería una excusa suficiente, por parte de un jefe, la de no haber podido contener el ímpetu de los soldados que, careciendo de los medios de subsistencia, tenían necesidad de proveer sin demora a satisfacer sus necesidades.Esta sería, en realidad, una excusa verdaderamente censurable que implicaría, por una parte, la responsabilidad del Gobierno que, con una imprevisión deplorable, hubiese colocado en tal situación a las tropas, y, por otra, la respon­sabilidad del jefe, impotente para impedir tan indigno 
procedimiento, que desmoraliza a los soldados y quebranta siempre la disciplina militar.“Se debe, pues, considerar como una regla de derecho internacional, que en ningún caso ni circunstancia puede ser excusable el saqueo de las ciudades enemigas” (') .Después del sitio y asalto de San Quintín, las tropas alemanas que estaban al servicio de Felipe II, se entre­
garon al saqueo y a todo género de abominaciones. lío  obstante los esfuerzos poderosos del monarca y del ejército español por contenerlos, fue imposible, pues apenas logra­ron salvar el honor de tres mil mujeres en la iglesia y en las tiendas del duque de Saboya. Ese rey fanático, autor de inauditas crueldades en los Países Bajos y en España, en el siglo X VI, dispuso moderada indemnización de per­juicios en favor de las víctimas. Hay, sin embargo, Go­bierno, en un hermoso rincón de América, en el comienzo del siglo XX, que manda proponer recurso de queja contra la Corte Suprema de Justicia, por haber condenado al Fis­
co, de conformidad con leyes claras y terminantes, al resar­
cimiento del daño causado por saqueo!!

(1) Tratado de derecho internacional público, tomo 4°., número 1511.
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La Corte Suprema, pues, estuvo en lo justo al con­denar al Fisco a la indemnización demandada por el 
ciudadano español Sr. Manuel Pardo; y aún suponiendo, sin consentirlo, que el acontecimiento político del 11 de Agosto de 1911 que precedió al robo a mano armada del almacén de ese ciudadano hubiera sido, no lo que fue — insurrección — sino motín, y la Corte hubiera esti­mado que no lo fuó, así y todo, no habría quebrantado ley alguna expresa, sino cometido un error de hecho en la apreciación de aquel movimiento; y los errores de he­cho no pueden legalmente fundar, no fundan la acción 
llamada de queja.

Concluiremos este capítulo con el estudio del auto de 23 de Noviembre de 1912, ya que también a él se extiende la acción de queja.Contestada por el Agente Fiscal, por excesiva, en su concepto, la cuantía de la indemnización reclamada por el ciudadano español Sr. Pardo, como a juicio de la Cor­te fuera insuficiente la prueba por él rendida para esta­
blecerla, creyó ella, la Corte, llegado el caso del artículo 318 del Código de procedimiento, y, en la sentencia, de­claradora de la responsabilidad del Fisco, mandó pagase 
la diferencia que resultara de la comparación del valor del almacén del Sr. Pardo, inmediatamente antes de sa­queado, con el valor de las mercaderías encontradas en ól, y de las vendidas o de otro modo dispuestas después do ese acontecimiento; y para la determinación del pri­mero de los indicados valores que habían de servir de términos de la comparación, señaló, como bases, el catas­tro de contribuyentes por el año 1911 y las facturas de las 
mercaderías entradas al mismo establecimiento con pos­terioridad a la fecha del Catastro hasta aquella en que el saqueo se realizó — 11 de Agosto de 1911 — de con­
formidad con lo que constase de los libros Diario y Mayor.

No tenemos para qué consignar aquí que lo que la sen­tencia dispuso en orden a la determinación de la dife­rencia, era todo lo que podía disponer para que esa de­
terminación resultase justa, y, en lo posible, próxima a
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la verdad; pero sí debemos llamar la atención sobro los motivos que la Corte tuvo para señalar en ella, como una de las bases de la comparación de los dos valeros, la importantísima del Catastro: la señaló, porque supuso legalmente su existencia a la fecha del fallo, y porque ninguna otra prueba mejor que ese documento público, formado y aprobado como lo manda la Ley de Contri­bución general, podía suministrar un dato exacto, deter- minador, con los otros, del valor del almacén a la fecha 
del saqueo.

Pero es el caso, que el Catastro de contribuyentes que la Corte supuso, legal mente, se había formado y aprobado con la debida opartunidad—en el tiempo seña­
lado en la ley respectiva—no lo fuera sino en Noviem­
bre del año 1911, esto es, con posterioridad a los sucesos po­líticos de Agosto, según lo observó y demostró, con el informe auténtico del Gobernador, el Sr. Pardo, cuando notificado de la sentencia; y así vino a resultar que la se­ñalada base del Catastro, para el cálculo, fuese falsa, que, 
al fijarla, la Corte había padecido involuntario error, dan­do por existente lo que en verdad no existía, por incu­
ria de los empleados públicos encargados por ley de la formación de aquél valioso público documento.En vista, pues, de este error, el Sr. Pardo, con el nombre do aclaración de la sentencia, pidió, de seguida, que la Corte lo enmendase. Y decimos con el nombre de aclaración, porque de aclaración no tenía sino el nombre: nada había oscuro en el fallo, y, precisamente, el punto a que se refería — la fijación del Catastro co­
mo base de la liquidación — era claro, muy claro. La rectificación del involuntario error, eso pedía, repetimos, el Sr. Pardo; y como siempre y en todo caso ha do atenderse más que a las palabras a la esencia de los ca­sos, jamás podía ser su solicitud de otra manera consi­
derada. Y así, considerada en el sentido que debía ser­lo, tampoco podía ser otra la resolución de la Corte que la que ella expidió — la rectificación del error.Y qué error era ese en que la Corte había encurri- 
do? y podía ella legalmente, corregirlo?Consiste el error de hecho, en la falsa creencia que 
uno tiene de que tal cosa ha sucedido o no ha sucedido; y error de hecho fué, pues, el en que incurió la Corte, involuntariamente, al suponer, conforme a la ley del ca­
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ro, formado y aprobado el Catastro de contribuyentes 
por el año 1911 cuando no lo había sido.Ahora bien: es acaso tan absoluta la regla del ar­
tículo 321 de nuestra legislación procesal que impida la rectificación de un error de hecho pedida por uno de los litigantes y aceptada por el otro? ¿Ha de prevalecer él sobre la realidad de las cosas, sobre la razón, sobre el buen sentido, sobre el mutuo consentimiento de las partes? ¿Ha de cambiarse en verdadero lo que para to­dos es evidentemente falso? ¿Ha de hacer posible lo que 
es físicamente imposible? Por error de hecho, en la sentencia de un juicio de servidumbre de acueducto, se manda construir ésto por parajes a lo» que, por las le­yes hidráulicas, es imposible que llegue el agua; en otra, se dispone demoler la casa del demandante, nueva y buena, en lugar de la del demandado, que amenaza rui­na. Pudieran multiplicarse los ejemplos de sentencias que comprenden errores de hecho que se deducen y cons­tan evidentemente de los autos, documentos y pruebas que obran en el mismo proceso. Los que se aferran a la letra muerta de la ley que prescribe que en ningún caso se altera el sentido de la sentencia, la entienden do modo tan amplio, y confunden las cosas y los casos, sin sujetarse a los preceptos soberanos de la razón y de la justicia formulados en los principios de la ciencia; y para ellos ha escrito el siguiente pensamiento el célebre Pacón: Las leyes que deben servir de antorchas para alumbrar nuestro camino en medio de la sociedad, serían otras tantas trabas que nos impedirían continuamente paso". El más eminente de nuestros jurisconsultos, el l)r. L. F. Borja, aún en el caso extremo de estar ejecu­toriada la sentencia, acepta para determinados casos el 
principio de corrección de la misma por el juez que de­be ejecutarla (1 ) .

En materia criminal son mucho más desastrosas las consecuencias de los errores judiciales, a entenderse de modo absoluto la regla de no poderse alterar el sentido 
de la sentencia. Agotados los recursos de nulidad y re 
visión respecto de una sentencia condenatoria, cumplien­do el presunto reo su pena en el presidio, aparecen con 
una evidencia abrumadora el cohecho de los testigos y

(1). Estudios sobre el Código Civil Chileno, tomo 1°., N°. 28.
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pruebas abundantes como decisivas contra el verdadero culpable: ¿se podrá corregir el error de hecho de aque­lla sentencia? Los partidarios ciegos de la letra muerta de la ley dirían: no se puede en ningún caso alterar el 
sentido de las sentencias. y vieran impasibles que el ino­cente acabe su existencia en injusta prisión. uLa pena 
que recaiga sobre un inocente, dice Nicolás Franmarino Dei Malatesta, turbará la tranquilidad social más aún de lo que la había turbado el delito especial que se per­
sigue; porque todos temerán verse alguna vez víctimas de un error judicial. Que se produzca en la conciencia social la duda acerca de la aplicación equivocada de la pena, y ésta dejará de ser la seguridad de las gentes honradas para convertirse en la gran perturbadora de aquella misma tranquilidad que está llamada a reafir­mar; no será, en efecto, la defensora del derecho, sino la fuerza ciega que puede oponerse y vulnerar el derecho mismo. Si la pena pudiera recaer también sobre quien no es un reo cierto, el miedo que las agresiones de los individuos a nuestros derechos producirían, sería mucho menor que el que inspirarían las agresiones de yarte de la ley. Contra las fuerzas del individuo agresor, pueden oponerse siempre, al fin y al cabo, las fuerzas del agre­dido; la lucha es de hombre a hombre. Pero lo que in­timidaría al más animoso serían las agresiones consuma­das por la ley misma contra nuestro derecho; todos pen­sarían de qué modo, bajo el falso nombre y la falsa  - 
visa de la justicia social, puede la sociedad entera en un momento dado caer sobre la persona individual, hasta aniquilarla y hundirla, como grano de trigo bajo la ac- cción de las máquinas de potente molino. El símbolo propio de la justicia, no sería ya la matrona que tiene 
la frente olímpicamente serena, y que pesa las acciones humanas, no; la justicia no aparecería a los ciudadanos, buenos o malvados, sino como una diosa imponente, monstruosamente ciega y sorda a verdad: en su figu­ra se verían las líneas y sombras, con las cuales la ima­ginación antigua debía revestir la terrible e impenetrable 
figura del Factum” .

El artículo 321 del Código de enjuiciamientos civi­
les, no comprende, no puede comprender a los errores 
de hecho, propiamente tales, de que adolezca la sentencia, 
los que deben ser corregidos por el mismo juez o tribu­
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nal qne la pronunció. Lo que no puede revocarse ni reformarse es todo cuanto atañe a los fundamentos obje­
tivos y subjetivos de la sentencia, íntimamente ligados entre sí; pero el error de hecho, a causa de ser error, no forma parte esencial de esos fundamentos, ni tiene con ellos conexión lógica, y, por lo mismo, no hay inconve­niente alguno en corregirlo. La enmienda del error de 
hecho no altera, pues, en lo más mínimo el sentido de la sentencia, la cual, por razón de ser sentencia, ha de estar exenta de todo elemento que impida sea la expre­sión de la verdad jurídica en una causa determinada. La fuente de nuestra legislación procesal se encuentra en las antiquísimas leyes españolas, de donde se ha 
tomado el citado artículo; y, sin embargo, la ley 13, tí­tulo, 22 y las leyes 1 y 2 título 26 de la Part. 3 acep­tan hasta la revocación de la sentencia, dentro de vein­te años, cuando hubiere sido expedida sobre la base de escrituras o testigos falsos ( 1 ) .El Código de enjuiciamientos de Italia establece la 
institución de revocación de sentencia, como recurso extraordinario, para corregir los errores de hecho que ella contenga, institución que ha sido adoptada por casi todas las legislaciones modernas. Acerca de esta mate­ria, cedamos la palabra a Luis Mattirolo, quien al tratar del artículo 491 del Código Italiano, dice: “Los recursos 
extraordinarios concedidos a las partes son: la demanda de revocación y el recurso de casación; aquella, por los errores de hecho, y éste, por los de derecho. El uno es independiente del otro, y se pueden ejercitar sucesiva y aún simultáneamente en el Tribunal y en la forma pro­pia de cada uno de ellos”.

“ El error que recae sobre el hecho puede ser de criterio o de hecho propiamente , según se derivade la falsa apreciación de un hecho conocido o de la 
falta do exacto conocimiento de los elementos qne cons­
tituyen un hecho determinado. Contra los de criterio en la apreciación del hecho no procede nunca el reme­dio de la revocación ni ningún otro recurso extraordina­
rio. Este, en cambio, se concede contra los errores de

(1). Sobre el verdadero sentido del artículo, véase a Manreza, Miguel y Rens, tomo 3°., página 558 de la obra L e y  de  e n ju ic ia m ie n to  c iv i l .
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hecho propiamente dichos, en los cinco casos taxativa­mente especificados en el artículo 494 del Código de pro­cedimientos, o sea:
Io. Si la sentencia ha recaído por dolo de una de las partes en perjuicio de la otra.
2o. Si se ha juzgado con arreglo a documentos re­conocidos o declarados falsos después de la sentencia, o que la parte que haya sucumbido ignorase que habían sido reconocidos o declarados falsos antes de dictarseaquélla.
3o. Si después de la sentencia so ha recuperado un dooumento decisivo que no ha podido presentarse antes por causa de la parte contraria.
4o. Si la sentencia fuera efecto de error de hecho que resulte de los actos y documentos que obren en el pleito”.
Existirá este error cuando la decisión so haya fun­dado en la suposición de un hecho cuya falsedad sepruebe, o cuando se suponga la inexistencia de otro cuya verdad esté probada, y tanto en uno como en otro ca­so, cuando el hecho no sea un punto controvertido sobreel cual haya fallado la sentencia.5o. Si la sentencia fuere contraria a otra anterior, firme, en la que hayan intervenido las mismas partes y verse sobre el mismo asunto, sin que en el juicio en que la sentencia se dictó se propusiere la excepción de cosa juzgada ”.“El recurso de revocación, como extraordinario, de­bería lógicamente proceder sólo contra las sentencias que 

no son susceptibles de recursos ordinarios. En aplicación de este principio, el legislador, en los artículos 494 y 495, establece que podrán ser revocadas, a instancia de parte, en virtud de alguno de los cinco motivos de que habla el artículo 494, las sentencias pronunciadas en contradictorio y en apelación; pero después añade que pueden también ser revocadas a instancia de la parte 
interesada, vencidos los términos establecidos para la opo­sición o para la apelación en los casos indicados en los 
tres primeros números del artículo 494:Io. Las sentencias en rebeldía dictadas en segunda 
instancia.

2o. Las sentencias dictadas en primera instancia, tanto en contradictorio como en rebeldía, incluso las de
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los conciliadores. Las sentencias de los conciliadores po­drán además ser revocadas en el caso indicado en el 
número 5o. del artículo 494”.“ Cuando la sentencia tenga varios extremos, la re­
vocación se admitirá por sólo aquéllos respecto de los cuales exista causa legítima de revocación y por los que 
dependan de éstos”.“La demanda de revocación se propone ante la mis­ma Autoridad judicial que dictó sentencia impugnada; pero no es necesario que sobre la misma fallen los mis­mos jueces que la dictaron. La demanda se hará por citación que contenga los motivos. El término perento­rio para proponer la revocación es el establecido para apelar en el artículo 485. Pero no corre siempre desde la misma fecha. En efecto; si el título en que se apo­
ya la demanda es uno de los indicados en los núme­ros 4 v 5 del artículo 494, el término comenzará a co­rrer desde el día de la notificación de la sentencia; si, 
por el contrario, dicho título está entre los enumerados en los números 1, 2 y 3 del mismo artículo, el legisla­
dor (derogando el principio general establecido en el 467) dispone quo “ el término corre solamente desde el día en que la falsedad, reconocida o declarada antes de la sentencia, fuó descubierta por quien propone la revo­cación, o desde el día eu que fuó reconocida o declara­da después de la sentencia, o descubierto el dolo o recu­
perado el documento, siempre que en estos casos haya prueba escrita en que conste el día del descubrimtento o de la recuperación”.

“La demanda de revocación por adhesión se propon­drá en la forma y en el término que establece el artí­culo 479 para hacer la adhesión a la oposición a la sen­tencia en rebeldía”.
“El distinto punto de partida del término, según el motivo sobre que se funda la demanda de revocación, influye también en el diferente modo como se ha de no­tificar la demanda; si ésta se propuso dentro de los cien­

to ochenta días de la notificación de la sentencia, se de­be notificar en la forma prescrita para la apelación, o 
sea como la sentencia, al tenor de los artículos 367, 396 
y 437; por el contrario, si se propone después de dicho término, debe notificarse en la forma establecida para el acto de citación”.
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“El legislador, a ña de impedir que se ejerciten lo­ca y temeriamente los recursos extraordinarios contra las sentencias, quiere que si la demanda con la cual se hace valer uno de estos recursos es rechazada, el que la propone sea condenado al pago de una multa, a más de las costas del juicio y el resarcimiento de daños, si ha lugar”.
La cuantía de tal multa varía según la Autoridad que dictó la sentencia impugnada con la demanda de revocación. Y la parte que la propone debe probar, con recibo del tesore­ro, que depositó dicha suma; de lo contrario, su demanda será rechazada de oficio.— Cuando con una sola demanda se impugnan varias sentencias pronunciadas en un mismo juicio, basta un solo depósito. E igualmente, mediante un solo depósito, varias personas que tienen el mismo interós pueden proponer aun con una sola demanda la revocación. Están dispensados del depósito: Io. Las administraciones del Estado. 2o. Las personas admitidas al beneficio de pobreza para proponer la revocación; éstas últimas, al proponerla, deberán indicar la sentencia que les concedió 

dicho beneficio”.
“ Es principio general que la demanda de revocación, 

como que constituye el ejercicio de un recurso extraordi­nario, no impide la ejecución de la sentencia impugnada. Pero el legislador deroga este principio en casos especiales; y además permite, en tesis general, que la Autoridad judicial ante quien se propone la demanda de revocación declare por motivos graves suspendida la ejecución. Y si la senten­cia impugnada fue dictada en otra causa, la Autoridad judicial ante quien pende ésta última puede suspender el curso de dicha causa”.
“ El magistrado llamado a juzgar de la demanda de revocación debe primero examinar: a) si la demanda se propuso en la forma y término legales; b) si la sentencia impugnada figura entre las que son susceptibles de revoca­ción ; c) si el error de hecho alegado por el actor es uno de los que, según los artículos 494 y 495, dan lugar a la revocación y si tal error existe realmente: dado que el resultado de todas estas indagaciones sea afirmativo, el magistrado que admite la revocación, ordenará la restitución de la suma depositada y remitirá a las partes al estado en que estaban antes de la sentencia; por consiguiente, se procederá a discutir el fondo de la cuestión. Pero puede suceder que la instrucción ya completa de la causa permita al juez:
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pronunciar simultáneamente sobre la cuestión prejudicial 
de la admisión de la demanda y sobre el fondo; y le permite hacer esto en una sola sentencia, en la que se proveerá también a la restitución de cuánto se ha conseguido en 
ejecución de la sentencia revocada“ Contra esta sentencia no se admite la demanda de 
revocación; se puede, en cambio, proponer el recurso de casación si se trata de sentencia dictada en causa por re­vocación de sentencia inapelable, y apelar de la dictada en el juicio de revocación de las sentencias dictadas en el número 2 del artículo 495, salvo que la sentencia dictada sea de conciliador, y verse sobre controversia cuyo valor no exeda de 50 liras. Además, el demandado rebelde en la causa de revocación podrá hacer oposición a la sentencia en 
los casos y formas establecidas por las reglas que rigen este recurso extraordinario” (*).Nuestra ley procesal, excepto el artículo 335 que admite la corrección del error de cálculo, nada lia establecido para enmendar los otros errores de hecho de que pnede adolecer una sentencia, mucho más graves y mucho más trascendentales que aquél. Hay, pues, en esta materia, 
no oscuridad de la ley, sino falta absoluta de ella; y, en tal caso, los jueces y tribunales están obligados a fallar, 
como lo ha hecho la Corte Suprema en el incidente del Señor Pardo, en cumplimiento de lo prescrito en los artículos 19 del Código civil y 324 del de enjuiciamientos.Pero no es esto todo. Si no se aceptare el principio que acabamos de exponer, tendrase que convenir, inde­fectiblemente, en que el error de hecho que contiene la sentencia dice al cálculo, y que la Corte, por lo mismo, pudo rectificarlo, como lo rectificó, por el auto posterior 
(artículo 330 del Código de enjuiciamientos). Y dice al cálculo ese error, no hay cómo dudar, porque, si cálculo 
es cómputo,es cuenta, errónea habría sido la cuenta,erróneo el cálculo mandado practicar en la sentencia, por ser falso, por no existir uno de sus elementos — el catastro 
de contribuyentes que el Tribunal supuso existente. Y si puede el juez corregir el error de cálculo, también puede

59,
( 1 ). SO y Instituciones de derecho procesal civil, tomo 2°., páginas 56, 57, 58, 61.
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corregir el de alguno o de algunos de sus elementos, porque, precisamente, el cálculo es erróneo cuando erró­neos son sus elementos.
Uno de los factores de la cuenta de perjuicios de­mandados por el Señor Pardo que señaló la sentencia fué el expresado Catastro que ella supuso, con razón, exis­tente desde antes del 11 de Agosto, Catastro que, junto con las facturas a que la misma sentencia se refiere, debían servir para fijar el haber, digamos, de la cuenta; y no es cierto que, faltando el Catastro, también llegaba a faltar 

uno de los elementos principalísimos de ese mismo ?Según la sentencia, del h a b e r ,fijado como ella indica, debía deducirse el debe de la cuenta, y de la comparación del úno con el otro debía resultar la diferencia, la diferencia de la cuenta de perjuicios que al Señor Pardo se debía abonar; y no es cierto que, siendo erróneo el haber, por la falta de la base del Catastro, erróneos tenían que ser el debey la diferenciad Luego estuvo la Corteen el deber 
de corregir ella el error, pues de otra suerte no habría sido posible la liquidación, e imposible habría sido la de­
terminación de la diferencia.

Dispone el juez en el fallo, que, en la liquidación del crédito materia de la demanda, se abone al deudor el 
valor del recibo que, tomado de los libros del acreedor debía constar en el proceso, y no consta: en qué error habrá incurrido el juez? en involuntario error de hecho, relativo al cálculo, esto es, a la cuenta de lo que debe pagar el deudor. Podrá corregirlo? indudablemente que 
sí, porque, si no lo corrigiere, la cuenta de lo que él, el deudor, debe pagar resultará mayor. Y el juez lo corrige, y dispone que, como no consta del proceso el recibo, para practicar la liquidación, se tome copia de él de los libros del acreedor, lío  habría el juez en este caso precedido 
con estricta sujeción a la justicia y la ley?

Pactor principalísimo para fijar el haber de la cuenta 
de los perjuicios que debían indemnizarse al Señor Pardo era el Catastro, Catastro que debió existir, aprobado, desde Enero de 1911; pero, con infracción y todo de la ley, no se lo había formado y aprobado sino en Noviembre del mismo año: conocido este particular por la Corte, qué debió hacer? No subsanado el error, erróneo tenía que ser el haber y errónea la diferencia: debía, pues, corregir el error, y lo corrigió, y, en consecuencia, dispuso, como

Biblioteca Nacional del Ecuador "Eugenio Espejo"



«ONTRA LA CORTK SUPREMA 75

debía disponer, que, pues no existía el Catastro, se tomasen en cuenta, para la liquidación, todo lo que se hubiera aprecia­
do para lijar en él el valor del almacén del Señor Pardo: libros, cuentas, facturas; esto es, que se tomase en consira- ción en vez del resultado, que no existía, los factores, a fin de llegar con estos a determinarlo. Y correctamente proce­dió la Corte en esto. Dos y nueve, once; pero el juez, en la sentencia, expresa que son veinte, y manda que veinte pagae el deudor en vez de once: que liará el juez, manifestado su error? corregirlo; y cómo lo corregirá ? sir­viéndose de los mismos factores, declarará que dos y nueve son once, no veinte, y que sólo once debe pagar el deudor.Y nótese que la Corte al proceder como procedió, no alteró, ni reformó, ni revocó la sentencia, como maliciosa­
mente expresan el ex-Ministro Carrera, de feliz memoria, y el Ministro Fiscal: corrigió el error de hecho que contenía, y no más. El Señor Pardo manifestó el error y, con el nombre de aclaración, solicitó su corrección; pero la palabra no dice a la eseucia de la cosa, y por otra parte, el juez está en el deber legal de suplir las omisiones de derecho en que incurran las partes.

En resumen: las resoluciones expedidas en el juicio del Señor Pardo y el Fisco, guardan estricta conformidad 
con las leyes sustantivas y adjetivas que les conciernen.
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Errores e incorrecciones del Ministro Fiscal de la Corte Suprema

El escrito  de queja, sin orden lógico en las ideas y sin método alguno en la exposición, contiene inexactitudes sobre puntos de hecho y un cúmulo de errores de derecho alegados como fundamentos incontrovertibles del recurso de queja. La labor de refutar los más principales de ellos en que, bien a pesar nuestro, emprendemos, atribuyase a la necesidad de la defensa, y no al nada hidalgo propósito de hacer constar la falta de conocimientos jurídicos del doctor Emilio Uquillas.En varios pasajes del escrito de queja trata el Mi­nistro Eiscal del robo y del saqueo cometidos en el al­macén del señor Pardo en la noche del once de Agosto 
como si fuesen dos diferentes causas generadoras de perjuicios; opina además, que era necesario justificar que “se verificó 
el robo y se llevó a cabo el saqueo”. Iso son dos delitos distintos, sino una sola infracción, de la cual se derivan diversos efectos jurídicos; pues, todo el mundo sabe que saqueo es robo cometido con violencia, por soldados. Bas­tante firme se encuentra la jurisprudencia de todos los 
países, en este punto, y muy conforme con el sentido natural y obvio que da a la palabra el diccionario de la lengua,
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para detenernos en inútiles consideraciones. Caen, pues, 
de su propio peso todos los pretensos fundamentos que 
tienen su origen en este error.Afirma el Ministro Fiscal que la Corte Suprema, 
en la sentencia de 28 de octubre y el auto de 25 de noviembre, expedidos en el juicio del Señor Pardo con el Fisco, “ declara y reconoce legal y plenamente comprobado el cuerpo del delito”. Esta aseveración es absolutamente inexac­ta, porque el Tribunal no ba hecho tal declaratoria, ni ha establecido tal reconocimiento, los cuales, por otra parte, sobre innecesarios, habrían sido desaciertos imperdonables, ya que el juicio que sustanció y resolvió fue civil, no criminal — el de indemnización de perjuicios.Es admisible la prueba de testigos en todos los juicios que, por delitos y cuasidelitos se sigan, cualquiera que sea el valor de la demanda, en fuerza de la excepción hecha en el último inciso del artículo 1701 del Oódigo civil; pues, por la naturaleza misma de los cosas, resulta imposible obtener prueba escrita del hecho ilícito causa eficiente de 
obligaciones civiles. El Código de la República Oriental del Uruguay, uno de los mejores de las naciones sudame­ricanas, en el número Io. del artículo 1573, establece la 
regla de la admisibilidad de la prueba testimonial en las obligaciones que se forman sin convención. El artículo 
3348 del Oódigo de Xapoleón trae idéntica disposición que el nuestro, y es de notar que puntualiza los diversos ca­
sos de imposibilidad, entre los cuales comprende, en el ordinal primero, las obligaciones provenientes de cuasicon­tratos, delitos y cuasidelitos. Cuando se discutió el proyecto, el Consejero de Estado Bigot-Preameneu, decía: “ Final­mente, la regla recibe aún otra excepción en todos los casos en que no ha sido posible al acreedor procurarse una 
prueba literal de la obligación que se contrajo a su favor. El proyecto, conforme en esto a todas las antiguas máximas, 
enumera los casos en que tiene lugar esta excepción, y son: en las obligaciones que nacen de los cuasicontratos, y en las que nacen de los delitos y cuasidelitos. En estas el reo se obliga, por el mero hecho, a reparar el daño que haya causado” ( 1).

(1). Discursos pronunciados al tiempo de redactarse el Código de Napoleón, tomo 2°., pág. 292.
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El íiltimo inciso del citado artículo 1701 no so halla derogado por la ley especial de 8 de Agosto de 1888 sobre 
reclamaciones contra la Hacienda; y antes bien, en vez de excluir el testimonio humano, lo acepta.

En cuanto a la prueba de la preexistencia de qne habla el artículo 6°., “ no es obligatoria para el demandante, quien puede, si le place, rendirla, eso sí, en la forma de­terminada por la ley de procedimiento criminal. Y la rindió, en efecto, el Señor Pardo; de suerte que la Corte Suprema la aceptó, por no tener reparo legal que hacer. Sin embargo, son bien originales y aún contradictorias las ideas que acerca de preexistencia manifiesta el Minis­tro Eiscal en el escrito de queja. Si todo ladrón, para ejecutar el robo, evita la presencia de testigos, como muy bien lo dice ¿por qué pretende que el Señor Pardo justifique con la “ deposición uniforme de dos o más testigos’’ (pie todas las alhajas y cosas saqueadas estuvieron precisamente “ en las vitrinas de su almacén”, y rechaza la prueba con que demostró que se hallaron en el lugar del estableci­miento? ¿Qué apoyo jurídico tiene la singular observación de que no es aceptable la prueba del actor, sobre preexis­tencia por no demostrar que estuvieron en las vitrinas del establecimiento del Señor Pardo “ las mercancías que quedaron después del robo, ni las que recobró la Policía”? Atento el artículo 75 del Código de enjuiciamientos en materia criminal, que acepta hasta la deposición del dueño, si fuere honrado y de buena fama, ¿cómo se podrá entender lo que el Ministro Eiscal denomina “ indicios opresun­ciones de la preexistencia de las cosas robadas”?El fondo del escrito de queja, el concepto capital que domina en todo él, redúcese a la confusión lamentable de los trámites del juicio criminal con los del civil, de las solemnidades peculiares del uno con las del otro y de las 
pruebas propias del primero con las del segundo. De aquí, el laberinto de errores de que el Ministro Eiscal no puede salir; de aquí que deduzca consecuencias absurdas, por inaplicables al caso de que se trata, como las siguientes:

I a.— Que el actor debió rendir pruebas que demuestren 
de un modo positivo la base de la condenación, con arre­
glo a lo dispuesto en el artículo 48 del Código de enjui­
ciamientos en material criminal:2a. — Que era necesario, previamente, comprobar el cuerpo del delito de robo y que existió la infracción:
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3*.— Que el cuerpo del delito debió justificarse con inspección de peritos juramentados y nombrados por el 
juez; y

4a.— Quo son “ irritas y nulas” las diligencias de re­conocimiento del almacén y avalúo de las mercaderías practicadas ante el Alcalde Cantonal y el Juez de Letras.“ Nada más antojadizo y arbitrario, dice el Mi­nistro Fiscal, que ciertas apreciaciones que se hacen en la sentencia que motiva este recurso, y sin embargo esas apreciaciones sirven de fundamento para condenar al Fisco al pago de una suma ingente. “ Uno fue el suceso político (el del 11 de Agosto), y otro el hecho del saqueo, y este se verificó después de consumado aquel No hay ley alguna que prescriba la manera de determinar cuándo principia y cuándo concluye un hecho, tan complejo como la revolución del 11 de Agosto. Tampoco hay ciencia alguna que contenga reglas o establezca principios para hacer tal determinación. Por consiguiente, los conceptos que dejo copiados, sin apoyo legal ni científico, no pasan de ser apreciaciones personales. Apesar de esto, de tales apreciaciones se ha deducido que los robos y saqueos per­petrados el 11 de Agosto no fueron hechos en plena revo­lución, ni fueron obra de asonadas y motines”. Hó aquí 
la vigorosa argumentación con que se defiende uno de los fundamentos del recurso de queja, y con la que se quiere dar a entender que todas las iniquidades que cometieron los soldados armados, durante los tres días seguidos, en las tiendas, almacenes y casas del Norte de la ciudad fueron una no interrumpida transformación política. Como se ve, el Ministro Fiscal es antojadizo de separar lo que de suyo es inseparable — robo y saqueo — y de confuudir 
en un solo concepto cosas enteramente distintas como la revolución y el motín.

A nada conduce el saber cuándo principia y cuándo concluye un hecho, porque con esta ociosa inquisición la ciencia y la sociedad no obtienen beneficio alguno: lo que importa descubrir es si son o no dos hechos distintos entre sí, y cómo se establece esa distinción, para contemplarlos 
y estimarlos en su verdadero punto de vista. La atenta 
observación de los hechos internos ha prestado a la psicolo­gía el servicio de precisar la diferencia que existe entre 
los fenómenos de la conciencia y del sentido íntimo, según 
que el yo se da cuenta de sí mismo o de sus actos. En
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el admirable análisis que Cousin hace de la libertad, se fija con exactitud la serie de diversos hechos internos que corresponden a la sensibilidad, a la conciencia y a la volun­tad, aún que todos ellos se efectúen instantáneamente. Al explicar Yillers la filosofía do Kant, establece que el acto se determina por el objeto propio o material al cual tiende una facultad cualquiera: así, la verdad es el objeto del entendimiento como el bien lo es de la voluntad, y 
quedan especificados y distinguidos los actos intelectuales de los volitivos.

Lo propio es aplicable a todos lo* hechos que caen bajo el dominio de la jurisprudencia, ciencia complicada y difícil que descanza sobre los más fundamentales prin­cipios de la filosofía. Unos cuantos malhechores penetran por medio de violencia en la casa ajena, rompen las cerra­duras del depósito en que se guarda dinero y se lo roban; matan al dueño de él y hieren a sus sirvientes, y todo esto en breves momentos, en menos de una hora. Guiados por el buen sentido, todos los hombres de sana razón perciben con claridad la serie de hechos diversos que han pasado en aquella casa, y juzgan y discurren acerca de ellos, sin confundir los unos con los otros. La jurispru­dencia criminal, por su parte, aplica los principios a esos hechos, estudia la formación de ellos desde que surgió la idea en la mente de los autores hasta que se convirtió en obra, examina las circunstancias que acompañaron, inquiere el mayor o menor grado de perversidad, metódicamente 
los clasifica, y, por último, los distingue con los nombres de allanamiento, robo con fractura, asesinato y delito de 
heridas. Para el efecto de determinar la responsabilidad criminal y civil de los culpables, único problema que in­teresa a la sociedad y a la ciencia, de todo punto innecesario averiguar cuándo principió y cuándo concluyó cada uno 
de esos hechos.

El actor distinguió en el libelo de demanda y en la 
prueba testimonial que rindió, el suceso político, que tuvo lugar durante el día 11 de de Agosto, y el saqueo que, después de él, se efectuó por la noche del propio día. El representante del Eisco no contradijo lo aseverado en la demanda, ni impugnó la prueba del actor. Por lo tanto, la Corte Suprema, en la apreciación de estos hechos, probados en el juicio, no tuvo necesidad de recurrir a ley alguna para ilustrar su criterio, y al establecer en la senten­
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cia la Terda<l jurídica de ellos, conforme de toda conformidad con la realidad de los acontecimientos, no procedió arbi­
trariamente.Por último, es otro grave error del Ministro Fiscal pretender que a la controversia judicial del Señor Pardo se aplique el artículo 11 de la ley de 28 de Agosto de 1886, cuya primera parte copia en el escrito de queja, omitiendo la última, por ser completamente contraria a su intento. Cualquiera que lea el artículo notará que se refiere a los trastornos de la guerra civil, y todo lo acaecido en Quito el 11 de Agosto no fue guerra civil, aparte de que ese artículo, los anteriores y los subsiguientes sirven tan sólo para resolver las cuestiones que se susciten con los extranjeros por la vía administrativa o diplomática.Los jurisconsultos italianos tienen elevadísima idea del Ministerio Fiscal, y afirman que al través de los siglos y en la evolución histórica del derecho de todos los países, como uno de ellos se expresa, siempre se encuentra la austera figura del egregio representante de la ley. Cuando el senador Musió sostuvo en el Parlamento la necesidad de su abolición, fundándose en que el Fiscal es funciona­rio inútil, sumiso esclavo del Poder Ejecutivo y ciego instrumento de venganzas políticas, el Señor Pessina de­fendió la institución, pero con la ineludible reforma de que fuese absoluta su independencia del Gobierno. El sabio ma­
gistrado Bartolucci confirma esta opinión con las siguientes frases: “Si el orden judicial, comprendido el Ministerio público, parte notabilísima, no está constituido de un modo autónomo e independiente de la influencia del Gobierno en el ejercicio de su misión, la libertad y el derecho y todas las demás órdenes libres estarán continuamente ex­puestas a graves peligros’5 (*).

La Corte Suprema sustentó en las resoluciones expedi­
das en el juicio del Señor Pardo con el Fisco como en otras más, la doctrina de la responsabilidad del Estado en favor de nacionales y extranjeros, por los casos de saqueo; y la doctrina, según hemos demostrado, está apoyada en 
nuestro derecho positivo y en los inconcusos principios de jurisprudencia ¿y qué facultad legal, repetimos aquí, tiene

(1). La nuova riforma guidiziani in Italia, pág. 84.
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el Ministro Fiscal para deducir contra la Corte Supre- mala acción civil conocida con el nombre de recurso de queja a causa de la declaratoria de esa doctrina respetuosa de la ley y salvadora de la moral? ¿Qué ley le concedo la atribución de representar al Fisco en la primera y única instancia de este juicio civil? ¡Que jamás vuelva a re­petirse en el Ecuador el vergonzoso escándalo de que el Ministro Fiscal de la Corte Suprema, miembro de esta misma alta Corporación, por influencias indecorosas de un Ministro de Estado que se proponía satisfacer pueril ven­ganza, se preste a acusarla de haber expedido fallos inicuos, y funde la acusación, no siquiera en sofismas hábilmente urdidos, sino en garrafalísimos errores!

Quito, julio 24 de 1913.

JÍlbátj Jtfestanza.

Jtfanuel jŸîonfalvo. pacifico Villagomez-

Suis f . Sara.
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Quito

Señor Doctor.......................................................................... ..
Señor de mi distinguido aprecio:

Alentado por su exquisita cultura y benevolencia, me permi­
to solicitarle su muy autorizada opinión sobre este punto:

lLa prescripción de que habla el artículo 440 del Código 
de enjuiciamientos civiles se interrumcivilmente, por mero 
hecho de proponerse la acción a que dicho artículo se refiere o 
bien por leí citación de esta misma acción al juez contra quien 
se propone1

Anticipóle mis agradecimientos, y me suscribo su atto. y
8 . S .

Jj. jfilbán Jvfe$tanza.
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Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.
Ciudad.

Señor de mis distinguidas consideraciones:
Me creo muy honrado al dar a Ud. mi desautorizada opinión, respecto del punto jurídico que me indica en su aten­ta carta de ayer.
Yo creo y he sostenido en el foro, que el término de que 

habla el artículo 440 del Código de Enjuiciamientos Civiles, sólo se interrumpe civilmente por la citación del recurso de queja al querellado, que no por el mero hecho de haberse in­
tentado el recurso; pues éste es una demanda contra el Tri­
bunal o juez que falló el proceso, y deben aplicarse las dis­posiciones generales del Código de procedimiento» Civil, res­
pecto de la interrupción de la prescripción de que habla el 
artículo predicho.En apoyo de mi convicción le citaré el recurso de queja 
que, por i u fracción de ley expresa, propuso el doctor Justi- 
niano Estupiñán contra la Corte Suprema, entre los años de 
1886 a 89; y el Congreso declaró procedente la prescripción alegada por el Tribunal Supremo, fundándose en que, desde que se citó a las partes con el fallo materia del recurso, has­ta que se citó al Tribunal con la querella, habían transcurrido 
más de tres meses; y que, en consecuencia, era extemporáneo el recurso.

Recuerdo, que dentro de los noventa días recibió el Con­
sejo de Estado la demanda por intermedio del Gobernador 
de Esmeraldas; pero no se tomó en cuenta esta circunstancia.En el Archivo del Poder Legislativo debe existir el pro­
ceso, que le servirá de mucho, siquiera sea como argumento 
de autoridad.Reitero a Ud. mis distinguidas consideraciones y me sus­
cribo su atento y seguro Servidor.

Quito, Marzo 29 de 1913.

Víctor Orellana..
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Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.
Bien estimado señor doctor:

Por haber estado enfermo no contesté su atenta misiva 
del 26 del mes que termina en la que me pide mi opinión sobre si la prescripción de que halla el artículo 440 del Códi­go de Enjuiciamientos en materia civil se interrumpe por el 
mero hecho de proponerse el recurso de queja o por la cita­
ción de este recurso a aquél contra quien se propone.Reconociendo la competencia de Ud. para la acertada di­
lucidación de cualquier punto de derecho, paso a exponer a 
Ud. mi parecer sobre el que es materia de consulta.Atendiéndose a lo que se preceptúa en el número 2o. del 
artículo 117 del Código ya referido, no cabe ni dudar de que la suspensión de la prescripción se ha de contar no desde 
que se presenta el escrito de queja, sino desde la citación a 
la persona contra quieu se propone.

De Ud. afectísimo amigo y S. S.
C a r l o s  T . G ó m e z .

Quito, Abril I o. de 1913.

Cuenca, Abril 2 de 1913. 
Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.

Quito.
Muy apreciado Señor Doctor:

En el Congreso de 1887, al cual tuve la honra de con- 
currir como Diputado, ocurrió una discusión sobre el punto a 
que se contrae su estimable carta de fecha 25 del pasado. 
Recuerdo que entonces me empeñé en sostener que el llamado 
«recurso de queja» no es otra cosa que una acción de perjuicios; 
y que tratándose de una acción y de un caso de prescripción, 
expresamente mencionados en el artículo 630 del Código de En­
juiciamientos de aquella época, debía estimarse inaceptable un
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recurso de queja con el cual no se hubiese notificado al fun­
cionario respectivo dentro de los noventa días señalalados por la ley.

Por estos antecedentes comprenderá Ud. que me interesa­ría saber el sentido en que se resuelva el caso práctico que supongo tiene Ud. entre manos.
Soy de Ud. muy atto. y S. S.

R a f a e l  M. A k íz a g a .

Cuenca, Abril 3 de 1913. 
Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.

Quito.
Muy distinguido Doctor y amigo:

Por el correo anterior contesté la apreciada de Ud. en lá que se dignó preguntar mi parecer, respecto a la interrupción de la prescripción en el Recurso de Queja, manifestándole mi humilde opinión. Ahora, quiero, agregar lo siguiente:
I o. Se dirá que a los recursos no se aplican las disposi­ciones comunes de la prescripción, porque se hallan sujetos 

a reglas especiales. — No tenemos regla especial en el pará­
grafo del recurso de queja, luego la aplicación viene por ana­
logía, fundándola las reglas de los otros recursos: tampoco tenemos una disposición peculiar adecuada a todos los recur­
sos, para hacer que ésta prevalezca sobre las comunes de que 
trata el Código Civil.2o. Para cada uno de los cinco Recursos de que habla 
el artículo 371 del Código hay su regla particular, menos 
para el de queja, en efecto: por el artículo 374 la «apela­
ción» se propondrá dentro del término tatal de tres días. Se propondrá, es decir, basta presentar el escrito de apelación, 
aun cuando no se decrete ni notifique, quedando así asegura­
da, la apelación, en tiempo oportuno. Por el 393 la parte 
podrá interponer «el recurso de tercera instancia». Por el 422 podrá la parte proponer ante el mismo Juez «el recur­
so de hecho». De consiguiente, es bastante proponer el
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recurso para que no prescriba el término, en estos casos; 
lo cual no es aplicable al Recurso de Queja ora por que no ha querido el Legislador establecer idéntica Regla par­
ticular, ora porque el artículo 440 está redactado de dis­tinto modo de los otros. Si dijera, v. y g. — el recurso 
de queja se interpondrá dentro de tre3 meses — no habría 
dificultad alguna; pero dice así: — «La acción que se conce­de en esta sección ( s í! en esta sección que trata de la que­
ja, porque para los otros recursos ya hemos visto reglas particulares) prescribe en tres meses; luego es forzoso aplicar la ley común, o sea, que la prescripción se inte­
rrumpe con la citación de la demanda, esto es, con la no­
tificación del decreto, en el que el juez pide informe.3o. No es dable aplicar una disposición por analogía, si­
no cuando taita la propia ley (Regla 7 artículo 1860); y como para la acción que concede el artículo 440 tenemos ley 
propia, cnal es la del artículo 2.474, Código civil, resulta que 
está prescrita, y que no se ha interrumpido porque no se ha notificado conforme al número Io. del 2885Por otra parte, a los que llevasen la opinión contraria, 
les preguntaría: — ¿Cuando podré yo solicitar el abandono de 
un recurso de queja entablado dentro de los tres meses, y 
que no se me notifica jamás?— A los tres años, me dirán: — No, porque no se traba aún la litis, ni soy parte porque no se me hace saber nada: debo ser parte legítima para pedir el 
abandono, artículo 453; luego el funcionario viene a ser de 
peor condición, en este asunto, que cualquier otro litigante 
en los juicios; pues no me es dable pedir el abandono ni a 
los veinte años, y si después me notifican con el Recurso para 
que informe, no puedo alegar la prescripción, porque se dice 
que se inició dentro de los tres meses; lo cual sería absurdo.

Adjuntándole esos Ouadritos que son algo útiles, me repito de Ud. afectísimo amigo S. S. amigo.

R e m ig io  A s t u d il l o .
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Señor Doctor Don Belisario Albín Mestanza.
P resente .Señor de mis consideraciones.

En su atenta carta del 27 del mes próximo pasado, se 
sirve Ud. consultarme acerca del siguiente punto: ¿La pres­cripción de que habla el artículo 440 del Código de Enjui­
ciamientos civiles se interrumpe, civilmeute, por el mero he­
cho de proponerse el recurso de queja, o por la citación del mismo recurso a aquel contra quien se propone?La prescripción que extingue las acciones ajenas «se 
interrumpe civilmente por la demanda judicial, salvo los casos enumerados en el artículo 2.485», se lee en el inciso 3». del 
artículo 2.500 del Código Civil, y entre esos casos está pre­visto, como el primero, el en que la notificación con la de­
manda no haya sido hecha en la forma legal; de donde se desprende con toda claridad, ser la notificación de la demanda 
la diligencia judicial a la cual el Legislador ha dado la efi­
cacia de interrumpir civilmente la prescripción extintiva de 
las acciones ajenas.Lo que acabo de manifestar se halla corroborado por lo establecido en el número 2o. del artículo 2.505 del Código ya 
citado, pues, al tratar de ciertas accioues que prescriben en corto tiempo, dice que se interrumpe la prescripción de éstas 
«desde que hay requerimiento», esto es, no solamente deman­
da, sinó también orden o noticia dada al demandado con au­toridad pública.

Y que la mera demanda no puede, por sí sola, interrum­
pir la prescripción de las acciones ajenas, es tanto más evi­
dente, cuanto que el número 2°. del artículo 117 del Código de los enjuiciamientos civiles atribuye, expresamente, a la ci­tación de la demanda el efecto de «interrumpir la prescrip­
ción» .

Aun cuando otras legislaciones, como la de Francia, es­tablecieron, a más de la citación con la demanda, otros actos 
judiciales que llevan consigo la interrupción civil de la pres­
cripción, ninguna da este efecto a la sola demanda. El ar­tículo 2.244 del Código Civil francés, dice: «Une citation en 
justice, un commandomont ou uñé saisie, signifies à colmi qui’on on veut empêcher de proscrise, forment Y interruption civile».

Por lo expuesto, tengo la firme persuación de que es 
indispensable la citación con el recurso de queja para que

Quito, 4 de Abril de 1913.
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proceda la interrupción civil de la prescripción de que habla 
el artículo 440 del Código de los procedimientos civiles.Soy del Doctor Belisario Albán Mestanza su más obse­
cuente servidor.

V ic e n t e  E n r íq u e z  A.

Al Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.
Presente.

Muy considerado Señor:
Ayer recibí la carta que Ud. se ha dignado dirigirme con 

techa Io. de los corrientes, y absuelvo la consulta contenida en ella, en los términos que siguen:El derecho que concede el artículo 430 del Código de 
Enjuiciamientos en materia civil, es una acción judicial, cu­ya prescripción, como las otras de su clase, está sujeta a lo 
que establece el Parágrafo 3°., título XLII del Código Civil.Según el artículo 2.500 de este Código, la prescripción 
de las acciones se interrumpe por la demanda judicial.De creerse sería, por esto, que sólo la demanda inte­
rrumpe la prescripción de la referida acción; pero como dicho 
artículo deja a salvo los casos puntualizados por el 2.485 del citado Código, y entre éstas, se cuenta el de que la notifica­
ción de la demanda no hubiere sido hecha en la forma legal, 
dedúcese con toda evidencia, que sólo la demanda no surte el efecto de interrumpir la prescripción, sino la citación de ella.

Y así tiene de ser, considerados los fundamentos sobre 
que descausa esta institución civil, uno de los que consiste 
en el voluntario abandono del derecho del titular; abandono 
que no desaparece en el caso que nos ocupa, sino en virtud de la citación de la demanda.

Conforme con esto, el artículo 117 del Código primera­mente citado, cuenta entre los efectos de la citación de la demanda, el interrumpir la prescripción.
El recurso de queja no tiene de común con los otros 

recursos, sino el nombre de recurso, pues su naturaleza y los trámites a que se lo somete son muy diversos.
Esta es mi opinión que la estimo apoyada en la verdad, 

no por ser mía, sino porque ella está de acuerdo con la ley, 
con la de los escritores del derecho y con repetidas resolu-
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ciones de los Tribunales y Juzgados; opinión que la someto, sinembargo, al ilustrado criterio de Ud.
Aprovecho de esta oportunidad para saludarle y quedar su muy atto. servidor.

J o sé  N . Oa m p u z a n o .

Quito, Abril 5 de 1913.

Loja, Abril 8 de 1913.
Señor Doctor Don Belisario Albáu Mestanza 

Estimado señor doctor y amigo:
Correspondo a su apreciada del 23 del pasado Marzo, ma­

nifestándole que mi opinióu sobre el punto preguntado es la 
siguiente:Si, según el Código de enjuiciamientos civiles, es efecto de la citación el de interrumpir la prescripción, es indispensable 
— en el recurso de queja — que se haya citado al quejado para 
que se opere la interrupción de la prescripción.Créame usted siempre su sincero amigo S. S.

S. A. L a r r i  v a .

Loja, Abril 15 de 1913.
Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza

Quito.
Muy respetado señor y amigo:

Muy sensible me ha sido no haber podido dar inmediata 
respuesta a su amable carta de fecha 23 del mes próximo pa­sado, a causa de haberme encontrado enfermo en cama por más 
de un mes con mi antigua afección a los riñones. Hoy, apenas
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convaleciente, mi primer cuidado es el dirigirle la presente, saludando a usted afectuosamente con las sinceras considera­
ciones que le profeso.

Mucho honor se ha servido dispensarme usted al hacerme la 
consulta contenida en su apreciable comunicación. Un aboga­
do del notable talento, luminosa práctica y brillantes ejecuto­
rias de usted, no podrá necesitar nunca de la desautorizada opi­
nión de un modesto jurisconsulto como yo.

Mas, ya que me ha discernido tal honra, manifestaré a 
usted mi pequeño concepto en el asunto propuesto.Siendo el recurso de queja una acción que se concede con- 
tra el juez (pie quebrantó las leyes o denególa administración de justicia, claro estaque significa una innovación en el orden cívico; y como cualquiera otra alteración d élo  existente, nun­
ca puede perjudicar al querellado, mientras no se le hace saber la queja en la forma prescrita por la ley. Y como según el artícu­lo 103 del Código procesal civil, la citación es el único modo de hacer conocer las actuaciones judiciales, creo que, mientras no 
se cite cotí la querella al juez contra quien se ha instaurado el recurso, no ha podido interrumpirse civilmente la prescripción de «pie habla el Artículo 440 del Código citado.

Este modo de pensar me parece no sólo conforme con los 
principios de justicia universal, a los que repugnaría que surta efectos contra un individuo el acto de otro que no le ha sido 
comunicado judicialmente, sino también con varias otras dis­
posiciones análogas de la misma ley, principalmente la del Artículo 117 que señala entre los efectos peculiares de la ci­
tación el de interrumpir la prescripción, palabra que se ha to­mado en sentido general, no sólo como medio de adquirir, sino 
también como el de extinguir las acciones. La sola introducción de la queja, no puede, pues, cortar el curso de los tres meses 
fijados por el Artículo 440, como término oportuno para incoar 
la acción, mientras el supuesto juez infractor no sea citado con esa misma queja.

Con toda la vergüenza de la deficiencia ante la sabiduría, doy a usted mi humilde opinión, no porque creo que pueda servir 
a usted, sino porque debía corresponder a la atenta pregunta que se ha dignado hacerme.

Con las profundas consideraciones y sincero afecto que le profeso, me honro en suscribirme de usted atento amigo y seguro servidor.
A n g e l  R . O j e d a .
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Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.
Ciudad,Muy distinguido Señor Doctor:

Saludo a usted muy atentamente y contesto la carta en que se digna usted pedirme mi desautorizado parecer acerca de 
esta cuestión: «¿La prescripción de que habla el artículo 440 
del Código de enjuiciamientos civiles se interrumpe, civilmen­
te, por el mero hecho de proponerse el recurso de queja o 
bien por la citación de este mismo recurso a aquel contra quien se propone?»

El artículo 440 a que se refiere usted, habla de la acción 
que se concede para proponer recurso de queja y determina (pie esta acción prescribe en tres meses contados desde que se tu­vo derecho para deducirla.Preciso es armonizar la disposición citada con la que 
consta en el artículo 117 del Códigode enjuiciamientos civiles, que 
establece, como efecto de la citación, el interrumpir la pres­
cripción en toda clase de juicios.En consecuencia, de aquí se deduce inequívocamente que 
la ley ha establecido desde cuándo puede proponerse una acción, 
el término en que ella prescribe,' y el único medio legal de 
interrumpir la prescripción.Evidentísimo, por tanto, que no es el simple hecho de proponerse el recurso el que interrumpe la prescripción, sino 
la notificación practicada en legal forma.Siepipre de usted-muy atento y obsecuente servidor.

’* 1 • * L. F. Bokja (hijo).

Quito, Abril 26 de 1913.

Quito, Abril 20 de 1913.
Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.

Presente.
Apreciable y distinguido Señor:

La prescripción de que habla el artículo 440 del Código 
de enjuiciamientos civiles — en mi concepto — no puede inte­
rrumpirse sino por la notificación en forma legal, hecha al fun­
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cionario contra quien se dirige el recurso de queja y no por 
el mero hecho de proponerse el recurso.Fundo mi dictamen en que el recurso de queja es acción 
que la ley concede a las partes, contra el juez, para la indem­nización de perjuicios ocasionados a virtud de una resolución 
judicial violatoria del derecho de ellas, por denegación o retar­do en la administración de justicia o quebrantamiento de las 
leyes expresas que arreglan los procesos.Esta acción toma el nombre de recurso, en cuanto, para 
ejercerla, se recurre al superior del juez que en tal concepto 
ha delinquido. Si, pues, este recurso es así verdadera acción judicial, evidente que la prescripción de ella puede interrum­
pirse natural o civilmente, con arreglo a lo establecido en el 
artículo 2.500 del Código civil.Ahora bien: que sólo la notificación legal d éla  demanda 
interrumpe civilmente la prescripción de la acción judicial, nos 
están diciendo el inciso 3o. del citado artículo 2.500 del Códi­go civil y el caso primero del artículo 2.485 del propio Código, uno y otro en perfecta armonía con el artículo 117 del Código de enjuiciamientos civiles, según el cual, uno de los efectos de la citación es interrumpir la prescripción.Dejo, en estos términos, contestada la muy atenta esquela 
de usted.Y, agradecido de los honrosos conceptos con que usted se ha servido pedirme mi opinión al respecto, me es grato rei­
terarle mi distinguida consideración y alto aprecio.

De usted atento servidor.
N. R. V ega .

B IB L IO T E C A  N A C IO N A L  

QUITO-BCWAIX»
Quito, Abril 25 de 1913.

Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.
Su casa.

Mi distinguido y apreciado Señor:
Es en mi poder su estimable del 22 de los corrientes, en la 

que usted se digna pedirme mi parecer sobre el punto siguien­te :— «La prescripción de que habla el artículo 440 del Có­
digo de enjuiciamientos civiles, se interrumpe por el mero 
hecho de proponerse el recurso de queja, o por la citación de 
este mismo recurso a aquel contra quien se propone?».—
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El recurso de queja no es, en mi concepto, como los de­
más recursos, (de apelación, de tercera instancia, de nulidad, de hecho,); el de queja constituye una verdadera demanda, del 
todo en todo independiente de la que motivó tal recurso: tie­
ne jueces diversos, partes distintas (a lo menos la una, que 
es el juez contra quien se ha intentado), procedimientos pe­
culiares, recursos separados, etc., es, en una palabra, un juicio 
separado; siendo, quizá portales motivos, porque el mismo ar­tículo que usted cita lo denomina acción.

Demanda, dice el artículo 98, es la petición que se hace 
al Juez para q u e . . . .  mande. . . . p a g a r .... alguna cosa. Y 
¿qué otra cosa hace el quejoso, que dirigirse al Juez para que éste mande pagar perjuicios?

Sentado, pues, que el recursos de queja es una ,una acción, como lo denomina la misma ley, no encuentro 
motivo alguno para que, a diferencia de las demás demandas 
o acciones, baste el que se proponga para (pie Ja prescripción quede interrumpida. La citación, a mi juicio, es tan necesa­ria, que sólo en virtud de ella se interrumpe la prescripción.Con sentimientos de verdadero aprecio, me es grato sus­
cribirme de usted muy atento y seguro servidor.

M a n u e l  M . S a l a z a r .

Guayaquil, abril 26 de 1913. 
Senor Doctor Don Belisario Albàn Mestanza.

Quito.
Señor de mi distinguido aprecio:

Tengo la honra de referirme a su muy atenta carta de 
abril 10 de 1913, en la cual usted se ha dignado expresarme 
que desea conocer mi opinión sobre este punto:

«¿La prescripción de que habla el artículo 440 del Có­
digo de Enjuiciamientos civiles se interrumpe, civilmente, por 
el mero hecho de proponerse el recurso de queja o bien por la 
citación de este mismo recurso a aquel contra quien se pro­
pone ? ».Atentos los artículos 2.485 del Código Civil y 117 del 
Código de Enjuiciamientos en materia civil, opino en el sen­
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tido de que la prescripción de la acción indicada en el artículo 
440 del Código de Enjuiciamientos, se interrumpe, civilmente, 
no por el mero hecho de proponerse el recurso de queja, sino por la citación de este mismo recurso a aquel contra quien 
se propone.

De Ud. Atto. S. S.
M . T a m a .

Leónidas Batallas saluda muy atentamente al Señor Doc­
tor Don Belisario Albán Mestanza, y le remite el dictamen 
que se ha servido pedirle.Batallas se aprovecha de esta oportunidad para reiterar, 
una vez más, sus sentimientos de alto aprecio y distinguida consideración al Señor Doctor Albán Mestanza, de quien tie­
ne a mucha honra suscribirse atento, obsecuente y seguro 
servidor.

Quito, Abril 28 de 1913.
MI PARECER

«¡L a prescripción de que habla el artículo 440 del Có­
digo de Enjuiciamientos Civiles se interrumpe, civilmente, por el mero hecho de proponerse el recurso de queja o bien por la citación de este mismo recurso a aquel contra quien se propone? >.

Conviene recordar las definiciones de acción y demanda. 
Acción es el derecho que se tiene para reclamar alguna cosa 
en juicio. Demanda, dice el artículo 28 del referido Código, 
es la petición que se hace al Juez para que declare un dere­cho, o mande dar, pagar o hacer alguna cosa. Por medio de la demanda se pone en ejercicio el derecho.

Atento el artículo 2.500 del Código Civil, la prescripción 
que extingue las acciones ajenas, esto es, los derechos ajenos, los derechos que se tienen para reclamar alguua cosa en jui­
cio, se interrumpe civilmente por la demanda judicial.

No puede revocarse a duda, que el recurso de queja es 
verdadera demauda judicial. De acuerdo con los artículos 430 
y 434 del Código de proceder en materia civil, el recurso de 
queja es el escrito en que se pide que se condene al pago de
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las costas, daños y perjuicios al Juez o Magistrados, que 
hubieren retardado o denegado la administración de justicia, 
o quebrantado las leyes expresas que arreglan los procesos o determinan el derecho de las partes.

Acción significa también el medio que conceden las leyes para ejercitar en juicio el derecho que nos compete. La ac­ción es el medio y el derecho el fin.
Con arreglo al artículo 2.500 del Código Civil, la pres­

cripción que extingue las acciones ajenas, es decir, el medio que conceden las leyes para ejercitar en juicio el derecho que 
nos compete, se interrumpe civilmeute por la demanda ju­dicial.

La prescripción que extingue las acciones ajenas, sea que éstas se consideren como derehos, o como medios, so interrum­
pe civilmente por la demanda judicial ; y en el caso de que vengo hablando, por el recurso de queja que, por lo dicho 
arriba, es verdadera demanda judicial.El artículo 2.500, inciso 3°., del Código últimamente (dia­do, exige, además, la citación de la demanda a aquel contra 
quien se propone. Dicha citación es tan esencial en el juicio, que no puede omitirse; y si tal sucediere, ’a omisión causaría 
la nulidad de todo lo actuado. Ningún Juez puede prescin­dir de la citación, por cuanto es de derecho natural y divino positivo. La citación, dijeron los jurisconsultos romanos, es 
la raiz y comienzo del pleito. Sin hacer saber al demandado 
la demanda interpuesta contra él, no puede venir a juicio para contestarla. Sin citación, no cabe contienda judicial. 
Por consiguiente, siendo el recurso de queja una verdadera demanda judicial, es de toda evidencia que se requiere la ci­
tación del recurso de queja a aquel contra quien se propone, para que se interrumpa civilmente la prescripción, que extin­
gue las acciones ajenas.El artículo 117, número 2°., del Código de proceder en 
lo civil no deja duda al respecto.Besulta, pues, que deben concurrir, copulativamente, dos requisitos para que se interrumpa la prescripción de las accio­nes en referencia: demanda judicial y citación legal de ella.¿Y desde cuándo se interrumpe la susodicha prescripción? 
Desde que se cita legalmente la demanda al reo; y en el caso presente, desde que se citíi legal mente el recurso de queja a 
la persona contra quien ha sido propuesto.Si falta la diligencia de la citación, debe tenerse como 
no interpuesto el recurso de queja.

Quito, Abril 28 de 1913.
Leonidas Batallas.
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Quito, mayo 5 de 1913. 
Señor Doctor Belisario Albán Mestanza.

Ciudad.
Muy estimado Señor Doctor:

Ciertamente, el Legislador, al conceder o instituir el re­
curso de queja, con el fin de reparar los perjuicios consi­guientes a un filio inapelable y por los motivos expresados 
en el artículo 430 del Código de Enjuciainientos en materia civil, en la aludida disposición nada dice acerca del momento en que ya debe considerarse inaceptable.Mi insignificante opinión, bondadosamente pedida por 
Ud. es que el recurso de queja es una acción civil re­sidíante de un delito o cuasi - delito también civil, para la indemnización de los perjuicios causados, pues, por esto emplea, la Ley, la palabra prescripción en el artículo estudiado.Si ésta es la verdad, según las reglas generales de la 
prescripción extintiva, para que se interrumpa la prescripción es menester que se hubiese notificado la demanda, en forma 
legal; si esto no se ha hecho, durante el tiempo señalado por el Legislador, ha cesado el derecho para proponer la acción.

Los recursos se proponen en el mismo juicio; la acción 
de indemnización de perjuicios resultaute de un fallo ejecu­toriado, se la propone por cuerda separada.

Sea esta la ocasión de reiterar a Ud. las expresiones de mi mayor consideración.
A n g e l  R . P o r r a s .

Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.

Muy Señor mío: Presente.

Contesto a su atenta carta del 28 del mes próximo ante­
rior, expresándole mi parecer sobre la prescripción de que habla el artículo 440 del Código de Enjuiciamientos.

Al efecto creo necesario recurrir a las leyes de interpre­
tación; por fortuna pocas, claras y todas visibles en un sólo artículo — 18 del Código Civil.
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Por la primera no se puede desatender el sentido literal del segundo de los efectos puntualizados en el artículo 117 
del Código de Enjuiciamientos: clara, ninguna ley le aventaja 
en claridad; y para no concretar ni limitar su sentido gene­ral, sin ninguna referencia al Código Civil, cual, para lo con­
trario, consta en los números 5o. y 0«. del mismo artículo.

El sentido de aquella parte, o sea el segundo de los efec­
tos indicados por ese artículo 117, es menester ilustrar a tin de librarse de equivocaciones, se dirá tal vez.

Bien la regla 4a. de las de interpretación dice: <E1 con­
texto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía».

El Código de Enjuiciamientos Civiles es una ley dividida en dos libros y éstos en secciones, antes denominado ley de procedimiento civil. Tomemos el contexto o sea la mutua 
relación de sus artículos; pero de manera y modo que resulte clara la correspondencia y armonía de que debieron cuidar 
los legisladores. Si esas dos calidades están de manifiesto, 
vendremos en que el artículo 117 guarda correspondencia y armonía con el 440, y en que no es posible rechazar aquel, 
en tratándose el recurso de queja.

En menos palabras: si el artículo 440 establece la pres­
cripción, no es posible desatender, frustrar, el 117 sobre in­terrupción de prescripción, siendo así que versan sobre la 
misma materia y constan ambos en el mismo Código.

Si Ud., Señor Doctor Albán Mestanza, no opina como yo, 
me argüirá con el artículo 2.500 del Código Civil, que termi­
nantemente dice que la prescripción se interrumpe civilmente con la demanda judicial.

Sin salir del Código Civil, tenemos el artículo 2.485 es­tableciendo: « Si la notificación de la demanda no ha sido 
hecha en forma legal, se entiende no haber sido interrumpida la prescripción por la demanda». Esto se me dirá, cuando se 
trata de dominio. Vamos adelante.

La prescripción, como medio de extinguir las acciones ju­
diciales, se interrumpe civilmente por la demanda judicial, 
aparte 3o. del artículo 2.500.

En uno y otro caso de los dos referidos tenemos al Código 
Civil con referencias al de Enjuiciamientos. Indudablemente 
está éste al alcance de aquel, más no subordinado a sus leyes: 
independientes, cada uno gira en la órbita que le es propia.

En lo tomado de los artículos 2.485 y 2.500 vemos: de­
manda, notificación en forma legal, acciones judiciales, etc., 
referencias todas al Código de Enjuiciamientos; y éste, sin 
extralimitarse, dice lo que es demanda, requisitos de élla, lo
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que se entiende por citación, de cuantas maneras se hace, y 
cuáles son sus efectos.Creo mi Doctor, no puede negarse que lo apuntado es 
peculiar del de Enjuiciamientos; y si es así debemos atener­nos a él para no errar. Además el Código de Enjuiciamien­
tos es posterior al civil; y aún en éste encontramos que en 
su artículo 4o. dispone: «el juzgamiento sobre materias arre­gladas por leyes especiales, no aplicarán las disposiciones 
de este Código, sino a falta de esas leyes» ; y que el de En­juiciamientos no ha incurrido en esa falta, lo demuestra con 
su artículo 117.El segundo de los efectos de la citación no es sólo para 
que conste escrito. ¿Qué se diría si alguien afirmase que los 
cinco restantes únicameute se han puesto con ese fin?No se le oculta a Ud., que además del precitado artículo 4o. tenemos el séptimo del mismo que en su regla 22 esta­
blece: «Las leyes concernientes a la sustanciacióu y ritua­
lidad de los juicios, prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben comenzar a regir»: lo relativo a efec­tos de la citación concierne a la sustanciacióu y ritualidad de 
los juicios, prevalece, por lo tanto, sobre las leyes anteriores, sean las que sean.

Sólo el Poder Legislativo — y eso arreglado a la Cons­titución de la República — puede adiccionar la ley; de resto 
nadie y, tengo para mí que menos aún los jueces o los que 
hacen veces de jueces. El segundo del susodicho artículo 117 tienen de aplicarlo como escrito. « La extensión que debe dar­
se a toda ley, se determinará por su genuino sentido», leo en la regla 5a. de las de interpretar, que debe respetarse.

Lo expuesto creo suficiente para que Ud., vea en lo que fundo mi falible opinión, de que la citación no la demanda interrumpe la prescripción de que habla el artículo 440 del Código de Enjuiciamientos en materia civil.
Concluiré preguntando. ¿ Cuál sería la suerte de los jue­ces si bastara la demanda para tenerlos siempre sub judice? 

o ¿cuando méuos por el tiempo que tuviera por bien el quejoso ?
La ley que presenta al acusador de frente ¿querrá que el primer golpe — el de la interrupción—reciba con venda en los ojos el acusado?
¿Si Ud., y yo opinamos lo mismo, quedárame esa satis­facción.
Me suscribo de Ud. muy Atto. y 8. S.

F. S a l a z a r .
Quito, Mayo 6 de 1013.
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Guayaquil, Mayo 7 de 1913
Señor Doctor Don B. Albán Mertanza.

Estimadísimo y nunca olvidado amigo :
Después de saludarle con el mayor afecto, paso a decirle; que, aun cuando no me considero digno de ser consultado por 

Ud., que puede ser mil veces mi maestro, no obstante, pa- 
reciéndome muy fácil la solución de tal consulta; no rehuyo 
acometerla en estos términos.

Si a m ise me demandara ejecutivamente, y se dejara de citarme con el auto de pago por muchos años, por ejemplo, por veintiuno, por más que el interesado reclame al Juez por la tardanza durante ese mismo tiempo, el día que llegara a citárseme, podría yo alegar la prescripción, no sólo la de ac­
ción ejecutiva, sino también de la ordinaria, porque es termi- minante lo dispuesto en el N°. 2o. del artículo 1 17 del Código 
de Enjuiciamientos Civiles, y porque, para que la interrupción se efectúe, es preciso que intervenga el requisito legal de la 
citación, como lo indica de modo claro y expreso la parte 
final del artículo 2474 del Código Civil y el 2485.Esto pienso y pido a Ud. perdón, si le pareciere un error.

Su amigo
G. Y é p e z .

Cuenca, Mayo 13 de 1913. 
Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.

Quito.
Muy estimado señor:

En mi humilde concepto, la prescripción a que Ud. alude no se interrumpe civilmente sino por la notificación del recur­
so de queja al Juez contra quien se propone.Dejo así contestada la consulta que Ud. se ha servido 
hacerme ; y me suscribo de Ud. atento S. S.

R. Crespo Toral.
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Guayaquil, Mayo 13 de 1913.
Al señor doctor don B. Albán Mestanza.

Quito.
Mi muy distinguido señor doctor y respetado amigo:

Grato, al par que honroso para mí, es saludarle a usted con las debidas consideraciones, y contestar su bondadosa co­
municación de 0 del presente.Usted se sirve preguntarme si « La prescripción de que 
habla el artículo 440 del Código de Enjuiciamientos Civiles se 
interrumpe civilmente por el mero hecho de proponerse el recurso de queja, o bien por la citación de este mismo recur­
so a aquél contra quien se propone ».Reconociendo antes que nada mi insuficiencia para dar 
acertada opinión respecto al punto con cuya consulta se sirve usted honrarme, paso a emitir el concepto que tengo formado sobre tal cuestión, en los siguientes términos.Si bien es cierto que la queja por el retardo o denegación 
de justicia, o por el quebrantamiento de leyes expresas que arreglan los procesos o determinan el derecho de las partes, 
se halla comprendida entre los recursos propiamente ta les; 
también es indudable que dicha queja debe considerarse como verdadera acción, sujeta por lo tanto a trámites que, comen­
zando por demanda, termina con.fallo definitivo.

Ahora bien, si según el artículo 2485 del Código Civil, para que surta efecto la interrupción civil, o sea la acción in­
tentada, es necesario que haya notificación de la demanda, 
hecha en forma legal ; me parece lógico deducir que esta re­
gla, consignada de un modo general, es aplicable a todos los casos análogos.

Por otra parte, si se tiene también en cuenta que, según 
el artículo 117 del Código de Enjuiciamientos Civiles, el elec­to de la citación es interrumpir la prescripción, es claro que ésta no se suspende sino mediante aquella.

Todavía más : puesto que según el artículo 346 del pro­
pio Código, todos los términos se cuentan desde el día en 
que se hizo la última notificación ; no sería aventurado asegu­
rar que la norma o criterio, al tratarse de la interrupción ci­
vil de la prescripción, no es otra que la fecha de la respecti­va citación con la demanda.

Aprovecho de esta ocasión, para ofrecerle a usted, una 
vez más, mis respetos y distinguidas consideraciones y suscri­birme su obsecuente servidor y cordial amigo.

J. Borja.
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Quito, Mayo 15 de 1913. 
Señor Doctor Don B. Albán Mestanza.

Oiudad.
Considerado doctor y estimado amigo :

El artículo 2500 del Código Civil resuelve, con toda cla­
ridad, el punto de que Ud. trata en su atenta carta de 13 del 
presente. La prescripción que extingue las acciones ajenas, re­
za el artículo citado, se interrumpe civilmente por la demanda; salvo los casos enumerados en el artículo 2485. Y de estos casos, el primero dispone que no podrá alegarse la interrup­ción civil si la notificación de la demanda no ha sido hecha en forma lega l; lo que quiere decir que la prescripción se 
imterrumpe sólo desde que se notifica la demanda*Según esto, pues, la prescripción de que habla el artículo 
440 del Código de Enjuiciamientos Civiles, se interrumpe ci­vilmente, no por el mero hecho de proponerse la acción de queja, 
sino por la citación de este recurso a aquel contra quien se propone.

Dejo, así, contestada la sobredicha carta, y me es grato 
ofrecer a Ud. mis distinguidas consideraciones.

A . R e y e s  Y .

Cuenca Marzo 17, 1913.

Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.
Quito.

Mi distinguido y apreciado amigo:
He estado en el campo, y por esto no he contestado opor­

tunamente su muy atenta carta del 28 del pasado Abril, en 
la que se sirve hacerme una consulta.En mi humilde opinión, no se interumpe civilmente la 
prescripción a que se refiere el artículo 440 del Código de 
enjuiciamientos civiles, por el hecho de propenerse el recurso,.
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sino por el de notificarlo al juez contra quien se deduce aquel 
recurso.Sabe Ud. ini querido amigo, que siempre me tiene a sus 
órdenes como afectísimo suyo.

H o n o r a t o  V á z q u e z .

Guayaquil, Mayo 20 de ]913. 
Seuor Doctor Don Belisario Albàn Mestanza.

Quito.
Estimado señor y colega :

Por haber estado ausente, recibí atrasada su carta del 10 
de Abril último, a la cual contesto.En ella se digna Ud. de pedirme opinióu respecto al pla­zo del llamado recurso de queja ; pero Ud. propone la cuestión 
en tales términos, que ellos mismos la resuelven desde luego 
en el sentido del sistema legal de la prescripción de las ac­
ciones judiciales.

La queja de que se trata es en verdad una acción. Ne­
garlo, sería desconocer la naturaleza, el objeto, el trámite mismo 
de lo que no es otra cosa que la demanda del resarcimiento debido por el funcionario judicial responsable, en el caso de ley.

Cierto que el Código de Enjuiciamientos en materia civil denomiua recurso a la queja; pero también el artículo 2485 del 
Código substantivo designa así la acción, la demanda, donde 
dice que interrupción civil es « todo recurso judicial». Como 
quiera; no porque la queja traiga el nombre de recurso, ha 
de ser considerada por este accidente de ella antes que por 
su esencia de acción ; mucho menos cuando el artículo 440 
del Código adjetivo decide que el recurso de queja es una acción, extinguióle por prescripción.

Síguese que a la queja son aplicables las reglas concernien­
tes a la prescripción de las acciones ; por lo cual es evidente i 
primero, que la prescripción de la queja es una excepción, 
como tal atendible solamente; y segundo, que esta prescrip­
ción no se interrumpe civilmente sino por la notificación de 
la queja, según el artículo 2500 del Código Civil, en su coor­
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dinación con el primero de los casos de salvedad del artículo 
2485, y atento el 117 del Código de procedimientos (número segundo), que es la exégesis de la disposición substantiva.

La conclusión contraria se halla sustentada en el «Manual 
de Procedimientos Judiciales» del doctor José María Borja. 
El artículo 441 del Código de Juicios Civiles es el gran argu­
mento del talentoso Jurisconsulto quiteño. En tal concepto, el plazo para la queja no sería de prescripción, sino de la 
clase de los términos para las alzadas propiamente dichas; términos, éstos, sólo de trámite, para la renovación del misino 
litigio ante el Superior. Y consecuencia debiera ser que, al no 
haberse deducido una queja dentro de los tres meses, el Juez debiera desecharla de oficio, sinembargo de ser ella una ver­
dadera demanda, de indemnización.Este resultado desacredita por sí solo su antecedente. Porque pugna con la índole de nuestra legislación procesal, que en lo civil no nos ofrece otro caso que el de la acción eje­cutiva, única cuya prescripción debe ser declarada de oficio, 
en razón de que la declaratoria sólo afecta al procedimiento, sumario, sin comprometer el derecho del actor, quien puede 
todavía ejercerlo en juicio plenario.Pero en verdad el texto «leí artículo 441 no se opone a 
que la queja se rija por las reglas pertinentes a las acciones; 
ya porque no enseña, a la inversa del artículo 440, que la 
queja no sea una acción ; ya también porque, refiriéndose 
como se refiere al «mismo término» de que habla estotro ar­tículo, y debiéndose lógicamente entender lo referente según 
lo referido, hay que convenir forzosamente en que eso del «mismo término» denota la prescripción.

De suerte que ese artículo, lejos de obstar a la idea ju­
rídica que fluye naturalmente del claro tenor literal del 440, 
se interpreta más bien por éste ; y por tanto, sólo significa 
que la queja contra los actuarios y demás curiales es también 
una acción sujeta a prescripción.Agradezco a Ud. por el honor de su consulta, que dejo 
así absuelta sin pretensión de acierto.

De Ud. atento servidor,

C a r l o s  Ga r b o  V i t e r i .
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Quito, Mayo 20 de 1913. 
Señor Doctor Don B. Albán Mestanza.

Su casa.
Distinguido Señor Doctor :

Honrado por Ud., sin merecerlo, con su apreciable de fe­
cha de ayer, me es grato contestar: que siempre he creído 
(pie, para la interrupción civil de la prescripción, no basta el mero hecho de proponerse la acción, sino que es necesario 
que sea debidamente notificada a aquel contra quien se propo­
ne. Mi convicción para ello se funda en lo que declaran los artículos 2485 y 2500 del Código Civil y el 117 del de En­
juiciamientos civiles ; pues según este último artículo, uno de los efectos de la citación, es interrumpir la prescripción. El 
250Ó declara que se interrumpe por la demanda judicial, salvo los casos enumerados en el artículo 2485. Y, entre estos ca­sos, figura el de (pie la notificación de la demanda se haya 
hecho en forma legal. Y estas disposiciones, como generales 
(pie son, sin excepción alguna, las creo perfectamente aplica­
bles a la prescripción de que habla el artículo 440 del Códi­
go de Enjuiciamientos civiles, a que Ud. se refiere.Con sentimientos de justa gratitud, me suscribo de Ud. 
obsecuente servidor,

J . M ig u e l  O c a m p o .

Quito, Mayo 22 de 1913. 
Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.

Presente.
Muy estimado señor doctor:

Clarísimo me parece el punto acerca del cual se sirve Ud. hablarme en su carta del veinte de este mes.
La prescripción establecida por el artículo 440 del Código 

de enjuiciamientos en materia civil, para la acción personal de 
daños y perjuicios llamada por la ley «ercurso de queja», no

Biblioteca Nacional del Ecuador "Eugenio Espejo"



108 RECURSO DE QUEJA

se diferencia de la que establece el Código Civil, para las acciones 
en general, sino en el tiempo que es necesario que transcurra a 
fin de que pueda considerarse prescrita la acción. En todo lo de­más, la prescripción de que habla el artículo 440 se sujeta a 
las reglas generales a que, según el Código Civil, está sujeta 
la prescripción que extingue las acciones civiles.Por lo tanto, para que se interrumpa civilmente la pres­
cripción señalada en el artículo 440 del Código de enjuicia­
mientos en materia civil, no basta que se haya propuesto la demanda antes de que espire el plazo de tres meses fijado por 
aquel artículo, sino que es preciso, además, que con ella se 
cite el demaddado : es la citación con la demanda la que in­terrumpe la prescripción, según las reglas generales conteni­das en los artículos 2485 y 2500 del Código Civil y 117, nú­mero 2°., del Código de enjuiciamientos en la misma materia.Agradezco a Ud. la distinción con que se ha servido hon­rarme al pedirme mi parecer, insignificante desde luego, sobre 
el punto a que se contrae el párrafo anterior de esta carta

Soy de Ud. atento y S. S.

A l e j a n d r o  R i v a d e n e i i í a .

Guayaquil, Mayo 25 de 1913. 
Señor Doctor Don B. Albán Mestanza.

Quito.
Mi muy estimado doctor y amigo:

Puesto que el recurso de queja envuelve una acción por 
daños, perjuicios y costas, proveniente de la obligación naci­
da del cuasidelito o delito del retardo o denegación de justi­cia o del quebrantamiento de las leyes expresas que arreglan 
los procesos o determinan el derecho de las partes ; creo indu­
dable que no cabe interrumpirse la prescripción, sino por la notificación del funcionario demandado, con arreglo a lo dis­
puesto en el artículo 2485, a que se refiere el 2500, inciso 
3°., del Código civil, y en el artículo 117, número 2°., del res­
pectivo Código de enjuiciamientos.
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Es ésta la humilde opinión, con que tengo el agrado de 
dar respuesta a la atenta carta de Ud., de 22 del presente 
mes de mayo.Con la mayor consideración, soy de Ud. su muy atento 
amigo y obediente servidor.

E . A r é v a l o .

Quito, a Io. de Julio de 1913. 
Señor Doctor Don Belisario Albán Mestanza.

Presente.
Muy estimado señor mío :

Ayer llegó a mis manos la muy atenta carta de Ud., fe­chada en esta ciudad el 29 de junio último. Kefiriéndome a ella, tengo por bien manifestar a Ud. que, a juicio mío, la 
prescripción que establece el artículo 440 del Código de En­
juiciamientos en materia civil no se interrumpe por el mero 
hecho de proponerse el recurso, sino por la correspondiente notificación del mismo, ya que las disposiciones que se con­
tienen en el artículo 2485, número Io. del Código Civil, a que 
se refiere el 2500, y el 117, número 2°., del Enjuiciamiento 
son generalísimas y aplicables, por lo tanto, a todos los casos de prescripción.

Tengo a honra suscribirme de Ud. obsecuente y 8. 8.
A paricio E ivadeneira .

Quito, Julio 7 de 1913.
Señor Doctor Don B. Albán Mestanza.

Muy estimado señor doctor :
Ciudad.

Aunque la ley califica de recurso al derecho de las partes 
para quejarse de las resoluciones del Juez, este derecho en su
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naturaleza y efectos es una verdaeera acción, y por lo mismo, 
la interrupción de la prescripción de que trata el artículo 440 del Código de enjuiciamientos en materia civil, debe contarse 
según las reglas generales respecto de las acciones, o sea, en 
el caso que se consulta, desde la citación con la demanda al demandado.

Esta es, respetado doctor, mi humilde opinión.De Ud. atento amigo y S. S.
Moisés L uná .

Quito, a 8 de Julio de 1913.
/Señor Doctor Don B. Albán Mestanza.

Ciudad.
Muy apreciado señor y amigo :

Por el mal estado de mi salud no he podido contestar 
antes a la estimada suya en que me pide mi parecer acerca de la siguiente

CUESTION
¿ La prescripción de} recurso de queja se interrumpe por el mero hecho de presentarlo, o por la citación t

RESPONDO
El recurso de queja, cuyo fin no es la revisión de un fa­llo, sino la indemnización de daños y perjuicios causados por retardo o denegación de justicia, o por quebrantamiento de 

las leyes expresas que arreglan los procesos o determinan el derecho de las partes, es una verdadera acción judicial, una verdadera demanda, que da lugar a un nuevo juicio, que ter­
mina por sentencia. (Véanse los artículos 434 y 440 del Códi­
go de Enjuiciamientos Civiles).Los otros recursos son reclamaciones que se hacen, en el proceso de un juicio, para obtener que se reforme, revoque o 
anule una resolución judicial. No son acciones , ni
la ley les da este nombre, ni originan juicio separado: son
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simples medios procesales, es decir, de mero procedimiento, para 
asegurar, por la revisión, la legalidad de los fallos.Nuestro recurso de queja corresponde al qu-i eu la legisla­
ción francesa se denomina prise à partie, del cual escribe Po­
thier: «La prise à partie est un moyen de se pourvoir contre la personne meme du juge.—On peut la définir: «1’ intimation 
laite d’ un juge eu sou propre nom, par une partie, devant le tribunal supérieur, pour la réparation du tort que lui a lait 
le juge en sa qualité de juge».Y el que la ley llame recurso a esta acción contra Jos c e s , y lo cuente entre los demás , no puede quitarle supropia naturaleza, ni ser causa de que se desconozcan las con­
secuencias que, por la ley misma, se derivan de ella.

Henry Bontils dice :«La prise à partie ne constitue pas un moyen de faire re­
tracter ou réformer les jugements, Elle n’ est qu’ une action 
en dommages et intérêts dirigée contre un juge ou contre un tribunal. Telle était la manière de voir de Pothier.— Ce re­
cours n’ a pu changer de caractère en passant de l’ ancien droit dans le droit actuel, La preuve de notre affirmation se trouve dans la faculté accoordée a toute personne de recourir 
a la prise à partie, meme en P absense de tout jugement, par exemple contre un tribunal qui a refusé de juger, qui a coin, 
mis le délit civil de déni de justice (0. civ., art. 4 — Proc, civ., 
art. 505). — Si les rédacteurs du Code ont placé la prise à par­tie parmi les vois extraordinaires de recours contre les juge­
ments (liv. IY tit. III) c' est qu’ en certains cas elle peut 
avoir une influence indirecte sur la décision à 1’ occasion de 
laquelle elle est employée, et servir de cause a la rétractation de ce jugement».

De esta diferencia esencial entre el recurso de queja y los ótros, se deriva, como consecuencia necesaria, expresamente reconocida por la ley, que para el recurso de , como para 
toda acción judicial, hay prescripción mien ras que para
los ótros, la ley se limita a disponer que se propongan dentro de cierto término, lo cual es muy diverso: nada sería más 
impropio que decir que ha prescrito el recurso de apelación 
para expresar que ha expirado el término de tres días en que 
debe proponerse. Tocante al recurso de queja sí dice la ley: La acción que se aduce de en esta sección prescribe en tres meses contados desde que tuvo lugar el retardo o denegación de justicia, o desde que se quebrantaron las leyes expresas que arreglan los procedimientos o deciden el derecho de las partes.

,N i cabe prescripción respecto de los otros recursos, por una razón muy obvia: la prescripción, tal como se la establece en 
el Código Civil, se refiere sólo a los derechos propiamente di­
chos (considerados fuera de juicio) y a las acciones judiciales ;
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no a los medios de 'procedimiento que han de emplearse dentro de un juicio, a los actos procesales.
Si el recurso de queja es una acción judicial, que da lugar 

a un juicio; y si la ley establece expresamente que esta arción judicial prescribe en tres meses; es indudable que dicha pres­
cripción ha de sujetarse, respecto de la manera de interrum­pirla, a las reglas que la ley establece para la interrupción de la prescripción que extingue las acciones judiciales; y sabido es 
que, según tales reglas, la prescripción no se interrumpe civil­mente por la demanda,sino cuando se la ha notificado en la forma legal (Arts. 2485 y 2500 del O. C. y 117 del O. de E. 
O). Esta es mi opinión, que comunico a Ud. sinceramente, 
autorizándole para que haga de ella el uso que tuviere a bien.

De Ud. atento amigo y S. S.
N . C l e m e n t e  P o n o e .
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S. J. de L. — El once de agosto del presente año, por la noche, fué violentamente saqueado mi establecimiento de re­lojería y joyería, situado en la intersección de las carreras Ve­
nezuela y Sucre. El robo fué hecho a mano armada por las 
tropas que proclamando — la Constitución y el imperio de la le y — salieron por las calles de esta ciudad. La falta absoluta 
de vigilancia hizo posibles muchos abusos y la tropa embria­
gada cometió algunos desafueros, cometió como es público y 
notorio. Las leyes vigentes de Julio y Agosto de 1888 dan derecho a la indemnización en este caso, favorece mi reclamo 
el Derecho Internacional, y lo hace indispensable el tratado sobre esta materia existente entre el Ecuador y España, mi 
Patria.Demando, pues formalmente al Fisco los daños y perjui­cios sufridos en la noche del once; los daños ascienden a la 
cantidad de ciento ocho mil sucres, más o menos.

Oportunamente probaié los fundamentos de mi demanda y acompaño copia fiel para que se entregue al Sr. Agente Fiscal, que debe representar y ser tenido como Defensor de 
la Hacienda Nacional.—A. Yiteri Lafronte.— Manuel .

8. J. 3o. de Letras.—Niego el derecho que alega el Sr. Ma­nuel Pardo para reclamar que el Fisco le resarza los perjuicios que dice haber sufrido en la noche del once de agosto próximo 
pasado por parte del ejército desbordado en ese entonces; 
pues, no conceptúo que le dan los decretos legislativos del 13 de julio y 8 de agosto de 1888 relativos a la ley de Cré­dito Público.

Mas si el juzgado, acepta como legal ese reclamo, debe 
comprobarse debidamente el monto del valor de los perjuicios que asoma muy exagerado.

Dejo así contestada la demanda.— Gabriel Moscoso.

Quito, enero 23 de 1912, las diez a. m. Vistos: dándose por legitimada la personería del Sr. Dr. Aníbal Viteri La- 
fronte defensor del actor se procede a pronunciar semencia 
a la demauda de fs. Ia. concerniente al pago de la suma de
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ciento ocho mil sucres mas o menos contra el Pisco, por el 
ciudadano español Sr. Dn. Manuel Pardo, causados el once de agosto del año próximo pasado con el saqueo a mano 
armada por la gente de tropa de esta guarnición, cuya con­
testación por parte del demandado fué simplemente nega­
tiva del derecho, exigiendo en caso de aceptarse la comproba­
ción del monto. Tramitado el juicio, durante los días de prueba, el demandante Sr. Manuel Pardo ha comprobado su 
nacionalidad; la existencia del hecho del robo violento por la 
gente de tropa cometido en su establecimiento «Relojería y Joyería» que la tiene en esta ciudad; la violencia o fuerza 
empleada para introducirse los saqueadores al establecimiento y para sustraer las alhajas y más cosas de los lugares donde 
preexistieron, preexistencia que también se halla debidamente comprobada. Consta también que atento el inventario prac­ticado de las existencias que quedaron después del saqueo, y 
los inventarios de los libros de comercio con los que se prac­
ticó el cotejo, y deducida la suma de valores que recaudó resulta la suma de ciento siete mil sucres aproximada a la señalada en el escrito de la demanda, suma resultante, igual 
o equivalente a la deducida de las facturas de los inventarios generales de los libros presentados. A todo lo cual se con­sidera: que la acción civil de daños y perjuicios es indepen­
diente de la criminal que se hubiese seguido para castigar a los que resultaren responsables; que constando el hecho del 
saqueo, ya fuese por abusos cometidos por tropas o por par­
ticulares, de bienes de particulares o de extranjeros, si tuvie­se por causa la falta de vigilancia de la Policía, como en el presente caso da derecho segúu la Ley de Crédito Público «le 
1888, para el cobro de los daños y perjuicios causados; que las pruebas rendidas se hallan conformes a las prescripciones 
de la citada le y ; y que por lo mismo debe ser acogida la 
presente demanda; administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la ley, se declara con derecho la demanda propuesta por Dn. Manuel Pardo por daños y 
peijuicios contra el Fis-eo; y deducido el valor recaudado de especies sustraídas y un exceso de apreciación que pudiera resultar, se condena al Fisco al pago de la suma de ciento 
siete mil sucres al meutado Sr. Pardo. Sin costas. Por 
ser condenatoria esta sentencia contra el Fisco, elévese en consulta a la Corte Superior. — Hágase saber a las partes.— 
Juan B. Mosquera.
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En nombre de la República y por autoridad de la ley, la Primera Sala de la Corte Superior de Quito.—Quito, Julio 2 de 
1912, las tres p. m.—Vistos: Consta, según es público y notorio y como lo asevera el mismo actor en el escrito de demanda de 
fojas primera, y casi en todos los que él ha presentado, especial­
mente en los de fojas diez, catorce, treiuta y una, seseuticinco y ochentinueve, que el once de agosto de mil novecientos 
once, hubo en esta ciudad una rebelión, azonada o motín del ejército y el pueblo contra el Gobierno, habiéndose verificado 
en tales circunstancias, el robo alegado en el escrito de de­manda. En tal caso, basta leer el Alt. Io. de la Ley de 17 
de Julio de 1888, para concluir que la excepeióu, negativa del derecho del actor, propuesta por el Ageute Fiscal a fojas 
cuatro está clara y plenamente fundada en el susodicho ar­tículo, y por lo mismo, el actor carece de derecho para la in­
demnización demandada al Fisco. Por tanto, administrando 
justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, revocándose la sentencia del inferior, se desecha la demanda. 
Sin costas.— Devuélvase.— D. Román.— David Villacreses.— A. Carrera Andrade. — Proveyeron la sentencia anterior los 
Síes. Dres. Daniel Román, Presidente David Villacreses y 
Abelardo Carrera Andrade, Ministros de la Primera Sala de la Corte Superior de Quito, a dos de julio de mil novecientos 
doce, las tres p. m.—El Strio.—R, Cabezas Borja.

La República del Ecuador y en su nombre y por autoridad 
de la ley, la Corte Suprema de Justicia.—Quito, octubre 28 de 1912, a las dos de la tarde.—Vistos: Sin desconocer el Agente 
Fiscal el hecho en que Manuel Pardo funda su demanda de in­
demnización contra el Fisco—el de que la tropa armada de la 
guarnición de esta plaza que proclamó el día once de agosto 
del aüo próximo anterior la Constitución y el imperio de la Ley, 
en la noche del mismo día saqueó su establecimiento de relojería 
y joyería situado en la iuterseción de las carreras Venezuela 
y Sucre— niega al actor el derecho a ser indemnizado, por­
que conceptúa que los decretos legislativos de trece de julio y ocho de agosto de 1888 no le confieren ese derecho. Así, 
no correspondía al actor probar hecho no negado por el reo; 
y por otra parte, ese hecho resulta cierto de la prueba tes­
timonial actuada, desde fojas 65, debidamente. Por esto, los 
únicos puntos que se deben examinar, son a saber: si el de­
recho demandado procede, o, en otros térmiuos, si el hecho que
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]© sirve (le fundamento está comprendido en los casos de los artículos primero y segundo del decreto de 13 de julio, en los 
cuales no ha lugar la indemnización, porque, de no estarlo, por 
esto mismo tiene que concluirse la procedencia del consabido de­recho, de conformidad con el artículo tercero del propio decreto; 
.V si se han observado en la actuación del juicio las disposi­
ciones concernientes del decreto de ocho de agosto. Para ve­nir en conocimiento del primero, no hay otros datos en el 
proceso que los que aparecen de la prueba del actor, pues el 
Ministerio Público ninguna ha rendido en primera y segunda 
instancia. El actor, en los interrogatorios, y en las respuestas los testigos exponen, corroborando la demanda, que, consumado el once de agosto el suceso político de ese día, en la noche la tropa armada que lo promovió perpetró el saqueo; y de 
esta exposición no puede deducirse que dicho suceso político, 
suceso que alcanzó las proporciones de formidable insurrección armada que fué derechemente al objeto que se propusiera y 
que lo realizó, filó asonada o motín, atenta la significación ya usual y corriente, ya legal de estos vocablos; lo que de tal 
exposición se deduce, lo que ella comprueba, es que uno filó el suceso político y otro el hecho del saqueo, y que óste se 
verificó después de consumado aquel; y por tanto, mal podrían los dos confundirse en uno mismo y sólo hecho, y menos po­
dría calificarse el segundo de asonada o motín por más que 
mereciera tal calificación el primero. Actor y testigos expre­
san que se verificó el saqueo por falta de vigilancia de la Policía la noche del acontecimiento; mas, esa falta por inevi­
table que hubiera sido no eximiría de responsabilidad a la Nación, porque su responsabilidad en el caso, nace de acuerdo con el ya citado decreto de 13 de julio, del sólo hecho del 
saqueo y de no estar este hecho en los casos exceptuados en 
sus dos primeros artículos, y porque de los interrogatorios y declaraciones resulta que la fuerza de Policía no hizo la no­
che del once de agosto el acostumbrado servicio, porque an­duvo dispersa por las calles de la ciudad, coadyuvando cnlpa- pablemente a los hechos punibles del ejército. Asimismo del pro­pio proceso aparecen cumplidas las disposiciones de los artículos 
del decreto de ocho de agosto—tercero y sexto—referentes, en el caso controvertido, al procedimiento. En virtud de lo expuesto y 
en consideración a que no aparece comprobada la cuantía d éla  
indemnización fijada por el actor en la demanda, administrando 
justicia en nombre de la Bepública y por autoridad de la ley, revocada la sentencia de que se ha recurrido, se conden* al 
Fisco a pagar a Manuel Pardo la diferencia que resultare de de la comparación que se hará, en juicio verbal sumario, del 
valor del establecimiento según el catastro correpon diente a 
1911 y de las facturas de las mercaderías entradas al mismo,
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después de la fecha del catastro hasta la en que se efectuó- el saqueo, conforme a las mismas facturas y según los libros 
Diario y Mayor, con el valor de las mercaderías encontradas en el establecimiento y de las vendidas o de otro modo dis­puestas con posteridad al propio hecho, vistos los citados libros y otras pruebas que se produjeron, siendo de advertir que, si la diferencia excediere de la cantidad determinada en la de­manda, el Fisco pagará solo esta cantidad.—Devuélvanse.—P. 
Villagómez. — Manuel Montalvo. — B. Albán Mestanza.—A. Cárdenas. — Luis F. Lara.— Quito, octubre 28 de 19L2, a las dos de la tarde.—Por estar eou liceucia el Strio. llltor. inte­rino Dr. Sáenz, para que actúe en esta causa nómbrase al 
Dr. Alfonso Moscoso.— Villagómez.— Montalvo. — Albán Mes- 
tanza.— Cárdenas.—Lara.— Proveyeron y firmaron la sentencia y decreto precedentes, en la fecha y hora expresadas los Sres. 
Ministros de la Corte Suprema, Dres. Pacífico Villagómez, Manuel Montalvo, Belisario Albán Mestanza y Alejandro Cár­
denas y el Coujnez Dr. Luis F. Lara. — El Strio. ad - lioc, Alfonso Moscoso.— En veinte y nueve de octubre de mil no­vecientos doce, a las diez de la mañana, cité con el decreto 
y sentencia anteriores, al Sr. M túnel Partió, quien autarizó para que firme el testigo. Lo certifico.— Moscoso.— El Strio. ad - hoc Moscoso.— En la misma fecha, y a las dos de la tar­
de, cité la sentencia y decreto precedentes, al Sr. Dr. Emilio 
Uquillas, Ministro Fiscal de la Corte Suprema, quien autorizó para que firme el testigo.— Lo certifico.—Moscoso.—El Strio. ad - hoc, Alfonso Moscoso.

Quito, noviembre 23 de 1912, a las tres y media de la tar­
de.— Vistos: Como una de las bases de la liquidación para 
determiuar la importancia de los daños y perjuicios mandados 
a indemnizar a Manuel Pardo señaló la sentencia el valor del establecimiento según constara del Catastro de contribuyentes, 
correspondientes al año de 1911, en el concepto segúu de la 
propia sentencia aparece, de que se había formado en la época fijada por el Art. 15 de la Ley de Contribución General; mas, 
de la copia conferida por el Gobernador de la Proviucia, re­
sulta que ese Catastro se ha hecho cou posterioridad — eu 
noviembre del año indicado.—Así, debe tomarse por base, ya 
no él, sino los libros y facturas que se hubieran considerado 
al ser formado oportunamente, esto es, en el mes de Enero 
de 1911.—Queda en estos términos resuelta la última solicitud 
del demandante.—Villagómez.—Montalvo.—Albán Mestanza.— Cárdenas.—Lara.
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N°. 504.—Quito, a 31 de Enero de 1913.
Señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema J usticia.

Presente
de

En defensa de los intereses de la Nación, este Ministerio necesita dar instrucciones terminantes y precisas al Señor Mi­
nistro Fiscal, en los juicios que se siguen contra el Fisco, 
con motivo de los sucesos del once de Agosto de mil nove­cientos once; y, como el infrascrito no puede dar tales ins­
trucciones sin conocimiento previo de los respectivos proce­sos, ruego#a Ud. que se digne ordenar se remitan, en el día, 
todos los expedientes que, habiendo subido ante ese Tribunal por apelación o consulta, no hayan sido fallados hasta hoy.

Dios y Libertad
/C. Carrera.

N°. 28.—República del Ecuador.—Presidencia de la Corte 
Suprema de Justicia. — Quito, Enero 31 de 1913.

Señor Ministro de Justicia:
He puesto en conocimiento de la Corte Suprema el oficio que Ud. se ha servido dirigirme el día de hoy, y ella há ex­

pedido el Acuerdo que transcribo, en contestación al propio oficio:
«En Quito, a treinta y uno de Enero de mil novecientos 

trece, reunidos en la Sala del Despacho los Señores Ministros 
de la Corte Suprema, Doctores Belisario Albán Mestauza, Ma­nuel Moutalvo, Pacífico Villagómez y Alejandro Cárdenas, y 
visto el oficio de treinta y uno del presente, en el cual oficio el Sr. Ministro de Justicia pide que «en el día» se le remitan 
todos los expedientes que, habiendo subido a este Tribunal por apelación o consulta no hayan sido despachados hasta la 
fecha de dicho oficio;

ACORDARON:
Se contestara al Señor Ministro de Justicia haciéndole 

atentamente observar que, aun cuando su pedido se redujera 
sólo a expedientes de juicios en que es parte el Fisco, la de­
ferencia del Tribunal sería refractaria de las leyes de proce­
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dimiento, que no permiten esa remisión de procesos a favor 
de Dadie, ni para ningún efecto; que por eso, como porque en la condescendencia del Tribunal con la petición del Sr. Ministro de Justicia no podría dejar de verse, siquiera en apa­
riencia, un paso ajeno de la independencia de los Poderes Públicos, la Corte Suprema siente no poder complacer al Sr. 
Ministro de Justicia, en su afán de velar de ese modo por la defensa de los intereses fiscales.— Para constancia, firman los 
expresados Sres. Ministros con el Secretario.— B. Albáu Mes- 
tanza.— Manuel Montalvo.— P. Villagómez.— A. Cárdenas.— 
Luis Calisto M.

N°. 515.— República del Ecuador.—Ministerio de Relacio­
nes Exteriores.—Quito, a Io. de Febrero de 1913.Señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema

Señor Presidente:
Tarde recibí ayer, el oficio de Ud., número 28 de 31 de 

Enero próximo pasado, eu que, contestando el mío de la misma 
fecha, se sirve transcribirme el acuerdo expedido por la Corte 
Suprema, negando la petición contenida en mi referido oficio.

Respetuoso, como el que más, de las decisiones de ese alto Tribunal, acataría ahora, también, la que motiva el presente 
oficio, si, prescindiendo del elevado cargo de que estoy investido, 
aunque inmerecidamente, mi criterio personal, como abogado, 
y aún como simple ciudadano, no estuviera indicándome que, 
en esta ocasión, la Corte Suprema ha sufrido un error de con­cepto excusable, desde luego, porque, talvez, los términos de mi 
oficio no resultaron suficientemente claros, aunque, al redactarlo, hubiera puesto yo todo mi empeño en manifestar de modo 
preciso lo que deseaba.

Voy, pues, a insistir en la expresión de mi intento, procu­
rando explicar lo que quise decir antes; y, para empezar, ruego 
al Señor Presidente que se digne leer, otra vez, mi susodicho 
oficio. Con la nueva lectura observará Ud. que ese documento 
consta de dos partes: la primera, una premisa, o antecedente, 
en que se declara que «este Ministerio necesita dar instrucciones 
terminantes y precisas al Señor Ministro Fiscal en los juicios 
que se siguen contra el Fisco, con motivo de los sucesos del 
11 de Agosto de 1911»; y la segunda, uua consecuencia lógica 
de ese antecedente, a saber: que, para poder dar tales instruc_ 4iones, (las que el infrascrito juzga necesario trasmitir al Señor 
MiuislroFiscal, en los aludidos juicios), es indispensable tener co­
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nocimiento pievio de los respectivos procesos, y, por esto, ruego^a Ud. se digne ordenar que se me remitan, en el día, todos los expe­
dientes que, habiendo subido ante ese Tribunal por apelación, o en consulta, no hayan sido fallados hasta hoy».

Los términos del acuerdo de la Corte dan a entender: Io. que yo he pedido, de un modo general, la remisión de todos los expedientes de cualquiera naturaleza que sean y que se hallen en el caso que indico; 2o. que la petición de esa remisión, en el día, ha sido considerada por dicha Corte como una exigencia
inmotivada; y 3o. que la súplica de este Ministerio, en cum­
plimiento de un sagrado e ineludible deber, aparece, como un conato de ataque a la independencia del Poder Judicial.

Ya dejo demostrado, Señor Presidente, con la transcripción literal de mi oficio, que no he pretendido yo solicitar la entrega 
de expedientes de todo géuero, sino que me he referido únicamen- a los relacionados en las demandas de particulares, nacionales 
y extranjeros por supuestos perjuicios causados el 11 de Agosto de 19)1; demandas de las cuales, algunas han sido falladas ya contra el Estado, con la más clamorosa injusticia, como lo de­
muestran los votos salvados de uuo de los más distinguidos 
miembros de ese Tribunal y de varios honorables e ilustrados 
jurisconsultos que han hecho de conjueces, y la opinión pública, manifestada por órganos serios de la prensa nacional.

Las palabras, en el día, que Ud. se sirve poner entre comillas, tuvieron por objeto manifestar todo lo contrario de lo que sin 
fundamento, parece querrer atribuírseme. Mi intención filé muy otra: hacer inmediatamente el estudio de los respectivos pro­
cesos, que entiendo no pasan de tres, y irasmirir al señor Ministro Fiscal las indicaciones que me sugiriera ese estudio, para el mejor éxito de la defensa. Culpóme de este error, y ruego al 
señor Presidente que se digue excusarme por haber incurrido 
en él, sin sospecharlo.

Pero lo que no es posible dejar pasar, sin la más respetuosa protesta de mi parte, es la suposición, cortés y hábilmente ex­presada de que mi atenta solicitud envuelve, o significa, un ataque a la independencia del Poder Judicial, ya que tal es la lógica deducción de la frase del Acuerdo en que se afirma « que 
en la condescendencia del Tribunal con la petición del Señor Mi­nistro de Justicia, no podía dejar de verse. . . un paso ajeno de la 
independencia délos Podeies Públicos».— Estos Poderes, Ud. lo 
sabe muybien, señor Presidente, ejercen la soberanía de la Nación en nombre de ésta, según el artículo 3o. de la Canstitución, y están 
obligados a cooperar al bienestar común, y auxiliarse y conside­
rarse mútua y recíprocamente, cada cual en la esfera de sus 
atribuciones. Todos representan al Estado; todos son iguales 
en gerarquía; no hay uuo soloque pueda considerarse superior 
a los otros; y mal podría cualquiera de ellos pretender sobre­
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ponerse a los demás.—Quien, como yo, conoce estos principios 
íd c u s o s  del Derecho Constitucional y las más elementales dis­
posiciones de nuestra legislación positiva, no puede incurrir en un error de tanta trascendencia: por lo menos, supongo tener 
derecho a que se me crea.Y, ocupándome en lo principal permítame el señor Presi­
dente, que observe al Tribunal Supremo en que preside, que 
en manera alguna puede aceptarse la teoría enunciada en el sobredicho acuerdo cuando se afirma que la entrega de un pro­ceso al Ministro de Justicia, en cassos como el que discutimos, 
«sería refractario de las leyes de proeecimiento permi­ten, ni en favor de nadie, ni para ningún efecto». Desde luego, estoy cierto de que no podría el Tribuna! Supremo, citar la 
disposición legal prohibitiva a que se refiere: talvez pudiera 
alegarse que no existe lev que lo faculte; pero, de aquí no puede deducirse que haya impedimento alguno; al contrario, es sabido 
que, cuando no hay lev que prohíba la ejecución de un acto, se 
entiende que lo permite.A nadie puede coartársele el ejercicio del derecho de defensa, 
y el de petición está garantizado en nuestra Carta fundamental: 
la Corte Suprema no podría, pues, sin faltara los más triviales 
principios de justicia y a la equidad más rudimentaria, negar 
la entrega (remisión o entrega sou iguales para el caso) del proceso, a cualquiera de los actores, o de sus procuradores, en 
los juicio8 mencionados, siempre que lo pidieren antes de sen­tencia. Y este derecho que tiene to lo ciudadano, señor Presiden­
te, ¿puede negársele al Poder Ejecutivo, cuando lo ejerce por me­dio de uno de sus órganos, como el Miuistro de Justicia! ¿Acaso el 
Ministro Fiscal es otra cosa que un procurador o representante 
legal del Poder Ejecutivo, cuando defiende los intereses del 
Fisco, en los juicios civiles? ¿Desde cuándo existe prohibición para que la persona directamente interesada pueda también comparecer en juicio, aunque tenga apoderado que haga sus 
veces? En nuestro caso ¿qué ley impide que el Poder Eje­
cutivo, sin menoscabo de las funciones del representante legal 
del Fisco, pida un proceso para estudiarlo y dar a éste las 
instrucciones que juzge convenientes a los intereses del Estado!

Puedo equivocarme, señor Presidente; pero, en buena lógica y sin mayor estudio porque no lo permite la estrechez del 
tiempo, juzgo que el Acuerdo de la Corte Suprema que T7d. se 
ha dignado transcribirme, merece ser considerado y revocado.

De todos modos, cualquiera que sea la resolución del Tribu­nal debo dejar constancia aquí, de que el Poder Ejecutivo ha 
hecho, en esta ocasión, cuanto le ha sido humanamente posible 
por dejar a salvo sus fueros y la responsabilidad que, más tarde, 
pudiera pretender establecerse en su contra.

Dios y Libertad.— C. Carrera.
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N°. 29.—República del Ecuador.—Presidencia de la Corte Suprema de Justicia.—Quito, Febrero 5 de 1913.
Señor Ministro de Justicia.

Señor:
El Tribunal Supremo que represento siente mucho no 

haber estimado necesarias, al tiempo de comunicar a Ud. lo resuelto el 31 del pasado, algunas de las razones que hoy 
expongo en respuesta al oficio de Lid. de primero del presente, para manifestar la estrictez jurídica de aquella resolución.

Principia el señor Ministro por explicarse muy prolijo sobre lo que quiso decir en su oficio anterior, lastimándose de no hanerse dado quizá a entender bien, y ruega se le ex­
cuse. Tranquilícese a ese respecto el señor Ministro. La Cor­te entendió perfectamente lo que se le pedía, y en la limitada restricción referente sólo a ciertas causas; y porque lo com­
prendió de ese modo tuvo que negar lo pedido, y lo negó; como comprendiéndolo hoy más y mejor, a la luz de las nue­
vas explicaciones, tiene que insistir en su negativa.

Excuse a su vez el señor Ministro que sus razonamientos, así debidamente atendidos y comprendidos, no hayan impul­
sado a la Corte a otra determinación. Ella no ha podido fun­
darse para nada en los que el señor Ministro, tan magistral- mente, califica de «triviales principios ríe justicia y equidad rudimentaria», para invocarlos en su favor. La Corte busca 
su jurisprudencia en fuentes muy superiores a una mera ru­
dimental trivialidad. En la ley se halla su fuerza.

En Ja ley tiene visto cómo el Presidente de la República vive exento de andarse por los Juzgados a litigar, amparado 
de pobreza, en defensa del Fisco; exento de la humilde con­dición de pupilo, sometido a la representación legal de los fiscales, cual quiere suponerlo el señor Ministro en sus inte­
rrogaciones. Y hasta rayaría en lo absurdo que, quien no puede parecer en juicio por sí, pueda hacerse representar por 
sus Secretarios, que, para el caso, son menos que procuradores 
y representantes legales (Art. 43 C. de E.) El Fisco es persona jurídica de Derecho Público, regida por leyes especiales, que 
la ponen al servicio del Gobierno, pero no la identifican con él. Los fiscales la representan en juicio, por derecho propio 
de ellas, no a título de representación ni procuración del Jete 
del Estado: (L. O., 33, N°. 2o.)Para salvar de esa falta insanable de personería y forzar 
la puerta de entrada a los juicios fiscales por persona extraña
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a ellos, no presta nada la regla que cita como de equidad 
elemeutaria el señor Ministro, la de que lo no prohibido es 
permitido.La Corte no la acepta para eso. Esa es regla civil de 
las relaciones civiles entre particulares; jamás norma de acción de los poderes públicos, constreñidos por la Constitución de 
la República al exclusivo cumplimiento de sus atribuciones 
peculiares, (Art. 4o.) que no a llevar a discreción la amplitud del silencio de los Códigos. Y aún admitida la regla para el caso generador de la queja del señor Ministro: negar lo que 
la le}7 manda, no está prohibido; luego le estaba permitido a 
la Corte.Alega para el mismo efecto el señor Ministro otro de aquellos principios que andan estropeados por las calles, el de 
la libertad de defensa. Pero la Corte no pudo tomarlo en cuenta, precisamente por esa triste cualidad de trivial, que él 
cobra cuando se le desconocen sus límites. La ley no conce­
de libertades para una defensa que no campea dentro del palenque trazado para ella por las conveniencias del orden público. Fuera de ese círculo, que llamamos el trámite pro­cesal, bien se pretendiera ir hasta los extremos del entreme­timiento y los golpes de hecho, que, por cierto, no dejarían 
de ser arbitrio eíicaz de defensa libre. Qué leyes de procedi­
mientos obstaron a la anhelada y libre defensa oficial? El señor Ministro es profesor de derecho, y las tiene a la mano. 
Eran las concernientes a la tercera instancia de los juicios 
ordinarios; fué la del Art. 44 de la Orgánica del Poder Judi­
cial, que dice: La Corte Suprema se limitará a juzgar con 
arreglo a las leyes y a las atribuciones que éstas les señalan. Y a la Corte le pareció que, conceder, después de los trasla­
dos a las partes, otro y largo a cualquier funcionario doliente del Fisco bien o mal defendido ya, no era tosa de poder ha­cer de modo legal, sin echar antes mucha tierra sobre aquel precepto, y hasta sobre el nombre de ellos. Que hay que 
conceder el proceso a los actores «siempre que lo pidan antes 
de seutencia»? A quien hiciera tal pedido, sin otra razón que 
esa de aún no haber sentencia, es posible que la Corte lo 
multase, viéndole la intención de entorpecedor del progreso de la litis: (Art. 333 del C. de E.)

El señor Ministro dirá, y me complaceré mucho en creerle, 
que él no quiso terciar como parte en los juicios a que se refiere, 
ni menos incurrir eu el flagrante atentado contra el artículo 81 
de la Constitución, deteniendo el curso de procedimientos ju­
diciales; sino solamente que se le enviasen los procesos- para 
ver de estudiarlos, e ilustrar luego extrajudicialmente, con ese estudio, al Señor Ministro Fiscal. Aún así, la Corte hubo muy 
naturalmente de suponer, o tener presente: Io. que uu letrado
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de la categoría y competencia de un Ministro Fiscal, no andaba 
menestoroso de instrucciones ajenas, para no más de informar 
en derecho, o expresar agravios, diligencia única que acaso le faltara; 2o. Que tampoco la ley humilla con esa suposición al 
Fiscal, ni prevee que se ha de suspender la relación de una 
causa, mientras alguien le está asesorando a ese señor Ministro; 3o. Que aún para el caso de instrucciones de hechos, o sean 
datos, no es cualquier Ministro, el más comedido, el llamado 
a darlas en causa fiscal, sino el Ministro de Hacienda; 4°. que en dar cualesquiera instrucciones o datos se habrían esmerado 
ya los agentes del Gobierno en las otras instancias, en las 
que respectivamente urge sabiduría de excepciones, acuciosidad 
de pruebas; y 5o. también que una flaca condescendencia en favor del demandado iba a aumentar moratorias más injustifi­
cables a las que ya llevaba padecidas la parte contraria.En fin, y para no ocupar más la atención del señor Ministro 
con tema que ciertamente se avecina ya a lo elemental y nimio, concluyo agregaudo que nada de lo dicho llena el objeto de 
mi contestación, sino el asentar, en ella, alta una protesta contra 
el derecho que el señor Miuistro de Justicia ha creído tener 
para oficialmente declarar reo de «clamorosa injusticia» al Tribunal Supremo, por las condenas que acaba do pronunciar 
contra el Fisco. Razones para esa declaratoria podrán estar resplandeciendo en el ilustradísimo coucepto personal del Sr. 
Ministro; pero ese concepto no es la medida de las atribuciones que le da su puesto a un Secretario de Estado, ni de la urba­
nidad que le cumple para con los poderes independientes. La 
Corte Suprema se halla muy por sobre cuantas son las Secre­tarías; no le debe responsabilidad sino al Congreso Nacional; 
y mientras él no le declare inicua, cualquiera otra autoridad 
subalterna que tal haga toma, larga de manos, competencia que nadie se la reconoce, no obra circunspecto en el cumplimien­
to de su deber, más se excede eu pretenciosa insólita arbitra­
riedad.

Soy del Señor Ministro atento S. S.

B. Albán Mestanza.
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N°. 30.— República del Ecuador.— Presidencia de la Corte 
Suprema de Justicia.—Quito, Febrero 6 de 1913.

Señor Ministro de Justicia.
Señor:

Aviso a Ud. recibo del oficio de esta fecha, N°. 527,La voz oficial de la Corte Suprema, lleva su Presidente 
(Artículo 23, número 4o. L. O. J.), como el señor Ministro lo tiene sabido. Además, el oficio que dirigí ayer al señor Ministro, 
fué conocido y aprobado por ella, después del Acuerdo que 
va de seguida:«En Quito, a primero Febrero de mil novecientos trece, 
reunidos en la sala del Despacho los señores Ministros de la Corte Suprema, Doctores Belisario Albán Mestauza, Presidente, 
Manuel Montalvo, Pacífico Villagómez y Alejandro Cárdenas y visto el oficio del Señor Ministro de Justicia, fecha de hoy, en el cual pide se revoque la resolución del Acuerdo de ayer.— Acordaron:

Negar esa revocación, y que el señor Ministro Presidente comunique esta negativa al Señor Ministro de Justicia, en los 
términos correspondientes a la dignidad y decoro del Tribuual.

Para coustancia, firman los expresados señores Ministro y el Secretario.
B. Albán Mestauza.—Manuel Montavo.—P. Villagómez.— A. Cárdenas.—El Secretario, Luis Calisto M.
Quedo del Señor Ministro atento y S. S.

B. Albán Mestanza.

“Señor Presidente del Consejo de Estado. — El 3 de no­viembre de 1911, el súbdito español Manuel Pardo propuso 
demanda contra el Fisco, por los daños y perjuicios causados por el robo y saqueo de su almacén, cometidos en la noche 
del 11 de agosto del año mencionado; daños que, según el 
decir del demandante, ascienden a $ 108.000 más o menos.— 
Notificado el Agente Fiscal con esta demanda la contestó el 
día 9 de noviembre; y el 16 del propio mes se dictó el res­
pectivo auto de prueba.—La demanda de que estoy hablando 
la resolvió definitivamente la Corte Suprema, mediante la sen­
tencia pronunciada el 28 de octubre de 1912. Y como la 
parte interesada pidiera aclaratoria de esa sentencia, el mis­
mo Tribuual la aclaró, mediante el fallo expedido el día 23
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de noviembre de 1912. — Al expedir estos fallos el Tribunal 
Supremo declara y reconoce legal y plenamente comprobados el cuerpo del delito y la preexistencia de las cosas en el lu­gar en donde estaban antes de ser robadas, siendo así que lo 
contrario es lo verdadero. Además de esto, con el pretexto 
de aclarar el fallo primitivo, lo que ha hecho es revocarlo, en parte. En fin, casi todos los fundamentos de la sentencia 
son antojadizos y arbitrarios, y las consecuencias que de ellas 
se deducen son altamente lesivas a los intereses del Fisco. Resultando de aquí que al pronunciar los fallos ya citados, 
la Corte Suprema de Justicia ha quebrantado las leyes que 
arreglan los procesos y que determinan los derechos de las partes.—Por lo expuesto, y en cumplimiento de la orden im­
partida por el Señor Ministro de Estado en el Despacho de 
Justicia, me presento ente Ud. para proponer, como efectiva­
mente propongo, recurso de queja contra el Supremo Tribu­nal de la República.—La fecha del oficio que me ha dirigido 
el Sr. Ministro de Justicia manifiesta el cortísimo tiempo de que dispongo para preparar esta queja. Por lo mismo, me limitaré a lijeras explicaciones «le los fundamentos del recur­
so; reservándome el derecho de ampliarlas ante el Congreso. — I.— Si el robo y saqueo son los generadores de los perjui­
cios cuya indemnización se demanda, claro (pie es necesario 
justificar previamente que se verificó ese robo, y que se lle­vó a cabo ese saqueo. Si de la perpetración de dos delitos surge el derecho para cobrar perjuicios, claro que es indispen­
sable que se justifique previamente que esos delitos existieron. Estas conclusiones son evidentísimas; y en lenguage jurídico significan que para el demandante Pardo era necesario e im­
prescindible comprobar el cuerpo del delito. De otra manera resultaría que Pardo demandaba una obligación sin causa. 
El mejor comprobante de lo que dejo expuesto es el interés y el afán con que el actor ha procurado justificar el cuerpo 
del delito, o sea la verdad legal de las infracciones generado­
ras de los perjuicios cuyo valor exige. Regístrese el proceso y se encontrará que ha preparado dos cuerpos de pruebas su­pletorias en apoyo de su queja: el uno lo ha solicitado y ac­tuado ante el Juez 3o. de Letras de esta provincia, y el otro 
lo ha solicitado v actuado ante el Alcalde Cantonal 3». Pe- ro en ambos casos, lo primero que ha pedido es el reconoci­
miento de los daños y averías causados en su establecimiento 
de relojería y joyería; y el avalúo del valor de los objetes que quedaron en el almacén, después del pretendido robo y 
saqueo. Indudable que estas diligencias se han solicita«lo y 
practicado con el exclusivo objeto de comprobar el cuerpo del 
delito. Pero sucede que en tratándose de diligencias proba­
torias éstas no pueden ni deben practicarse sino del modo y
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en la forma que la ley prescribe. Al practicarse de otra ma­
nera, lo que menos resulta es que esas diligencias sou írritas y uulas. Ahora bien: según el artículo 72 del Código de 
Enjuiciamientos en materia criminal, en las infracciones que 
dejan señales se justificará el cuerpo del delito con inespec- ción de peritos juramentados y nombrados por el , loscuales practicarán el reconocimiento en presencia de éste. Mas el escrito de fojas 7, y el decreto con el que se ha pro­videnciado este escrito, y que se encuentra en el dorso de la misma foja, manifiestan que el un perito, Enrique Troya, filé 
nombrado por la parte actora; y que el otro perito, Miguel Homero, fué nombrado por el Juez. Por consiguiente los dos peritos, que han practicado el reconocimiento del almacén y 
el avalúo de los objetos (pie en él quedaron y el de los efec­tos recaudados posteriormente, no han sido nombrados por el 
Juez. — Resultando de aquí que uno de estos peritos no es 
tal perito; y que todas las diligencias prácticadas por éstos son írritas y nulas, por no haberlas practicado dos peritos y por no haberse observado fielmente lo que previene el ci­tado artículo 73 del Código de Enjuiciamientos en materia criminal.— El reconocimiento del almacén y el avalúo de los 
objetos, hechos con la intervención del Alcalde 3». Cantonal, también lo han practicado dos peritos, de los cuales el uno, 
Enrique Troya, ha sido nombrado por la parte actora, y el 
otro, Miguel Romero, ha sido nombrado por el Agente Fis­
cal, como lo manifiestan el auto que se registra en el dorso de la foja 2, y la notificación que se registra al principio de 
la foja 33. Resulta, pues, de lo expuesto que ninguno de estos dos peritos que han intervenido en el reconocimiento 
y avalúo son nombrados por el Juez y que, por lo mismo, sus operaciones son írritas y nulas. — Pero hay más dodavía: examínese la página 8 del proceso, y en ella se encontrará la notificación al Agente Fiscal con el Decreto en el que se ordena el reconocimiento y el avalúo, y se declara peritos a 
Enrique Troya y Miguel Romero. En esta notificación se han borrado dos o tres palabras; y la línea corrida sobre 
ellas no deja legibles las palabras borradas. Además de esto 
no se han transcrito al fin de la notificación las palabras bo­rradas, ni las que se han señalado con una línea. Con es­
tas irregularidades se han infringido el artículo 1F9 del Có­digo de Enjuiciamientos en lo civil, y se ha contribuido pa­
ra que la notificación al Agente Fiscal no pruebe lo que de­bía probar, esto es, que dicho funcionario quedaba citado con 
el nombramiento de peritos (artículo 151 del Código citado). 
Resultando de todo esto que el nombramiento de peritos no 
está ejecutoriado todavía: que los señores Enrique Troya y 
Miguel Romero ni son ni han sido peritos nunca: que el re­
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conocimiento y avalúo practicados por ellos carecen de todo 
valor legal, por no haber intervenido en estas diligencias dos 
peritos nombrados por el Juez, sino dos personas completa­mente extrañas al juicio. En fin, examínense las páginas 11, 
15 y 17 del proceso, y en todas ellas se encontrarán notifi­caciones al Agente Fiscal, en las cuales se han cometido las 
mismas irregularidades que las que dejo últimamente anota­das. Estas irregularidades, tan uniformemente repetidas, no 
pueden ser obra de mero descuido: antes bieu creo que sou 
reveladoras de que se ha cometido el delito de falsedad. Todo esto lo hice notar, todo lo reclamé en mi alegato; pero 
los señores Ministros de la Corte Suprema no atendieron mi 
reclamo y procedieron como si el cuerpo del delito estuviese comprobado legal y plenamente. — IT. — El artículo (5°. de la Ley de 8 de agosto de 1888 faculta a los que reclaman per­
juicios para probar la preexistencia de las cosas robadas con arreglo al artículo 77 del Código de Enjuiciamientos en ma­teria criminal, vigeute en esa fecha, y que corresponde al ar­
ticuló 75 del Código que hoy rige.— La preexistencia es una prueba peculiar para el caso de robo, y el legislador la ha 
establecido para evitar que la mayor parte de los robos que- 
den impunes. Es cosa por demás sabida que todo ladrón, para consumar un robo evita la presencia de testigos: sería 
pues casi imposible justificar la existencia de los robos con 
la deposición uniforme de dos o más testigos. De aquí la necesidad de la prueba de la preexistencia. Pero, por pecu­liar que sea esta prueba debe tener y reunir la condición de toda probanza, es decir, debe demostrar al Juez que las co­sas estuvieron en un lugar determinado antes de ser robadas. Ahora bien: examínense las pruebas que constan en la pági­
na 05 y siguientes del proceso, pruebas que han sido acepta­
das en la sentencia, y se reconocerá que todas las preguntas 
hechas a los testigos, encaminadas a justificar la preexisten­cia, son vagas e indeterminadas; y que las contestaciones de los testigos son todavía mucho más vagas e indeterminadas. Se encontrará, además, que ninguna de estas diligencias, ni todas ellas juntas demuestran que estuvieron en las vitrinas del almacén de Pardo las mercancías que quedaron después 
del robo, ni las que recaudó la Policía, ni las que se asegu­ra que han desaparecido definitivamente. Y sí estas pruebas 
han de servir de base para una condena, claro que han debido demostrar todo esto de un modo positivo, según lo 
previene el artículo 48 del Código de Enjuiciamientos en ma­
teria criminal.—Por lo expuesto, si se trata de calificar estas 
diligencias con espíritu imparcial y tranquilo, claro que ape­nas se podiá declarar que constituyen indicios o presuncio­
nes de la preexistencia de las cosas robadas. Pero en el
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mismo proceso hay otras presunciones en contra, que son mu­cho más graves y precisas, pues, cu el proceso consta que el 
almacén de Pardo estuvo cerrado hasta el día 26 de agosto, 
eu que se verificó su reconocimiento: que desde el 11 de agosto hasta el 2G del mismo mes Pardo tuvo en su poder 
la llave de su almacén: que existió un camino abierto por 
los ladrones, y que del almacén conducía a la casa de habi­tación de Pardo a que este camino podía recorrerlo Pardo de 
día y de noche, sin ser visto por persona alguna: y en fin, que es de pública notoriedad que todas las tardes Pardo 
guarda todas sus joyas valiosas en la caja de fierro. Ante estas presunciones ¿qué fuerzas, que valor tienen las otras presunciones que se desprenden de las diligencias practicadas 
con el fin de justificar la preexistencia de las cosas robadas? 
Y sin embargo de esto eu la sentencia se acepta como le- galmeute comprobada dicha preexistencia.—III. — La sentencia 
con que el Tribunal Supremo resolvió la demanda de Pardo la expidió el 25 de octubre de 11)12, a las dos de la tarde. 
En esta sentencia consta la siguiente resolución: “ Adminis­trando justicia en nombre de la República y por autoridad 
de la ley, revocada la sentencia de que se ha recurrido, se 
coudena al Pisco a pagar a Manuel Pardo la diferencia que resultare de la comparación que se hará en juicio verbal su­mario, del valor del establecimiento, según el catastro corres­
pondiente a 11)11 y de las facturas de las mercaderías en­
tradas al mismo, después de la fecha del catastro hasta la 
eu que se etectuó el saqueo, conforme a las mismas facturas 
y según los libros Diario y Mayor, con el valor de las mer­
caderías encontradas en el establecimiento y de las vendidas o de otro modo dispuestas cou posterioridad al propio hecho, vistos los citados libros y otras pruebas que se produjeren, siendo de advertir que, si la diferencia excediere de la canti­
dad determinada en la demanda, el Fisco pagará sólo esta 
cantidad”. — El demandante pidió aclaratoria de esta resolu­ción, y accediendo a lo pedido, el Tribunal dictó el fallo de 
23 de noviembre de 1912, y en el que consta la siguiente resolución: “ Como una de las bases de la liquidación para 
determinar la importancia de los daños y perjuicios mandados 
a indemnizar a Manuel Pardo señaló la sentencia el valor del 
establecimiento, según coustara del catastro de contribuyen­
tes, correspondiente al año de 1911, en el concepto, según 
de la propia sentencia aparece, de que se había formado eu 
la época fijada por el artículo 15 de la Ley de Contribución 
General; mas, de la copia conferida por el Gobernador de la 
provincia, resulta que ese catastro se ha hecho cou posterio­
ridad eu noviembre del año indicado.— Así debe tomarse por 
base, ya no él, sino los libros y facturas que se hubieran
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coiisiderado al ser formado oportunamente, esto es, en el mes «lo enero «lo 1911. Queda en estos términos resuelta la últi­
ma solicitud del demandante». — En primer lugar el artícu­
lo 322 del Código de Enjuiciamientos prescribo que la acla­ratoria sólo tendrá lugar cuando la sentencia fuere oscura. Ahora bien: nadie que sepa leer podrá calificar de oscura la 
resolución que dejo copiada. Por consiguiente, el Tribunal Supremo procedió contra la ley expresa por el sólo hecho «le 
aceptar la aclaratoria. — En segundo lugar, es también indu­
dable que en lugar de aclarar las resoluciones «leí primer fa­llo, lo que se ha hecho es revocarlas anulando lo mandado: 
Ján efecto, en el primer fallo se resolvía que la respectiva par­
tirla «leí catastro sirva de base de la liquidación para determinar 
la importancia délos «laños y perjuicios; y también se resolvió quo esa ni Urna partida «leí catastro sea uno «le los términos 
«lelas comparaciones que debían hacerse en juicio verbal suma­rio. Mas en el segundo fallo, anulando lo maudado, so ordena: 
quo debe tomarse por base, ya no él (es decir el catastro) sino 
l«)s libros y facturas que se hubieran considera<lo al ser forma­rlo oportunamente, esto es, en el mes de Enero de 1911. Esta resolución sí es oscura hasta lo iucompreusible, pues lo único 
que deja comprender es que el catastro ni debe servir «lo base para la liquidación, ni debe ser uno «le los términos «le las 
comparaciones que hay que saber, en juicio sumario. Resultando de aquí que no se ha aclarado, sino que se hn cambiado y se 
ha anulado lo que mandó en dicho primor fallo.— Con es­
te procedimiento creo que el Tribunal ¡Supremo ha quebran­tado el precepto que contiene el artículo 321 «leí Código de 
enjuiciamientos en materia civil. — IV. — Nada más anto­jadizo y arbitrario que ciertas apreciaciones «pie «pie so hacen 
en la sentencia que motiva este recurso, y sin embargo esas 
apreciaciones sirven de fundamento pura condenar al Fisco ni pago de una suma ingente. « U suceso político ( el del 
11 de A g o s t o ), y otro el hecho del y éste se. verifico despuésde consumado aquel*. No hay ley alguna que prescriba la manera de determinar cuando principia y cuando conduje un hecho, tan complejo como la revolucióu del 12 de Agosto. 

Tampoco hay ciencia alguna «pie contenga reglas, o establezca principios para hacer tal determinación. Por consiguiente, los 
conceptos «pie dejo copiados, sin apoyo legal ni científico, no 
pasan de ser apreciaciones personales. A pesar de esto, «le tales 
apreciaciones se ha deducido «pie los robos y saqueos perpetra­dos el 11 de Agosto no fueron hechos en plena revolución, ni fueron obra de asoumlas y motines.— En la ley «le 28 de Agosto 
de 1886 se encuentran determinados los casos en que los ex­
tranjeros perjudicados en los trastornos de las guerras civiles 
pueden pedir indemnización. En efecto, el artículo 11 «le di­
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cha ley dico textualmente lo siguioute: «El Ecuador en sus 
relaciones con los demás pueblos, no es responsable sino por 
los actos, voluntarios y premeditados de los Poderos Públicos. En consecuencia, los extranjeros perjudicados en los trastornos de las guerras civiles no pueden pedir indemnización alguna 
sino en los casos y con las formalidades relativas a los ecua­
torianos». A pesar do esto, y a pesar de que el mismo actor conliesa que los robos y saqueos los cometieron tropas desmo­
ralizadas; y a pesar de que el mismo actor declara que a la policía le filé imposible contener esos desmanes, la Corte Su­
prema de Justicia hace responsable a la Nación de actos que los Poderes Públicos no conocieron, ni supieron, ni pudieron 
proveer, quebrantando con esto la disposición legal que he copiado.— Eu la sentencia que motiva este recurso, se asegura 
que los sucesos del 11 do Agosto fueron una insurrección for­
midable, insurrección armada que filó derechamente a su fin, esto es, a derrocar al Gobierno constituido. Pero esa insurrec­
ción nadie pudo contenerla, porque es de pública notoriedad que nadie tuvo poder y fuerza para ello; y también es de pública 
notoriedad que duró tres días, durante los cuales esa insurrec­ción se transformó en asonadas y motines. A pesar de esto, 
y a pesar de la terminante disposición del art. Io. de la ley 
de 13 de Julio de 1888, la Corte Suprema declara que los robos y saqueos consumados por la tropa no fueron obra de 
asonadas y motines, y fundada en tan falsa declaración impone 
a la patria ecuatoriana la responsabilidad de esos atentados, y 
la obligación de pagar los daños producidos por esos robos y 
saqueos. — Cada uua de las anteriores afirmaciones las compro­
baré extensamente, en momento oportuno; pues, hoy me he limitado a insinuarles para indicar las leyes que determinan el derecho de las partes, y que la Corte Suprema las ha que­
brantado al expedir su sentencia, que motiva este recurso...
El Tribunal Supremo, contra el que propongo este recurso, lo 
componían los vocales Sres. Dr. Pacífico Villagómez, Dr. Be­
luario Albán Mcstanza, Dr. Manuel Montalvo, Dr. Aljandro 
Cárdenas y el conjuez Dr. Luis Felipe Lara. Como el Minis­
tro Sr. D r Cárdenas salvó su voto, espero que, de acuerdo con lo que prescribe el artículo 437 de Código de enjuiciamientos, 
se expresará esta circunstancia en el informe que deben dar 
los que concurrieron con su voto.— Como el Congreso se ha­
lla en receso, este recurso de queja lo propongo ante Ud. pi­
diendo ^  digne cumplir lo que prescriben el artículo 431 y 
siguientes del Código de enjuiciamientos, y el artículo Io. de la ley do (5 Agosto de 1887.— Señor Presidente.— (f).— Em. 
Uquillas, Miuistro Fiscal de la Corte Suprema.
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